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    INTRODUCCIÓN


    El desarrollo económico de la Argentina requiere un replanteo profundo sobre el equilibrio territorial. Desde 1853, el camino hacia la consolidación de un régimen representativo, republicano y federal ha sido largo. Aunque en 1951 se garantizó el voto universal, las interrupciones al sistema democrático desde 1930 marcaron profundas restricciones. A partir de 1983 se lograron avances significativos; sin embargo, las políticas relacionadas con la cuestión federal y el desequilibrio territorial han sido insuficientes y, en muchos casos, postergadas.


    Este libro destaca desde el inicio la necesidad de abordar esta falencia. Las consideraciones geográficas son imprescindibles en un programa de crecimiento económico y social. La postergación de gran parte del territorio argentino representa no solo una injusticia para sus habitantes, a quienes se les impide desarrollarse en sus lugares de origen, sino también una pérdida colectiva de talento y recursos. La informalidad económica, característica de nuestra estructura heterogénea, agrava aún más esta problemática.


    Es indispensable propulsar un verdadero federalismo. Sin un mayor equilibrio geográfico, cualquier plan de desarrollo nacerá con limitaciones y, muy probablemente, generará nuevas frustraciones. La desconsideración geográfica es un problema histórico que puede rastrearse desde las luchas por la independencia, la Constitución de 1853, los períodos de democracia restringida y las interrupciones institucionales del siglo XX, hasta llegar a la actualidad.


    En el ámbito fiscal, los regímenes de coparticipación establecidos en los años treinta maduraron lentamente, pero siempre han permitido válvulas de escape para su incumplimiento, ampliando la brecha entre decisiones de gasto y recaudación. Durante el período democrático iniciado en 1983, el federalismo fiscal tampoco fue jerarquizado; solo se alcanzó un acuerdo transitorio que, aunque reforzado por la Constitución de 1994, aún está pendiente de implementación. Este manejo discrecional, caracterizado por el “látigo y la chequera”, refleja una debilidad institucional profunda.


    Es posible alcanzar un verdadero federalismo en la Argentina. La experiencia internacional demuestra que, aunque existen desafíos, los beneficios de su implementación en países de gran extensión territorial son innegables. Por eso es necesaria una hoja de ruta orientada al desarrollo, que contemple los desequilibrios geográficos mediante la convergencia de políticas y territorios. Bajo una organización federal, la distribución de recursos debe considerar primero las funciones de cada nivel de gobierno y, a partir de ello, sus necesidades.


    Por ejemplo, muchas provincias carecen de obras de infraestructura esenciales para garantizar el equilibrio de oportunidades. Una propuesta concreta es que las provincias se encarguen de proveer bienes públicos, mientras el gobierno federal se concentra en funciones de equidad y estabilización macroeconómica.


    En paralelo con las leyes de estabilización, innovación e infraestructura necesarias, proponemos una revolución impositiva que elimine tributos distorsivos y simplifique el sistema. Una nueva ley de coparticipación resulta fundamental para aportar certidumbre económica, clarificar relaciones intergubernamentales y promover el equilibrio territorial. La falta de cumplimiento del mandato constitucional de 1994 no es solo un problema legal, sino una fuente constante de conflictos que perjudica a todos. Resulta fundamental alcanzar un consenso que defina con claridad la distribución primaria de recursos entre la nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires, así como la distribución secundaria entre las jurisdicciones, garantizando una asignación equitativa de los impuestos coparticipables y una coordinación eficiente entre los distintos niveles de gobierno.


    La complejidad del sistema tributario actual, inclinado hacia impuestos fáciles de recaudar, pero poco equitativos, genera informalidad y evasión, agravadas por nuestras debilidades institucionales. La ampliación de la base imponible debe ser una prioridad. Esto permitiría a las provincias mejorar la prestación de bienes públicos y contribuir a la necesaria convergencia fiscal, evitando así nuevos ciclos de inestabilidad. Una reforma tributaria integral debe incluir:


     


    
      	Ampliación de la base imponible. Para mejorar la recaudación en las provincias.


      	Fomento de la equidad. Mediante tributos progresivos que fortalezcan la función redistributiva del Estado federal.


      	Promoción de la inversión y competitividad. Más allá de los tributos, este objetivo exige políticas complementarias.

    


     


    Además es crucial respetar las potestades tributarias provinciales y fortalecer la administración fiscal en todos los niveles para mejorar su correspondencia. La coordinación federal es indispensable para optimizar la distribución de impuestos coparticipables y ajustar tributos provinciales.


    Finalmente, el federalismo fiscal es solo una parte del desafío. Otras instituciones, como el Banco Central de la República Argentina (BCRA) y el Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec), y también las políticas educativas y sanitarias deben incorporar criterios de territorialidad. La regionalización de servicios permitiría a las provincias optimizar costos y mejorar la provisión de bienes públicos.


    Construir un federalismo funcional y equitativo no solo es posible, resulta esencial para el desarrollo sostenible de la Argentina.


    El presente libro refleja un análisis profundo y estructural sobre el federalismo en la Argentina. Durante el último tiempo tuvieron lugar diversos cambios en el contexto político, económico y las políticas públicas que podrían haber justificado una revisión o adaptación de ciertos pasajes. No obstante, hemos optado por no incorporar dichas modificaciones o nuevos datos, priorizando así un análisis estratégico que trascienda las coyunturas inmediatas.

  

  
    CAPÍTULO 1 


     


    Las asimetrías territoriales de la Argentina


     


    Desde la Revolución de Mayo, la política argentina se ha caracterizado por una lógica de antagonismos, morenistas o saavedristas, federales o unitarios, rosistas o urquicistas, conservadores o radicales, peronistas o antiperonistas. En años recientes, esta dinámica se tradujo en la polarización entre kirchneristas y antikirchneristas.


    El país ha quedado empantanado en estas disputas binarias que generan falsas dicotomías, como civilización o barbarie, campo o industria, estatismo o libre mercado, integración global u ostracismo económico. En este esquema no hay espacio para la conjunción, la inclusión o la compatibilidad; uno de los polos debe anular al otro. El resultado de estas dualidades excluyentes es evidente; crisis tras crisis, la brecha social y económica no ha dejado de profundizarse.


    ¿Es esta dinámica una consecuencia al tratarse de una economía emergente? Es cierto que muchos países en desarrollo han enfrentado turbulencias desde los años setenta. Sin embargo, la Argentina sobresale por la frecuencia de sus crisis financieras, ha atravesado seis desde entonces, frente a un promedio global de una por país.


    ¿Se tratará de escasez de recursos? Difícilmente. La Argentina cuenta con suficiente capital, trabajo y tierra para crecer. De hecho, ha logrado períodos de expansión, pero siempre seguidos de bruscas contracciones. A lo largo del tiempo, los efectos acumulativos de estas oscilaciones han agravado la situación.


    El corte transversal más profundo que atraviesa al país sigue siendo la antinomia entre unitarismo y federalismo. La economía argentina ha oscilado entre dos modelos de desarrollo, ambos con resultados decepcionantes. En ocasiones buscó integrarse al mundo mediante la apertura indiscriminada de mercados financieros y el impulso a sectores competitivos para exportar, pero el desempleo, la pobreza y las recesiones hicieron que ese modelo fracasara. En otras oportunidades se implementaron controles cambiarios artificiales, retenciones a las exportaciones y políticas de aislamiento financiero para favorecer el mercado interno; sin embargo, la inflación convirtió este modelo en otro fracaso.


    Ninguna de las dos fórmulas económicas logró abordar el grave desequilibrio territorial o el fiscal, es decir, la distribución desigual de los recursos necesarios para que el Estado nacional y las provincias pudieran mejorar la calidad de vida de los ciudadanos. El modelo abierto se financió emitiendo deuda, profundizando las recesiones, mientras que el cerrado recurrió a la emisión monetaria, generando desequilibrios que derivaron en episodios de alta inflación.


    La irrupción inesperada de la pandemia de COVID-19 puso estos problemas en evidencia con mayor claridad, exacerbándolos a niveles que evocan la crisis de 2001.


    Sin embargo, esta realidad no surgió con la pandemia. Es el resultado de procesos históricos que han comenzado mucho antes. A continuación analizaremos las profundas asimetrías territoriales, que consideramos un elemento central para tener en cuenta en cualquier estrategia de desarrollo sostenible.


    Desarmonía entre las regiones


    El consumo y la producción presentan enormes disparidades a lo largo y a lo ancho del territorio nacional. Según la última Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares (ENGHo 2018), del Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec), los ingresos familiares en Santiago del Estero son un 38% inferiores a los de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA). A su vez, las familias santiagueñas destinan el 42,2% de su presupuesto a alimentos, bebidas y vestimenta, mientras que en CABA ese porcentaje es casi la mitad (23,9%). En transporte, la diferencia también es notoria; las familias de Santiago gastan un 14,4% de su presupuesto total, tres puntos porcentuales más que las de CABA, donde el precio del transporte público es menor.


    Por otro lado, las familias de la ciudad de Buenos Aires destinan casi el 60% de su presupuesto a servicios como alquileres, educación, salud y esparcimiento, en contraste con el 36,9% que destinan las familias de Santiago a estos mismos rubros.


    Estas disparidades reflejan la ausencia de un verdadero federalismo y equilibrio territorial, lo que impacta directamente en la vida de los ciudadanos. Cuando estos factores no existen, como en la Argentina, el destino de las personas parece atado al azar de su lugar de residencia. En un sistema federal efectivo, las migraciones internas serían exclusivamente voluntarias, y la recaudación, la redistribución y el gasto fiscal garantizarían que los distintos niveles de gobierno contaran con los recursos necesarios para proporcionar servicios, desarrollar la economía de manera equitativa y asegurar igualdad de oportunidades más allá de su código postal.


    Sin embargo, ¿qué equidad puede esperarse cuando la energía es significativamente más cara en el norte del país que en Buenos Aires y los costos de transporte son hasta cinco veces mayores? Estas desigualdades desalientan la inversión en las provincias del norte, donde los costos son más altos, y las oportunidades, más limitadas. A ello se suma la diferencia en la calificación de la mano de obra y el acceso a avances en investigación y desarrollo (I+D).


    La contratación de mano de obra en estas regiones enfrenta otros obstáculos; por ejemplo, la permanencia de políticas sociales diseñadas como medidas transitorias. Desde 2001, los subsidios a desocupados han crecido, pero las condicionalidades asociadas —que implican perder el beneficio al acceder a un empleo formal— generan una competencia desleal en el mercado laboral, especialmente en trabajos temporales que requieren ajustes en la legislación laboral para ser sostenibles.


    Cuando las empresas son intensivas en el uso de energía, las diferencias en los costos regionales afectan gravemente la competitividad de las provincias. A esto se suma el desequilibrio poblacional y económico; en el norte del país, las empresas deben buscar compradores en un radio de 500 kilómetros, enfrentándose a la falta de infraestructura ferroviaria y a un transporte monopolizado por camiones, lo que encarece aún más los costos. En contraste, una industria similar en Buenos Aires puede cubrir la misma demanda dentro de un rango de 100 kilómetros.


    El resultado es una desarmonía profunda entre las regiones, que perpetúa el estancamiento económico y la recurrencia de crisis. Superar la histórica antinomia entre federalismo y centralismo permitiría construir consensos transversales, establecer acuerdos estratégicos y reconstruir una matriz de valores e intereses compartidos, aportando estabilidad institucional.


    Sin embargo, la realidad actual está lejos de ese ideal. Muchos gobernadores dependen de las transferencias del gobierno central para llevar a cabo su gestión, incluso para cubrir salarios de la administración pública. Esta centralización del poder permite que la presidencia utilice estos fondos como herramienta política, castigando a jurisdicciones opositoras con recortes más severos o beneficiando a aliados estratégicos, especialmente en períodos electorales.


    Aunque se proclama federal, el país está partido por las profundas desigualdades económicas entre las que obedecen a factores tanto geográficos como históricos. Esta disparidad ha generado un desequilibrio en la relación entre los gobiernos nacional y provinciales. Si bien el gobierno central suele tener la “sartén por el mango”, las provincias no son homogéneas; algunas son ricas, y otras, pobres. La diversidad en recursos, niveles de desarrollo y población coloca a ciertas provincias en una posición más ventajosa para negociar.


    Profunda desigualdad territorial


    En la Argentina, la profunda desigualdad territorial es un rasgo estructural destacado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) en sus informes: “Uno de los rasgos estructurales de la Argentina […] es su profunda desigualdad territorial”.1 Este fenómeno tiene raíces históricas y ha persistido a lo largo de diversos modelos de desarrollo que no han logrado alterar la concentración geográfica predominante.


    Esta concentración se observa, en primer lugar, en la actividad productiva. Las cuatro jurisdicciones que más aportan al producto bruto interno (PBI) del país —CABA y las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe— representan apenas el 22% del territorio nacional, pero albergan al 62% de la población y generan aproximadamente el 70% del valor agregado bruto del país. Además, estas jurisdicciones originan el 72% de las exportaciones, el 78% de la producción manufacturera y concentran el 81% de los depósitos y préstamos del sistema bancario. Esta disparidad se refleja en el PBI per cápita; el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por ejemplo, es seis veces más alto que el de Formosa.


    El empleo industrial registrado también muestra una asimetría significativa; el 80% de los puestos se encuentra en las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe y en CABA, y va de la mano con la aglutinación poblacional. En contraste, en provincias como Catamarca, Chaco, Formosa, Jujuy, La Rioja y Santiago del Estero, el empleo público supera al privado, reflejando la debilidad de las economías locales. Además, los salarios de la ciudad de Buenos Aires duplican los de las provincias del norte argentino.


    En términos de pobreza, los contrastes son igualmente marcados. Promediando los últimos cuatro años, el 41,8% de la población del país vive bajo la línea de pobreza. Sin embargo, en provincias como Formosa (58%), Chaco (48,6%), Santiago del Estero (48%) y Entre Ríos (47%), los índices son significativamente más altos, mientras que en aglomerados como CABA (18,5%) y Tierra del Fuego (32%), mucho más bajos.


    La región centro de la Argentina, a pesar de concentrar las actividades de mayor productividad y complejidad económica, enfrenta desafíos significativos como la congestión urbana, la pobreza y la informalidad laboral. Esto se debe, en parte, a los flujos migratorios provenientes de las regiones norteñas, las más desfavorecidas del país, y en menor medida a los de las provincias del sur. Estas dinámicas migratorias responden a la desigualdad en el acceso a derechos económicos, sociales y culturales, estrechamente vinculada con la concentración de actividades de alta productividad en el centro.


    Según Abeles y Villafañe (2022), las provincias del norte han sido históricamente las más perjudicadas:


     


    De primacía agraria y baja densidad poblacional, se trata de la región con mayor proporción de población rural (19%, frente al 9% del total del país), con menor espacio fiscal (cuenta con la mitad de los recursos tributarios propios por habitante que el promedio nacional), con déficits de infraestructura de gran magnitud y donde se observan los mayores coeficientes de incidencia de la pobreza monetaria y las necesidades básicas insatisfechas [NBI].2


     


    Cuando un niño nace, ni siquiera está en pie de igualdad respecto de la posibilidad de resguardarse bajo un techo; CABA y las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe concentran el 64,25% de las viviendas del país, según el Censo 2022, mientras que el 35,75% restante se reparte entre las otras veinte unidades gubernamentales del país. Esta distribución desigual está vinculada tanto a la despoblación en algunos territorios —por ejemplo, en La Rioja (140.000 viviendas) y en Santa Cruz (95.000)— como al hacinamiento provocado por la pobreza. A nivel nacional, el 24,7% de los hogares enfrenta condiciones de hacinamiento, pero las tasas más altas se registran en las regiones del nordeste (NEA) y noroeste (NOA), donde un bebé nacido en Formosa, Salta, Santiago del Estero o Chaco puede experimentar un hacinamiento crítico desde sus primeros años de vida.


    Si se considera el acceso a servicios básicos, el panorama en la Argentina es marcadamente desigual. Por ejemplo, aunque el agua corriente llega al 85,4% de las viviendas en el ámbito nacional, las diferencias regionales son notorias. En Chaco, el 22,9% de los hogares no tiene acceso a agua potable, mientras que en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se reduce esta cifra al 1,8%. En Formosa, el 21,9% de las viviendas carece de agua corriente, en comparación con el 3,7% en Chubut. Una situación similar se observa en el acceso a servicios de cloacas; a nivel nacional, el 37,4% de las viviendas no cuenta con este servicio, pero en Misiones y Santiago del Estero se disparan estas cifras al 73,4 y 71,3%, respectivamente.


    La disparidad también es evidente en la red de gas. En el ámbito nacional, este servicio alcanza al 58,4% de los hogares (Censo 2022). Sin embargo, mientras que en CABA el 94% de las viviendas está conectada a la red de gas, en provincias como Corrientes, Chaco, Formosa y Misiones prácticamente no existe este servicio. En Catamarca, La Rioja y Santiago del Estero, el acceso no supera el 30%.


    En cuanto a la atención de salud, el citado informe muestra que la brecha geográfica es significativa. En Formosa, solo el 45% de la población cuenta con cobertura médica mediante una obra social provincial (OSP) o nacional (OSN), o un seguro privado de salud (medicina “prepaga”). En CABA, esta proporción supera el 100%, alcanzando el 129%, lo que refleja duplicaciones en la cobertura por subsistemas de seguridad social o del sector privado. Además, la mortalidad infantil, aunque ha disminuido en las últimas décadas, sigue evidenciando desigualdades. El promedio nacional fue de 8,4 muertes por cada 1000 nacidos vivos en 2020, pero la región norte registró una media de 10,4 en 2021, duplicando en algunas provincias los valores de las jurisdicciones con menor tasa de mortalidad infantil.


    El ámbito educativo no está exento de estas desigualdades. Según datos del último censo, el nivel educativo promedio en CABA es de 13,2 años, mientras que en Santiago del Estero es de 9,7, y en Misiones, de 9,8. Asimismo, el 83,8% de los estudiantes de CABA y el 76,9% de los de Buenos Aires termina la secundaria, frente al 49,1% en Santiago del Estero, el 51,1% en Misiones y el 53,3% en Chaco.


    Con respecto a los diferenciales de calidad educativa, puede seguirse el índice de resultados escolares de primaria publicado por el Observatorio Argentinos por la Educación,3 basado en las pruebas Aprender 2023. De acuerdo con este índice —que mide la cantidad de alumnos por cada 100 que iniciaron primer grado al principio de la cohorte, que llegan al sexto año de escolaridad en el tiempo teórico esperado y con resultados adecuados—, se muestra que a nivel nacional solo el 45% de los alumnos finaliza la primaria en el tiempo estipulado y con aprendizajes satisfactorios en lengua y matemática. Las brechas regionales son significativas; en CABA, este indicador alcanza el 61%, y en Córdoba, el 57%, mientras que en San Juan y Catamarca es del 34%, y en Chaco, apenas del 30%.


    Los organismos encargados de analizar la calidad de vida en las ciudades evalúan factores como el clima social, político y económico, el servicio médico, el nivel educativo, el transporte público y el acceso a bienes de consumo, recreación y vivienda. En 2023, Buenos Aires ocupó el puesto 100 en el ranking mundial de ciudades con mayor calidad de vida, superada solo por Montevideo en Latinoamérica. Sin embargo, estos informes internacionales no consideran datos específicos en el resto del país ni en las distintas zonas dentro de cada ciudad, lo que cambia significativamente el panorama.


    Un mapa elaborado por investigadores del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet)4 señala que la Patagonia es la región argentina con mayor calidad de vida, en contraste con el norte del país, donde predominan los índices bajos. Incluso en áreas que suelen destacarse por su bienestar, como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, existen zonas cuya realidad contradice esta tendencia general.5


    En sintonía con estos hallazgos, un informe realizado por los geógrafos Guillermo Velázquez y Gabriela Mesaros analiza la calidad de vida en 525 unidades administrativas de la Argentina, calificándolas en una escala del 1 al 10.6 El barrio de Recoleta (Comuna 2 de CABA) lidera el ranking nacional, pero a pocos kilómetros, la Comuna 8 de la misma ciudad —que incluye los barrios de Villa Lugano, Soldati y Riachuelo— ocupa el puesto 183 con 6,66 puntos. Más al sur, en el Gran Buenos Aires, el partido Presidente Perón se encuentra en el puesto 473 con 5,22 puntos.


    El informe de Velázquez y Mesaros también detalla diferencias regionales significativas en el país. En el nordeste (Formosa, Chaco, Corrientes y Misiones) se registran los niveles más bajos de calidad de vida. El noroeste, aunque muestra condiciones adversas en general, presenta mayor heterogeneidad; Salta y Jujuy se destacan con los mejores indicadores de la región, mientras que Santiago del Estero y Tucumán registran valores más bajos. En Cuyo y en la región pampeana, las condiciones son, en promedio, favorables, salvo en áreas periféricas. La Patagonia, si bien lidera con los mejores indicadores, también presenta contrastes; las zonas cordilleranas y las costeras superan a la meseta ganadera de Río Negro y Chubut.


    El hacinamiento es otro de los efectos de la transferencia poblacional y la inequitativa distribución de recursos. Hace setenta años que la población de CABA ronda los 3 millones de habitantes. Sin embargo, la población en villas y asentamientos similares se triplicó en los últimos treinta años, lo que refleja un empeoramiento generalizado de las condiciones de vida en una ciudad que concentra la mayor parte de las finanzas federales del país.


    A nivel nacional, 1,3 millones de personas viven en condiciones de hacinamiento crítico, una categoría definida por el Indec para los hogares donde residen más de tres por habitación. Esto representa casi un 5% de la población de los grandes centros urbanos. Además, un 8% habita cerca de basurales, y un 13% lo hace en zonas inundables. Además, el 40% de los habitantes en estos aglomerados no tiene acceso al gas de red, y el 35% carece de desagües cloacales.


    La situación del mundo laboral es otro de los factores que se entrelaza de manera directa. Según la Encuesta Permanente de Hogares (EPH), elaborada por el Indec, en el segundo trimestre de 2024 las mayores tasas de desocupación se concentraban en el Gran Resistencia (11%), Gran La Plata (9,9%) y Gran Buenos Aires (9,1%). La menor tasa se observó en la región de Cuyo (5,1%).


    En aglomerados de más de 500.000 habitantes, como los partidos del Gran Buenos Aires, Gran Córdoba, Gran Rosario, Gran Mendoza, Gran Tucumán o Gran Mar del Plata, la desocupación entre la población económicamente activa es del 7,9%. En contrapartida, en zonas con medio millón de habitantes o menos, la cifra se reduce a 5,7%.


    Persistente informalidad y espacio fiscal heterogéneo


    La relativa debilidad en materia de desarrollo productivo de algunas provincias tiene su correlato en bajas tasas de empleo y en una elevada incidencia de la informalidad laboral.


    Según los datos de la EPH, para el primer trimestre de 2024 el 35,6% de los asalariados era informal, pero en las provincias del norte este porcentaje alcanzaba a 43,8%, y en las del sur, solo 19,8%. Los aglomerados con mayor proporción de trabajadores sin descuento jubilatorio son Gran San Juan (47,9%), Formosa (47,9%), Gran Tucumán-Tafí Viejo (47,6%) y Gran Salta (47,4%), mientras que los de menor proporción son Ushuaia y Río Grande (15,9%), Neuquén-Plottier (18,7%) y Río Gallegos (19,4%).


    Además de la disparidad geográfica, la informalidad afecta mayormente a los jóvenes, que duplican la tasa de informalidad promedio; los trabajadores con menor nivel educativo, cuya tasa más que triplica la de nivel educativo alto; las mujeres, un 25% más alta que la de los hombres,7 y los deciles más bajos de ingreso, cinco veces superior a la de los deciles más altos.


    Sin embargo, el problema de la informalidad en el mercado laboral es más profundo y no se restringe solamente al segmento asalariado. El estudio de Salvia, Fachal y Robles (2018)8 permite contar con un panorama más completo al respecto, ya que en primer lugar agrega a los trabajadores no asalariados (patrones, profesionales o por cuenta propia), cuya participación varía entre regiones, que representan el 28,9% de los trabajadores en el GBA, el 34% en el norte, pero solo el 19,2% en la Patagonia. Según los autores:


     


    Mientras que en el caso de las jurisdicciones provinciales de la región patagónica la alta tasa de asalarización se asocia a la prevalencia de actividades energéticas y al mayor peso relativo del sector público, en las regiones del centro (Córdoba, Entre Ríos y Santa Fe) y NEA la menor incidencia de las ramas industriales y la mayor relevancia de actividades primarias dan cuenta de una mayor participación de empleos independientes.


     


    La particularidad de este segmento no asalariado, dentro del cual se encuentra la denominada “economía popular”, es que la “no registración” es mucho mayor que los asalariados. Mientras que en el total nacional el 63,5% de los trabajadores tiene empleo regulado —prevalecen las regulaciones laborales, impositivas y previsionales, los mecanismos sindicales o gremiales—, en el segmento de no asalariados ese empleo de calidad solo representa el 33,9%. Las diferencias regionales son significativas y replican lo mencionado anteriormente; en las provincias de la región pampeana, centro, GBA y Patagonia, el empleo regulado alcanza el 40% del total no asalariado, y en las regiones del NEA y el NOA esa relación es de 21,4 y 14,7%, respectivamente.


    Esto último explicita los problemas estructurales del fenómeno y, por lo tanto, la necesidad de contemplar en su solución no solo incentivos de reducción y simplificación de carga impositiva, sino ir más allá de lo fiscal.


    La estructura productiva determina en parte el espacio fiscal de cada jurisdicción y, por lo tanto, la posibilidad de la población de satisfacer las necesidades de bienes públicos. Con datos para 2023, se observa que los recursos propios per cápita (de las provincias) alcanzan el equivalente a veinte canastas básicas alimentarias (CBA) en CABA (14,1 en Neuquén y 13,7 en Tierra del Fuego), versus apenas 1,4 canastas en Corrientes (2 en Formosa y 1,7 en Santiago del Estero).


    Siguiendo con la clasificación utilizada por la CEPAL en el documento mencionado, se observa que las provincias del norte, en promedio, tienen recursos tributarios propios per cápita equivalentes a 2,9 CBA, mientras que las del centro tienen 5,8, y las del sur, 8,2. La brecha entre las del norte y las del sur es muy significativa (5,3 CBA). Por cada habitante, las provincias del sur recaudan por recursos tributarios propios (ingresos brutos, inmobiliario, automotor, entre otros) el triple que las del norte.


    Contemplando el régimen de coparticipación actual, las provincias del norte agregan, en términos per cápita, 10,41 CBA, pero las del sur suman más, 10,5 CBA; de esta forma, agrandan la brecha. De ahí que las transferencias sean claves en la gestión —y la negociación— política; las de coparticipación representan el 72% del total y se traducen en un promedio de más del 40% del total de los ingresos fiscales —y un 35% de las entradas por todo concepto— en la mayoría de las jurisdicciones. Para algunas (Formosa, La Rioja, Catamarca, Corrientes, Santiago del Estero, Jujuy, Chaco), la situación es más aguda; entre el 80 y el 90% de sus ingresos totales proviene de estas transferencias.


    Finalmente, la brecha se agrava al introducirse los recursos por regalías, que desde 1994, según la Constitución, son exclusivos de las provincias, beneficiando principalmente a las del sur.


    Considerando todos los ingresos (propios, transferencias y regalías), las provincias del sur disponen per cápita del doble de recursos que las del norte, mientras que las del centro tienen un 80% más que las del norte.


    La estructura productiva condiciona la capacidad fiscal de cada región, y la informalidad laboral profundiza estos problemas, ya que disminuye la generación de ingresos propios y, a la vez, aumenta la demanda de gasto público. Es esencial romper este círculo vicioso. Mejorar las condiciones del mercado laboral y diversificar la estructura productiva de cada región no solo es clave para mejorar la calidad de vida de los trabajadores y sus familias, sino también para fomentar un desarrollo productivo territorialmente equilibrado y armónico.
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    CAPÍTULO 2


     


    Las diferencias son de larga data


    Si bien la oposición entre federales y unitarios se ha repetido prácticamente desde la Revolución de Mayo hasta 1825, las guerras de la independencia mantuvieron la tensión entre las perspectivas federal y centralista, que luego adoptarían distintas formas a lo largo de la historia argentina. En los orígenes de la nación, sin embargo, la contienda principal era contra la metrópolis colonial. Quién y cómo la reemplazaría implicaba una disputa por el poder con posibilidades de adoptar diversos enfoques.


    El enfrentamiento histórico entre las provincias y la ciudad de Buenos Aires comenzó cuando, tras quedar aislada de la vía comercial del Alto Perú, la región norte pasó a depender del Río de la Plata. Sin embargo, antes de ese desenlace —determinado por las estrategias trazadas en las guerras latinoamericanas por la independencia—, las provincias mantenían una posición distinta. De algún modo, las perspectivas sobre el federalismo de finales del siglo XX se inspiraron en ese pasado para imaginar cómo podrían ser las cuestiones a la hora de reformar la Constitución en 1994.


    Desde el Reglamento de Libre Comercio de la colonia, el puerto se mantuvo conectado con las corrientes económicas mundiales. Como dedos que convergen en la palma de una mano, los caminos llevaban inevitablemente a la aduana porteña. Esto provocaba que las economías regionales sufrieran, ya que sus criterios territoriales dependían de las necesidades de exportación e importación de aquel puerto. Demasiadas veces la prosperidad de la ciudad significaba devastación para el interior.


    Durante los años revolucionarios, además, el comercio con Gran Bretaña resultó indispensable para financiar la guerra contra España, lo que impidió el desarrollo de la industria nacional. Según señala Pacho O’Donnell (2008),1 en los años posteriores a la Revolución de Mayo, la libre importación competía de manera ruinosa con la producción local. Por ejemplo, un poncho inglés costaba tres pesos, mientras que uno de telar criollo valía siete. Lo mismo sucedía con el algodón, las herramientas y la vajilla. Estas disparidades dificultaban la producción y el consumo internos en cada jurisdicción. Hacía falta una política de protección que equilibrara el comercio interno mediante impuestos adecuados y regulaciones sobre el tránsito por los ríos interiores, restaurando así la unidad territorial. Sin embargo, los recursos de Buenos Aires provenían de la aduana, y su rol como vía comercial imprescindible prometía riquezas y ventajas políticas que no podían ser fácilmente abandonadas.


    La interconectividad, ayer y hoy


    El debate entre centralización y descentralización persiste desde el siglo XVIII. Conviene recordar cómo esta cuestión preocupó a los fundadores de la nación, en especial a Manuel Belgrano. Formado bajo las ideas revolucionarias que transformaron Europa a finales de ese siglo —y que cambiaron las pautas económicas, sociales, técnicas y científicas, es decir, políticas en su conjunto—, Belgrano se destacó por unir pensamiento y acción, entregando su destino personal al proyecto del país naciente.


    En 1794, Manuel Belgrano regresó a Buenos Aires decidido a llevar a la práctica esas ideas progresistas. Su principal interés era trabajar en beneficio de todas y cada una de las provincias del Virreinato del Río de la Plata. Para ello, se dedicó a estudiar el interior del territorio. En el Correo del Comercio, semanario que fundó a fines de 1809, escribió:


     


    Nada más importante que tener un conocimiento exacto de la riqueza y fuerza de los Estados; este es el objeto de la ciencia estadística, y su fin para proceder con acierto en todas las disposiciones que se dirijan al orden económico a efecto de fomentar la agricultura, animar la industria y proteger el comercio, como que son los arcos torales de la felicidad pública.2


     


    El 12 de mayo de 1810, pocos días antes de la Revolución de Mayo y del surgimiento del primer gobierno patrio, Belgrano publicó una extensa nota sobre la provincia de Salta, que sintetizaba su visión unificadora. Luego de describir su emplazamiento y clima, aseveró: “La hacen adecuada para todo género de industria en los tres reinos: animal, vegetal y mineral”.3 Como en sus estudios sobre otras provincias, detalló las riquezas naturales de Salta, las posibilidades de explotación y los beneficios económicos potenciales. También analizó el estado del comercio terrestre, concluyendo que este podría incrementarse si se aprovechara la navegabilidad del río Bermejo.


    Sus palabras, cargadas de visión y propósito, resuenan aún hoy como certezas atemporales:


     


    El amor a la patria y nuestras obligaciones exigen de nosotros que dirijamos nuestros cuidados y erogaciones a los objetos importantes de la agricultura e industria, por medio del comercio interno, para enriquecerse, enriqueciendo la patria. […] Solo el comercio interior es capaz de proporcionar valor a los predichos objetos, aumentando los capitales, y con ellos el fondo de la nación, porque buscando y facilitando los medios de darles consumo, los mantiene en un precio ventajoso, así para el creador, digámoslo así, como para el consumidor. De ello resulta el aumento de los trabajos útiles, en seguida la abundancia, la comodidad y la población como una consecuencia forzosa.4


     


    No es casualidad que la red ferroviaria más extensa de la República Argentina lleve su nombre. El Ferrocarril General Belgrano conecta Buenos Aires con el norte del país, atravesando catorce provincias. Su recorrido es fundamental para el desarrollo económico de las regiones del noroeste y noreste argentino.


    “Los frutos de la tierra sin industria no tendrán valor; si la agricultura se descuida, los conductos del comercio quedarán atajados”, sostuvo Belgrano, conocedor de la interdependencia entre la agricultura, la industria y el comercio como bases del progreso. Para ello, consideraba fundamental la conectividad territorial y el esfuerzo conjunto de todos los sectores productivos.


    Por su parte, Domingo Faustino Sarmiento, en 1850, propuso en Argirópolis5 que la isla Martín García representaba un punto de unión entre la Confederación Argentina, el Estado Oriental del Uruguay y Paraguay. Según su visión, esta estrategia garantizaría el progreso y la pacificación frente a los enfrentamientos entre unitarios y federales.


    En la edición de 1858 de “Bases y puntos de partida para la organización política de la República Argentina”,6 Juan Bautista Alberdi revisó su postura sobre la capitalización de Buenos Aires, que por entonces estaba separada del resto de las provincias. Reconoció que esa opinión “estaba fundada en algunos hechos históricos y en preocupaciones, que han cambiado y que se han desvanecido más tarde”. En ese contexto, Alberdi enfatizó que la institución de un gobierno nacional venía necesariamente a eliminar el monopolio de ventajas que Buenos Aires mantenía: “Porque un gobierno nacional significa el ejercicio de poderes y la administración de rentas, hecho conjuntivamente por las catorce provincias que componen la República Argentina”.


    En noviembre de 1880, Leandro N. Alem, en su discurso como diputado por la provincia de Buenos Aires, expresó su oposición a la centralización del poder:


     


    Tendrá a su disposición mayor cantidad de elementos, pero la fuerza de estos se debilitará paulatinamente, porque así se debilita su propia iniciativa y actividad, que es el impulso verdadero del progreso. La centralización, atrayendo a un punto dado los elementos más eficaces, toda la vitalidad de la República, debilitará necesariamente las otras localidades […].7


     


    Décadas más tarde, Ezequiel Martínez Estrada abordó el problema del centralismo porteño en su obra La cabeza de Goliat (1940).8 En 19559 sugirió al presidente de facto Pedro Eugenio Aramburu trasladar la Capital Federal a Bahía Blanca, un anticipo ilustre del proyecto que Raúl Alfonsín presentaría, sin éxito, una vez recuperada la democracia.


    A lo largo de la historia, los grandes intelectuales del país han señalado la hiperconcentración del poder como uno de los principales males argentinos: poder político, económico, cultural y, en consecuencia, demográfico. Esta situación atraviesa transversalmente la realidad de la sociedad argentina al continuar con un absurdo y asimétrico ordenamiento territorial. Aunque el federalismo fue adoptado constitucionalmente como forma de Estado para descentralizar el poder, en la práctica se impuso un proyecto unitario que concentró las decisiones en el puerto de Buenos Aires, desoyendo las autonomías provinciales y municipales.


    El intento de las provincias


    También había un trasfondo de filosofía política; el centralismo —que daría origen al partido unitario— tenía como modelo a Francia, un Estado en el cual la nación preexistía a las provincias, concebidas como meras prefecturas internas sin autonomía frente al poder central. En cambio, el federalismo —que cristalizaría en la Liga de los Pueblos Libres, de José Artigas, y en el Partido Federal, de Manuel Dorrego en Buenos Aires— se inspiraba en un modelo del continente americano, otra nación creada a partir de la independencia de las colonias, los Estados Unidos.


    Varios episodios históricos se convirtieron en hitos de esta oposición entre dos modelos de país dentro de un mismo territorio, una disputa que perdura hasta hoy. Uno de ellos fue el fracaso de la Asamblea del Año XIII, convocada para proclamar la independencia de España y redactar una Constitución para “el Estado denominado Provincias Unidas del Río de la Plata”. La Asamblea rechazó a los delegados de Artigas,10 alegando informalidades en su elección.


    “Cada provincia formará su gobierno”, además del nacional, que solo entendería “en los negocios generales del Estado”, proponían los artiguistas. La Provincia Oriental se comprometía a la defensa común con las otras provincias, pero retenía “su soberanía, libertad e independencia” y redactaría su propia “Constitución territorial”, que le daría “derecho a levantar los regimientos” necesarios. Demandaban también la habilitación de los puertos de Maldonado y Colonia y, sobre todo, que la capital nacional “precisa e indispensablemente” se estableciera “fuera de Buenos Aires”. Es decir que la ciudad quedara separada de los recursos generados por su aduana.


    Tras otros intentos fallidos de acuerdo, los cabildos de varias provincias insistieron en su autonomía frente a Buenos Aires. El Congreso de 1816, que declaró la independencia de las Provincias Unidas, reunió a representantes de Buenos Aires, Tucumán, Mendoza, San Juan, Catamarca, Salta, La Rioja, Córdoba y Santa Fe. Sin embargo, su foco estuvo en definir la forma de gobierno, y los delegados porteños insistieron en la redacción de la Constitución de 1819. Este documento, rechazado por su carácter centralista, nunca llegó a aplicarse.


    En ese contexto, en 1819, la Gazeta de Buenos Ayres publicó con escándalo:


     


    Los federalistas quieren no solo que Buenos Aires no sea la capital, sino que, como perteneciente a todos los pueblos, divida con ellos el armamento, los derechos de aduana y demás rentas generales; en una palabra, que se establezca una igualdad física entre Buenos Aires y las demás provincias, corrigiendo los consejos de la naturaleza que nos ha dado un puerto y unos campos, un clima y otras circunstancias que le han hecho físicamente superior a otros pueblos.11


     


    El conflicto entre centralismo y federalismo continuaba perfilándose como un eje estructural en la política argentina. Ese año la provincia de Buenos Aires concentraba 125.000 habitantes, seguida por Córdoba con 75.000 y Salta con 50.000. Cinco años más tarde, los ingresos fiscales de Buenos Aires ascendían a casi 2,6 millones de pesos, de los cuales 2 millones provenían directamente de la aduana.12 En contraste, Córdoba apenas superaba los 70.000 pesos y Tucumán, con 22.115, no alcanzaba a cubrir las dos terceras partes de sus gastos.13


    En el Congreso Constituyente de 1824, los representantes porteños introdujeron el concepto de “unidad de régimen”, renovando así la identidad de los antiguos centralistas que serían unitarios. Este cambio de etiqueta no alteró su ideario: Buenos Aires debía ser la sede de un gobierno nacional con autoridad sobre las jurisdicciones locales. Desde su perspectiva, ninguna otra provincia, fragmentada en distintas identidades y liderada por caudillos, contaba con las capacidades del gran puerto y la experiencia administrativa acumulada desde la colonia.


    Los unitarios pretendían el libre comercio, que llenaría las arcas de la aduana y consolidaría la posición de los sectores ya poderosos de Buenos Aires. Por su parte, los federales tenían demandas específicas según la región; las provincias del litoral pedían que se les devolviera la navegación de sus ríos interiores, mientras que las del interior buscaban un modelo proteccionista que incentivara su crecimiento económico y consolidara su autonomía política.


    La ley de presidencia del Congreso habilitó el ascenso de Bernardino Rivadavia, y la Constitución de 1826 adoptó la forma de gobierno unitaria. Sin embargo, en la mayoría de los gobiernos provinciales —seis de ellos abogaban por un modelo federal— quedaron descontentos, y las disputas se sucedieron.


    Uno de los episodios más emblemáticos de este conflicto fue la nacionalización de las minas. Rivadavia autorizó a la firma británica River Plate Mining Association, de cuyo directorio formaba parte, a explorar y explotar recursos mineros. Facundo Quiroga, líder de La Rioja, se negó a permitir que la empresa accediera a Famatina.


    La concepción federal también tenía adherentes en la provincia de Buenos Aires. Manuel Dorrego, el dirigente porteño más destacado entre ellos, entusiasmó a los perjudicados por la guerra —con el Brasil, en ese momento— y la política económica librecambista basada en los recursos del puerto, desde El Tribuno, el periódico en el que escribía contra la posición centralista.


    En su rol de diputado del Congreso de 1826, se expidió sobre el texto del artículo 6 de la Constitución en debate, que trataba la suspensión de la ciudadanía y determinaba quiénes no podían votar:


     


    He aquí la aristocracia, la más terrible, porque es la aristocracia del dinero […]. Échese la vista sobre nuestro país pobre: véase qué proporción hay entre domésticos y asalariados y jornaleros y las demás clases, y se advertirá quiénes van a tomar parte en las elecciones. Excluyéndose las clases que se expresan en el artículo, es una pequeñísima parte del país, tal vez no exceda de la vigésima parte […]. ¿Es posible esto en un país republicano?14


     


    Y señalando a la bancada unitaria, añadió: “He aquí la aristocracia del dinero, y si esto es así, podría ponerse en giro la suerte del país”.15


    Si bien la amenaza al poder y la influencia de los caudillos provinciales se canalizó como oposición a las propuestas unitarias, el gobernador Dorrego fue derrocado por las armas y fusilado. Juan Manuel de Rosas asumió entonces la jefatura del federalismo porteño y manejó con gran habilidad política los deseos de clases sociales enfrentadas en la mayoría de las provincias, incluida Buenos Aires, al preservar el derecho a las rentas aduaneras.


    Durante su segundo mandato, Rosas consolidó una economía proteccionista mediante pactos entre las provincias. Sin embargo, las cifras de 1836 reflejaban la continuidad de la desigualdad; los ingresos de Buenos Aires ascendieron a 4,8 millones de pesos (3 millones provenientes de la aduana), mientras que Córdoba registró apenas 67.000, y Tucumán, 21.000.16


    Esta disparidad, que marcó la etapa preformativa de la nación, resultó en una constante resignación de recursos y oportunidades por parte del interior a favor de Buenos Aires. Este desequilibrio alimentó seis décadas de luchas internas, con una geografía política dividida según la influencia de los caudillos. Tal como describe O’Donnell, estos líderes encarnaron el signo de su época:


     


    La oposición más o menos organizada de algunas provincias contra la obsesión porteña por enviar ejércitos que las sujetaran, por entronizar príncipes extranjeros, por dictar reglamentos y constituciones cuyo objetivo era fortalecer el privilegio de Buenos Aires y privar a los pueblos del interior de alguna justa participación en los beneficios del puerto y su aduana. Fueron opositores de la indiferencia frente al perjuicio que el libre comercio y la introducción sin recargos de mercadería industrializada en países europeos producía en las rústicas economías provinciales […].17


    El puerto como sol del sistema


    Aun después de la sanción de la Constitución de 1853, la negativa de Buenos Aires a integrarse plenamente al orden federal generó conflictos. Durante la organización nacional se sucedieron levantamientos federales, como los liderados por Ángel Vicente “Chacho” Peñaloza y Felipe Varela. En 1880, un último conflicto entre el presidente Nicolás Avellaneda y el gobernador Carlos Tejedor llevó al punto culminante una discusión sobre la capitalidad de Buenos Aires, que finalmente fue consagrada como Capital Federal por el Congreso.


    La concentración de poder político y económico profundizó las huellas históricas; el proyecto político quedó vinculado a los intereses de los grandes sectores agroexportadores, y el puerto de Buenos Aires continuó siendo el sol del sistema.


    En 1869, año del primer censo de población, la región metropolitana (actuales CABA y GBA) concentraba el 12% de la población del país, mientras que la región centro (interior de Buenos Aires, Córdoba, Santa Fe, Entre Ríos y La Pampa) albergaba al 50%. El norte reunía al 37%, y el sur, apenas al 1%.


    Para el censo de 1914, tras la ola inmigratoria internacional, la región metropolitana contenía al 26% de la población (+14 puntos respecto de 1869). La región centro ganó 5 puntos porcentuales y alcanzó el 54%, mientras que el norte perdió 18 puntos, quedando en el 19%. El sur se mantuvo en 1%.


    Con el auge de las migraciones internas, la región metropolitana llegó en 1970 a su pico con el 36% (+10 puntos respecto de 1914). La región centro experimentó la mayor pérdida, descendiendo al 43% (–11 puntos), mientras que el norte disminuyó al 18% (–1 punto) y el sur creció hasta el 3% (+2 puntos).


    En las últimas décadas, la distribución poblacional se ha mantenido relativamente estable. “Los datos de los últimos tres censos muestran una tendencia a la estabilidad”, afirma en una entrevista el economista Rafael Rofman, del Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (CIPPEC). “En la Patagonia los números crecen, pero eso se debe a que empezó con muy poca población”.


    Los movimientos masivos que sucedieron hace medio siglo han dejado entonces a la población concentrada en el Gran Buenos Aires y en otras ciudades grandes, con cambios muy pequeños entre 1980 y 2010.


     


    Nadie migra porque sí. Es para vivir mejor. En eso hay que enfocarse: en ofrecer condiciones de vida mejores. Existen crisis y booms momentáneos, como lo fue la exportación de limón en Tucumán, que atrajo temporalmente población a esa provincia. Sin embargo, el proceso profundo consiste en generar condiciones de vida razonables, y eso es responsabilidad del Estado. No sirve una política demográfica enfocada en mover a la población, sino en cómo hacer que la gente viva mejor, esté donde esté.18


     


    Los dos grandes momentos de influjo poblacional hacia Buenos Aires, ocurridos entre fines del siglo XIX y mediados del XX, evidenciaron las graves consecuencias de ignorar las consideraciones geográficas propias de un federalismo auténtico.


    Con la inmigración ocurrida entre 1880 y 1900, llegaron al país 4 millones de europeos, de los cuales el 60% se radicó en Buenos Aires. Por entonces, la ciudad carecía de infraestructura para absorber a esa cantidad de habitantes. A comienzos del siglo XX, la población urbana superaba ampliamente a la rural, y muchos inmigrantes recurrieron al alquiler de cuartos en los tradicionales conventillos y en las casas chorizo como solución habitacional. Sin embargo, los aumentos sucesivos en el costo de los alquileres desataron una alta conflictividad social, que culminó en la huelga de inquilinos de 1907.


    El gobierno “federal” respondió a la crisis con medidas insuficientes y centralizadas. Por ley se creó la Comisión Nacional de Casas Baratas —promovida por el congresista Juan Cafferata—, con la expectativa de descongestionar los conventillos. En lugar de mejorar la situación, el resultado fue que casi el 25% del medio millón de habitantes de Buenos Aires terminó viviendo en casillas precarias de chapa, cartón o madera.


    La segunda ola migratoria, de carácter interno, se dio entre 1936 y 1947. Más de un millón de habitantes del interior del país migraron hacia las grandes ciudades —principalmente Buenos Aires, pero también Rosario, Santa Fe y Córdoba—, atraídos por las políticas de industrialización por sustitución de importaciones diseñadas para mitigar los efectos de la crisis global de 1929.


    Todas las coordenadas parecían alinearse; las industrias requerían gran cantidad de mano de obra y ofrecían mejores salarios, mientras que los avances tecnológicos en el campo (cosechadoras, tractores, camiones) sustituyeron el trabajo de los obreros rurales. Además, el sistema ferroviario, diseñado bajo el modelo agroexportador de fines del siglo XIX, conectaba las zonas rurales con el puerto de Buenos Aires, facilitando el traslado a la ciudad.


    El impacto de este fenómeno es evidente en los censos; entre 1895 y 2010, la población rural cayó del 58 al 8,97%, mientras que la urbana aumentó del 42 al 91,02%.


    Este cambio estructural en el territorio nacional, sumado a la falta de una implementación plena del federalismo, refuerza las desigualdades analizadas en el primer capítulo.


    Cuando el que gasta no es el que recauda


    El conflicto entre las provincias y una nación fuerte, que acaparó la aduana de Buenos Aires y las mantuvo como rehenes de las importaciones y exportaciones, se remonta a los primeros intentos de organización nacional y a las sucesivas formas de gobierno —triunviratos, juntas, directorios— que marcaron la primera mitad del siglo XIX.


    La derrota de Rosas en la Batalla de Caseros, en 1852, marcó el punto de partida hacia la organización del Estado nacional. Ese mismo año se convocó a un Congreso Constituyente en Santa Fe, que lograría reunirse por primera vez el 8 de enero de 1853. Unos meses después sancionó la Constitución de lo que se llamó la Confederación Argentina. Este documento fue aceptado el 9 de julio por las provincias de Catamarca, Córdoba, Corrientes, Entre Ríos, Jujuy, La Rioja, Mendoza, Salta, San Luis, San Juan, Santa Fe, Santiago del Estero y Tucumán. Sin embargo, Buenos Aires ingresó en la Confederación seis años después, en 1859.


    La Constitución de 1853 estableció el orden político del país como una república, aunque con una marcada preeminencia del Poder Ejecutivo sobre el Legislativo y el Judicial. Y si bien las provincias conservaron ciertas atribuciones, como la administración de sus instituciones locales, la recaudación tributaria quedó en manos del gobierno nacional, que percibía los impuestos al comercio exterior. Estos representaban, en esa época, cerca del 90% del ingreso fiscal total.


    No fue hasta 1890, con la caída relativa del comercio exterior frente a otras actividades económicas, que los impuestos al consumo y la producción comenzaron a ser recaudados de forma conjunta entre nación y provincias.


    El economista Alberto Porto (2003)19 caracteriza la etapa comprendida entre 1860 y 1935 como un período de “federalismo competitivo”. Según Porto:


     


    Desde el punto de vista del funcionamiento del federalismo fiscal: en el esquema vigente hasta comienzos de la década del treinta —con excepción de los ATN (aportes del Tesoro Nacional), de escasa significación cuantitativa—, cada provincia debía ajustar sus gastos a su restricción presupuestaria.


     


    Esto generó una gran disparidad territorial en la provisión de bienes públicos. Las provincias “ricas” podían financiar niveles de gasto público por habitante mucho más altos que las “pobres”. Ese era un resultado esperado dada la concentración de recursos en el gobierno nacional y la inexistencia de mecanismos de transferencia de fondos entre niveles de gobierno.


    A partir de 1934, el sistema tributario se modernizó con la incorporación de impuestos a los ingresos y a las ventas, lo que permitió la creación de los primeros regímenes de coparticipación. Así comenzó una etapa de “federalismo cooperativo”, en la que los gobiernos provinciales recibían el 17,5% de la distribución primaria de los recursos. Sin embargo, en 1943 se produjo el primer rompimiento de esta regla cuando el gobierno nacional se apropió de los incrementos en la recaudación del impuesto a los réditos.20


    Durante este período, las provincias gastaban el 24% del gasto consolidado, un porcentaje similar a su participación por la recaudación consolidada.


    Entre 1947 y 1958, con la provincialización de territorios nacionales, el número de provincias aumentó de 14 a 22, y su participación en la distribución primaria subió al 36%. Sin embargo, la inclusión de una cláusula que excluía de la masa coparticipable los impuestos internos destinados a inversiones y obras de interés nacional, junto con la apropiación de gravámenes tradicionalmente provinciales —como los relativos a la herencia—, profundizó el desbalance vertical. Mientras las provincias asumían el 22% del gasto consolidado, solo recibían el 15% de la recaudación.


    Según Porto, el régimen alcanzó una etapa de madurez a fines de 1972, con mejoras en la información de base y una mayor participación de las provincias en la distribución primaria (38%). No obstante, hubo retrocesos significativos durante el gobierno de facto de 1967-1968, cuando la nación se apropió coercitivamente de recursos que correspondían a las provincias. Y aunque estas aumentaron su participación en el gasto consolidado al 30%, la correspondiente a la recaudación se mantuvo en apenas un 19%, lo que amplió la brecha vertical al 12%.


    En 1973, la sanción de la ley 20.221 atribuyó a las provincias el 48,5% de la masa coparticipable, lo que, según Porto, “se gana en claridad, explicitación de objetivos, descripción adecuada de la cobertura del régimen y del método de cálculo de los prorrateadores y de las fuentes de datos a utilizar”, sin embargo “dejar una válvula de escape en la ley (el Fondo de Desarrollo en la ley 20.221) puede ser utilizado por el gobierno nacional para violar el espíritu de la misma”. Como consecuencia, entre 1973 y 1979, la brecha vertical federal se duplicó.


    Con la reforma tributaria de 1980 se redujo significativamente la masa coparticipable para destinar recursos a seguridad social y vivienda, mediante una precoparticipación sin límite, un antecedente de lo ocurrido luego en la década de 1990. Este cambio se intentó compensar con aportes del Tesoro Nacional (ATN), lo que desvirtuó el sistema, ya que estos superaron en magnitud cuantitativa los fondos del régimen de coparticipación, consolidando un modelo de federalismo coercitivo.21


    El 7 de enero de 1988 se sancionó la ley 23.548, que echó por tierra el uso de esas fórmulas y, en cambio, estableció ad hoc los porcentajes participativos de cada provincia. En el contexto de la crisis económica del gobierno de Raúl Alfonsín se estableció que el 42,34% de lo recaudado correspondería a la nación; el 54,66%, a las provincias, y el resto se distribuiría entre el Fondo de Aportes del Tesoro (1%) y la recuperación que se adjudicó a Buenos Aires (1,57%), Chubut (0,14%), Neuquén (0,14%) y Santa Cruz (0,14%).


    Los porcentajes y su distribución mostraban un gradual aumento del gasto provincial sin que existiera un incremento correlativo de sus ingresos coparticipables; la brecha vertical federal se amplió a 20 puntos, dado que las provincias ejecutaban el 34,4% del gasto consolidado, pero solo recaudaban el 14,6% del total.


    En la década de 1990, este desequilibrio se profundizó con la transferencia de servicios esenciales, como los de educación y salud, a las provincias, sin contrapartida financiera. Además, las precoparticipaciones se destinaron a financiar la seguridad social y el Fondo del Conurbano, mientras se limitaba el poder tributario de los gobiernos provinciales y municipales. Esta dinámica consolidó el rasgo más distintivo del federalismo fiscal argentino, una marcada concentración del ingreso en la nación (las provincias recaudaban el 16,5% del total) y una progresiva desconcentración del gasto (el provincial representaba el 45,6% del total).


    La tensión derivada del desbalance entre quienes recaudan y quienes ejecutan el gasto continuó en aumento. El déficit previsional y el incremento de la deuda externa —45.100 millones de dólares al finalizar la dictadura en 1983, 58.700 millones en 1989 tras el mandato de Alfonsín y 146.219 millones en 1999 al concluir la presidencia de Carlos Menem— golpearon severamente al fisco. Hasta 1992, los porcentajes estipulados por la ley 23.548 fueron reiteradamente violados, llevando la distribución primaria al 58% para el gobierno federal y el 42% para las provincias.


    Ante esta crisis, resultaba imprescindible una reforma que impulsara el desarrollo institucional de la Argentina. Poco después del Pacto de Olivos, acordado en 1993 entre el Partido Justicialista y la Unión Cívica Radical, ambas fuerzas políticas presentaron en la Cámara de Diputados un proyecto para declarar la necesidad de una reforma constitucional que contemplara dos aspectos clave de la crisis: fortalecer el federalismo mediante el aumento de las facultades provinciales y atenuar el régimen presidencialista.


    La Reforma Constitucional fue aprobada el 22 de agosto de 1994 en la ciudad de Santa Fe, permitió la creación de regiones “en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la nación y no afecten las facultades delegadas al gobierno federal” y estableció que cada provincia tuviera la propiedad originaria de los recursos naturales de su territorio.


    Además, impulsando la descentralización de la riqueza acumulada en la ciudad de Buenos Aires y en la búsqueda de un reparto más equitativo entre las provincias federales, fue incluido el régimen de coparticipación.


    Y nada más, quedó en texto de ley, en prescripción incumplida.


    Una política industrial corta y sesgada geográficamente


    Aunque el diseño institucional de la Argentina explicitó su carácter federal, reforzado por la reforma constitucional de 1994, la realidad contó una historia distinta. La ausencia de una política industrial federal y de largo plazo es un claro ejemplo de esta contradicción.


    Con ese panorama resultó difícil promover un crecimiento acelerado de las industrias dinámicas en todo el territorio, diversificar e incrementar las exportaciones, integrar los perfiles industriales y lograr una redistribución permanente del ingreso.


    Un repaso histórico permite comprender las políticas industriales aplicadas en el país durante el siglo XX.22


    Durante la década de 1920, la Argentina inició una etapa de crecimiento industrial, impulsado principalmente por la inversión extranjera y una importante transformación de los métodos de producción.


    Sin embargo, la crisis mundial provocada por el crac de 1929 afectó gravemente la economía local basada en el modelo agroexportador, y el freno a las importaciones condujo a la necesidad del desarrollo de industrias locales, concentradas sobre todo en la producción de bienes de consumo esenciales.


    En 1933 comenzó un proceso de recuperación y crecimiento de la industria, favorecido por importantes inversiones extranjeras y nacionales, convirtiéndose en uno de los sectores impulsores del desarrollo económico del país.


    El Estado, por su parte, adoptó medidas proteccionistas y de estímulo de la producción, entre las que se destacan el control de cambios, la creación de juntas reguladoras para la protección de los distintos sectores productivos y la creación en 1935 del Banco Central de la República Argentina (BCRA).


    A partir de 1933 se inicia en el país una etapa de crecimiento, acompañada por el financiamiento extranjero que trajo nuevas oportunidades para la industria.


    Ahora bien, más allá de ciertas excepciones relacionadas con algunas industrias del interior (azúcar, tabaco, yerba mate, vino) —como destaca Mario Rapoport—, el Gran Buenos Aires se consolidó como el centro de la localización industrial, por varios motivos:


     


    
      	Existencia de un mercado numeroso, concentrado y con buen poder adquisitivo.


      	Abundancia de mano de obra.


      	Fácil acceso desde el interior a través del ferrocarril y al exterior por el puerto.


      	Presencia de una gran infraestructura.

    


     


    Por su parte, el economista Alejandro Bunge23 habló de un “país abanico”, desarrollado a espaldas del interior, destacando que alrededor del 20% del territorio, en un radio de 580 kilómetros de la Capital Federal, concentraba:


     


    
      	El 67% de la población.


      	El 87% de la superficie sembrada.


      	El 67% del ganado.


      	El 54% de las líneas férreas.


      	El 71% de las líneas telefónicas.


      	El 79% de los automóviles.


      	El 78% de las inversiones en industrias manufactureras.

    


     


    La Segunda Guerra Mundial (1939-1945) provocó la caída de las importaciones; en ese contexto, las carencias existentes en los mercados internacionales posibilitaron la exportación de productos manufacturados.


    A mediados de 1940, ante la licencia por enfermedad del presidente Roberto M. Ortiz, asumió Ramón Castillo, y en noviembre, su ministro de Hacienda, Federico Pinedo, presentó un plan de reactivación económica.


     


    Considerado por algunos como el primer proyecto formal de industrialización de la Argentina y por otros como una especie de New Deal local, el plan explicitaba la necesidad de proteger y desarrollar, con ciertas limitaciones, la industria nacional y sostenía la idea de un incremento de la demanda interna como base para reactivar el aparato productivo. Para ello, planteaba una reforma financiera que permitiera implementar un régimen crediticio especial para el sector industrial y para la construcción de viviendas populares.24


     


    Si bien el “Plan Pinedo” no se aprobó en el Congreso, contribuyó a poner en relieve la importancia del abordaje de las problemáticas del sector industrial.


    En 1944 se buscó fomentar sectores considerados estratégicos y se promulgaron leyes para la promoción industrial. Con tal fin, se creó el Banco de Crédito Industrial25 y se estableció una serie de exenciones impositivas y subsidios para empresas de “interés nacional”.26


    Aquellas eran, conforme el decreto de “Protección y Promoción a las Industrias de Interés Nacional”:


     


    a) Las que empleen exclusivamente materia prima nacional y cuya producción esté destinada a abastecer el mercado interno, y b) Las que utilizando parcial o totalmente materias primas o artículos semielaborados de procedencia extranjera produzcan artículos de primera necesidad o que interesen a la defensa nacional.27


     


    En 1946 se dispuso la nacionalización del Banco Central y la creación del Instituto Argentino de Promoción del Intercambio (IAPI),28 que fue disuelto en 1955. Este último tenía como objetivo el financiamiento de actividades productivas, la regulación del comercio exterior, la intervención en la economía mediante la fijación de precios de productos esenciales y la comercialización mediante su compra y venta al exterior.


    Durante los primeros gobiernos de Juan Domingo Perón se implementó una política de sustitución de importaciones, cuyo objetivo era expandir la manufactura local y fortalecer el mercado interno. Posteriormente se propulsó un mayor intervencionismo estatal y un aumento equilibrado de las importaciones. En ese sentido, la Ley de Inversiones Extranjeras estableció beneficios a los capitales provenientes del exterior que se incorporaran al país para invertir en la industria y la minería, promoviendo la instalación de nuevas plantas o la expansión de las existentes mediante su perfeccionamiento técnico.29


    El derrocamiento de Perón en 1955 se atribuye a una combinación de factores políticos, económicos y sociales. Durante la Revolución Libertadora se disolvió el IAPI y se eliminaron las restricciones al comercio internacional. Aunque el plan económico tenía como objetivo principal reducir el déficit de la balanza de pagos, las importaciones crecieron más que las exportaciones, que se mantuvieron prácticamente estables en comparación con el período anterior. Las medidas adoptadas impactaron de manera negativa en el sector industrial, especialmente en la producción sustitutiva, sin lograr diversificar la matriz exportadora en ese período.


    La presidencia de Arturo Frondizi en 1958 se distinguió por su política desarrollista. Frondizi no solo profundizó la sustitución de importaciones, sino que también fomentó la instalación de industrias para productos nuevos. Según esta corriente:


     


    El desarrollo debía comenzar por las industrias de bases, para evitar la dependencia de los insumos y maquinarias importadas y sortear el intercambio desigual que entrañaba el trueque de productos locales de bajo valor agregado contra productos de alto valor agregado importados.30


     


    También se promovió la instalación de empresas automotrices, se inauguró la planta de la Sociedad Mixta Siderúrgica Argentina (Somisa) en San Nicolás, creada en 1947, y se continuó con el desarrollo de la industria siderúrgica y de maquinaria agrícola, entre otras medidas.


    La Ley de Promoción Industrial de 195831 determinó que la incorporación de capital extranjero podía realizarse en forma de divisas, máquinas, equipos, instalaciones, repuestos, materias primas y otras modalidades. Según la ley, el ingreso de los capitales extranjeros requería previa autorización del Poder Ejecutivo, condicionada a que las actividades productivas a crearse, expandir y/o perfeccionar, proporcionaran suficientes garantías técnico-económicas y contribuyeran directa o indirectamente a sustituir importaciones, incrementar las exportaciones o promover aquellos desarrollos conducentes a un racional y armónico crecimiento de la economía nacional. Asimismo, para impulsar las inversiones básicas en actividades industriales y de producción, el Poder Ejecutivo podía acordar medidas autorizadas por las leyes vigentes, con relación a derechos aduaneros, régimen impositivo o cambiario, tratamiento crediticio e inclusión de inversiones en el régimen más favorable de fomento y defensa de la industria.


    En 1961 se creó el Consejo Nacional de Desarrollo (Conade) como organismo técnico de la Presidencia de la Nación, encargado de coordinar y realizar estudios para la formulación de programas de desarrollo nacional, además de asesorar al gobierno en esta materia.


    Tras la caída de Frondizi en 1962, la inestabilidad económica y la falta de inversión afectaron la industria. Con la llegada de Arturo Illia al poder en 1963, las políticas implementadas fortalecieron el sector industrial y favorecieron el aumento de las exportaciones en rubros como el automotriz y el metalúrgico.


    En su mensaje de apertura de sesiones del Congreso en 1964, Illia expresó:


     


    […] contribuirá al mejoramiento de las condiciones para la colocación de nuestros productos, la diversificación geográfica del intercambio. Por ello comerciaremos con todo el mundo conforme las reglas del juego que hagan viables relaciones competitivas y una creciente multilateralidad en el régimen de pagos. Durante los próximos años hay que prever una expansión en las importaciones, como requerimiento del plan de desarrollo, y al mismo tiempo será necesario hacer frente a los fuertes pagos por servicios de la deuda externa […]. Por estas razones, es imprescindible programar el uso de las divisas y asegurar que ellas, tanto las provenientes de nuestras exportaciones como las que ingresen en forma de créditos extranjeros, no se malogren en alimentar la fuga de capitales y la especulación. […] Hemos invitado a nuestros acreedores a participar con nosotros en el financiamiento de un programa de desarrollo que es de interés mutuo.32


     


    Por otra parte, se encomendó al Conade la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo 1965-1969. Aunque no se implementó en su totalidad, el plan destacó la necesidad de promover la industria, entre otros sectores, como motor del crecimiento económico.


    Con el golpe de Estado de la denominada “Revolución Argentina” (1966-1973), que derrocó al gobierno constitucional de Arturo Illia, se inició un período caracterizado por el predominio de inversiones de capital extranjero y un proceso de concentración económica.


    En diciembre de 1973, durante el tercer mandato presidencial de Juan Domingo Perón, el ministro de Economía, José Gelbard, presentó el Plan Trienal para la Reconstrucción y la Liberación Nacional.33 Este texto reconocía como antecedentes:


     


    
      	La fijación de precios máximos para ciertos productos alimenticios.


      	El Acta de Compromiso Nacional, suscripta el 8 de junio entre la Confederación General del Trabajo, la Confederación General Económica y el gobierno nacional, cuyas aspiraciones se sintetizaron en la justa distribución del ingreso, la eliminación de la marginalidad social, de la desocupación y del subempleo, el mejoramiento de la distribución regional del ingreso, el control del proceso inflacionario y de la fuga de capitales.


      	Un conjunto de leyes orientadas al planeamiento y la transformación estructural a largo plazo.34


      	El Plan Nacional de Viviendas, enfocado en reducir el déficit habitacional.


      	La lucha contra la inflación.


      	La creación de la Corporación de Empresas Nacionales.


      	El Acta de Compromiso del Campo, que establecía lineamientos para una política concertada de expansión agropecuaria y forestal.


      	La presentación de proyectos para reformar el sistema impositivo.


      	La implementación de una política exterior independiente que buscaba estrechar relaciones económicas y comerciales con todos los países del mundo.

    


     


    Entre los objetivos principales del Plan Trienal se destacaba la recuperación de la independencia económica, enfocándose en la inversión, el financiamiento externo y las relaciones comerciales internacionales. Para lograrlo, consideraba fundamental alcanzar y mantener un balance de pagos favorable. Esto implicaba ampliar y diversificar la oferta exportable, a la vez que se mantenía una política de importaciones que garantizara los insumos y bienes de capital necesarios para la expansión, sin permitir la entrada de bienes prescindibles ni de aquellos que la industria nacional pudiera producir.


    Con el golpe militar de 1976 se inició un proceso de liberación, desregulación y apertura económica que eliminó trabas a la inversión extranjera. Este cambio de paradigma influyó en la industria nacional, llevando al cierre de numerosas empresas y a centralizar el capital en manos de grandes corporaciones. Fue un período signado por la inflación, el fuerte endeudamiento externo y la fuga de capitales.


    En 1983, Raúl Alfonsín asumió en un contexto económico desafiante. A pesar de los planes implementados durante su gobierno, se terminó en un proceso hiperinflacionario. En el ámbito industrial, se promovió la inversión para recuperar la capacidad productiva y se incentivaron las exportaciones.


    Bajo el gobierno de Menem, en 1989 se sancionó la Ley de Reforma del Estado,35 que declaró sujetas a privatización y concesión a empresas públicas como Aerolíneas Argentinas, Ferrocarriles Argentinos, Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTel), Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), Gas del Estado y Obras Sanitarias de la Nación (OSN).


    Los años noventa se caracterizaron por el flujo de inversiones extranjeras. La apertura comercial y la competencia trajeron consecuencias negativas y dispares en numerosos sectores productivos, industriales y empresariales.


    Esta reseña deja a la vista uno de los problemas fundamentales de la Argentina: la incapacidad de generar y sostener un plan de desarrollo industrial a largo plazo que abarque todo el territorio. A lo largo de nuestra historia, el país no ha logrado una integración territorial ni un desarrollo tecnológico que permitan superar las contradicciones que han llevado al reiterado fracaso de las políticas industriales.


    Si bien hubo períodos más favorables, no se sostuvieron en el tiempo debido a factores políticos, sociales y económicos. Es decir, ha faltado una comprensión profunda de la necesidad de diseñar y mantener un plan estratégico enfocado en la financiación de inversiones, la redistribución de la industria y la regionalización de sus proyectos según las necesidades y capacidades productivas de cada provincia.
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    CAPÍTULO 3


     


    Plan de convergencia económica y territorial


    Desde inicios de la segunda década del siglo XXI, en un contexto general de estancamiento, el sector productivo de la Argentina ha sufrido una caída notable, especialmente la industria, cuyo valor agregado bruto en 2024 es 8% inferior al de 2011. El producto por habitante es hoy equivalente al de 2005. Las razones de esta tendencia a la baja son muchas y de diferente cuño. Las cifras son duras. En 2011 existían más de 15.000 empresas exportadoras; para fines de 2019, este número se redujo a 9000, y en 2024, la cantidad cayó aún más, a 7531, el 62% de las cuales se ha concentrado en la provincia de Buenos Aires y en CABA.


    Además de la contracción en las exportaciones, el empleo formal se ha desplomado de forma alarmante. Este contexto exige un debate serio entre gobierno, oposición, empresariado, sindicatos, movimientos sociales y referentes de las economías informales para encontrar una política económica común que incentive las industrias existentes y fomente el desarrollo de nuevos sectores.


    Cambiar para producir, producir para cambiar


    Tras décadas de estancamiento, la pregunta clave es qué hacer de aquí en adelante. Mientras que en el corto plazo se debe superar la crisis sin saltos en precios ni emisión monetaria descontrolada, el desafío a largo plazo requiere un enfoque más amplio, que debe abordar no solo el control de la inflación, sino también la necesidad de evitar las crisis recurrentes del país. Una apuesta por el federalismo podría reducir los desequilibrios existentes, promoviendo estabilidad y crecimiento sostenibles.


    Casos como los de 1975 (el Rodrigazo), 1989 y 2001 demuestran que ni la emisión monetaria ni el endeudamiento son soluciones duraderas para el estancamiento estructural del país. La única solución es impulsar la competitividad de todos los sectores productivos en todo el territorio y resolver el doble problema externo de exportar poco y endeudarse mucho.


    La producción —los bienes transables—, a diferencia de los comercios, los servicios o los bancos, enfrenta la competencia global. Si a esto se suma la competencia interna, numerosas provincias quedan en desventaja. Plantear esta cuestión le ha valido al sector la acusación de exigir prebendas. No solo no es así, sino que además la presión fiscal de la Argentina es alta y el 60% recae sobre la producción.


    Se han hecho pocos esfuerzos significativos para reducir las brechas regionales, y los avances han sido limitados. Es imprescindible un plan integral que articule la convergencia de variables macroeconómicas y territoriales.


    Cinco décadas


    Detengámonos en aquel verano de 2019-2020, cuando el mundo era otro, y miremos hacia atrás. Europa se había reconstituido a pleno durante la segunda mitad del siglo XX y había ingresado en el XXI con un desarrollo inigualable. El Sudeste Asiático experimentó transformaciones poderosas en los primeros años del nuevo milenio. Buena parte de América Latina también había hecho lo propio. Durante las cinco décadas comprendidas entre 1970 y 2020, la producción mundial por habitante, indicador del bienestar de un país, se duplicó. En la Argentina, sin embargo, solo creció un 40%.


    No se trataba de escasez de recursos propios, sino de una recurrente falla en la capacidad de sostener el crecimiento. Durante esos cincuenta años, el país atravesó ciclos de expansiones seguidas de abruptas contracciones. Se sucedieron crisis políticas, económicas y sociales, con efectos profundos y persistentes que oscilaron entre la alegría y el miedo, la resistencia y el riesgo, la esperanza y la desilusión. Las crisis cíclicas.


    La efervescencia del primer quinquenio de los años setenta fue interrumpida por la crisis constitucional que significó el golpe de Estado. Cierta expansión hacia fines de esa década fue seguida por la crisis de la deuda en 1982. A la apertura democrática y la búsqueda de nuevos horizontes les siguió un largo período de estancamiento económico. El crecimiento de los años noventa, sostenido por la apertura comercial y las privatizaciones, terminó con la gran crisis del fin de la Convertibilidad. La bonanza del precio de las materias primas al inicio del siglo XXI, impulsada por la irrupción de China, concluyó con la caída de esos valores.


    Un breve repunte llegó gracias a acuerdos regionales que fortalecieron la posición de la Argentina en el mercado global, pero le siguió una nueva crisis derivada de la nueva toma de deuda. En cinco décadas, mientras muchos países del mundo enfrentaron una o dos crisis, la Argentina tuvo seis.


    El impacto acumulado de estas crisis deja un interrogante sobre el porvenir; en la Argentina de hoy, el 50,9% de los menores de hasta 14 años es pobre. Según el Indec, la población más afectada por la pobreza y la indigencia es la infantil, seguida por los jóvenes de 15 a 29 años, de los cuales el 43,3% es pobre.


    Cambiar esta situación exige una política económica de estabilización sobre bases permanentes, acompañada de un crecimiento con equilibrio territorial. Esto requiere articular objetivos comunes con estrategias fiscales, monetarias y productivas, además de políticas de exportación que generen divisas. Es imprescindible crecer para transformar el futuro de los niños y jóvenes comprometidos por la pobreza en la que nacieron.


    El endeudamiento no es una solución. Las crisis recurrentes en menos de dos décadas lo demuestran, así como el uso ineficaz de los fondos recibidos, que no se han destinado a construir una estructura productiva competitiva, la única herramienta que hubiera permitido tener la capacidad de pagar esos créditos.


    El Estado tiene un rol indelegable en el diseño de políticas que impulsen el desarrollo de la producción exportadora y la competitividad, y debe sostenerlas mediante una política cambiaria y fiscal duradera y respaldada por leyes que aseguren su continuidad. En este marco, el federalismo puede ofrecer un camino; desarrollar productivamente cada una de las regiones no solo beneficia a sus habitantes, sino a todos los argentinos, que pueden aprovechar los recursos y talentos de todo el territorio.


    Si no hay mano de obra calificada, es imprescindible facilitar la capacitación. Si faltan servicios, hacerlos llegar. El federalismo, como base de una especialización productiva, no solo promovería la sustentabilidad económica, sino también la ambiental, social y regional.


    Y está, por supuesto, la cuestión impositiva, que es muy variable en la Argentina y aleja al inversor de muchas provincias. Hay una sobrecarga de impuestos nacionales, provinciales y municipales, un galimatías con nombre y apellido: déficit fiscal. No hay duda de que la coordinación tributaria federal es una necesidad imperiosa.


    Con criterios federales para distribuir las actividades productivas, las regiones podrían experimentar transformaciones significativas, desde la reorganización económica hasta la incorporación de tecnología. Sería posible crear ecosistemas y agrupamientos empresariales que mejoren la competitividad de los bienes y servicios generados en cada territorio, trabajando junto con actores de la sociedad civil para diseñar y desarrollar estrategias de especialización sustentables y articuladas.


    Los dos déficits


    ¿Qué provoca una crisis? En muchos casos, es la sucesión de ajustes y desequilibrios asociados al déficit fiscal y al déficit externo, generando un desbalance en el sistema financiero.


    Durante el período 2010-2015, un factor clave en la fragilidad fiscal fue el gasto en subsidios económicos. Ante una inflación elevada, el gobierno congeló tarifas de gas, electricidad y transporte urbano, incrementando los subsidios, lo que derivó en una presión insostenible sobre las cuentas públicas. En 2010, los subsidios económicos representaban el 3,8% del producto nacional, cifra que aumentó al 6% en 2015. Este gasto se afrontó principalmente recurriendo al financiamiento sin límite del Banco Central. Luego de la apropiación de las reservas de la entidad monetaria, el gobierno comenzó con una política de controles cambiarios, dando lugar a quince valores diferentes para el tipo de cambio, lo que implicó llegar a 2015 “sin reservas”.


    La expansión de los subsidios se revirtió en la gestión siguiente (2016-2019) bajo el programa denominado “sinceramiento de tarifas”. En la ciudad de Buenos Aires, por ejemplo, el precio del gas residencial aumentó cuatro veces más que el índice general de precios, y la electricidad, ocho veces más. Esto redujo el gasto en subsidios al 2% del producto, un ajuste significativo que contribuyó a la consolidación fiscal ensayada en ese período.


    El Fondo Monetario Internacional (FMI) señaló que procesos de este tipo eran raros —apenas el 10% de los casos relevados por la entidad—, pero destacó que, pese a la corrección, el gasto social en términos reales no se redujo. Esto generó expectativas de que podrían realizarse gradualmente, sin demasiadas turbulencias, ajustes tarifarios y otras correcciones del gasto público.


    Sin embargo, las necesidades de financiamiento del sector público no disminuyeron de forma proporcional, debido a la fuerte expansión del gasto en intereses de la deuda pública, en un contexto de reapertura de las relaciones financieras externas. El ajuste en las cuentas fiscales necesitó crédito para ser financiado. La estrategia monetaria de aquel gobierno —centrada en reducir la emisión de pesos como prioridad para bajar rápidamente la inflación— redundó en un financiamiento nulo al fisco, así el endeudamiento fue el camino elegido.


    En el período 2011-2015, las cuentas externas mostraron una gran fragilidad. La caída del precio de la soja, de 530 a 390 dólares por tonelada, redujo los precios de exportación en un 20% entre 2012 y 2015. Paralelamente se sumaron los controles cambiarios implementados por el Banco Central. Mientras los salarios crecían un 25% anual con un tipo de cambio relativamente estable, el comercio internacional sufría; entre 2010 y 2013, las exportaciones disminuyeron un 7%, mientras que las importaciones aumentaron un 18%.


    El superávit de la balanza comercial, que alcanzaba el 5,1% del PBI en 2009, cayó al 0,2% en 2013. La cuenta corriente tuvo un rumbo similar, pasando del 2,2% en 2009 al –2,1% en 2013. De la mano de la apropiación de reservas, estas se agotaron gradualmente, dando lugar al establecimiento del “cepo cambiario”, a través de sucesivos torniquetes que se pusieron en práctica, aportando más complejidad al panorama. Aunque las restricciones redujeron las compras externas y mitigaron el desbalance comercial, también afectaron negativamente la actividad económica e incrementaron la salida de divisas por canales no comerciales, como el turismo.


    El gobierno que asumió en diciembre de 2015 enfocó sus cañones contra el cepo cambiario. La unificación del tipo de cambio implicó una devaluación del 40% en el valor nominal del dólar oficial, que pasó de 9,8 a 13,9 pesos. Con el comercio exterior liberado, la balanza comercial reflejó la verdadera competitividad externa; una economía con un crecimiento del 2,5% generó un aumento del déficit comercial, de 0,5% del PBI en 2015 a 1,3% en 2017.


    La liberalización del mercado de cambios permitió que la cuenta de capital reflejara el interés de los acreedores externos por el riesgo argentino, mientras que los argentinos buscaban refugiarse en dólares. Sin embargo, la unificación cambiaria, sin un alineamiento de las variables fiscales y monetarias, no logró frenar la demanda de divisas del sector privado no financiero; por el contrario, la incrementó. La mayor demanda de dólares, tanto por comercio como por ahorro, intensificó los efectos adversos de la devaluación sobre la actividad económica y los precios.


    En este contexto, el gobierno, comprometido con una corrección gradual del desequilibrio externo, tuvo que recurrir al financiamiento externo. Este no solo cubría el déficit de cuenta corriente, sino también la creciente formación de ahorros en dólares por parte del sector privado, que pasó de 550 millones mensuales en 2015 a 1000 millones en 2016.


    El endeudamiento público se convirtió entonces en la principal vía para conseguir divisas, lo que permitió al fisco mantener un superávit constante en términos de ingresos de capitales. Sin embargo, la entrada masiva de fondos especulativos de corto plazo añadió más incertidumbre al horizonte económico. Los mismos mercados que a principios de 2018 demandaban con avidez títulos argentinos comenzaron a desprenderse rápidamente de ellos a mediados de ese año.


    Una corrida cambiaria provocó la caída de las reservas del Banco Central en 7000 millones de dólares (un 12% del total del Tesoro) entre mediados de marzo y principios de mayo de ese año. La búsqueda desesperada de divisas terminó en un pedido de recursos apresurado al FMI.


    Entre junio de 2018 y septiembre de 2019, el gobierno recibió 44.500 millones de dólares del FMI. Sin embargo, el nivel de actividad económica al final del mandato había caído casi un 5% en comparación con los niveles previos a la corrida cambiaria, mientras que la inflación se disparó del 26% interanual al 54%. Una nueva crisis que le costó al gobierno las elecciones de octubre de 2019.


    Entonces llegó la pandemia


    En marzo de 2020, a solo tres meses de la asunción del nuevo gobierno, la llegada del COVID-19 profundizó los ya existentes desequilibrios fiscales y externos. Como en el resto del mundo, las prioridades se centraron en dos frentes principales, evitar el colapso socioeconómico de una sociedad ya vulnerable y decretar una cuarentena obligatoria para reforzar un sistema de salud debilitado y a punto de recibir una ola de pacientes desatada por la pandemia a su paso.


    Entre las medidas implementadas se destacaron:


     


    
      	Prohibición de despidos y suspensiones unilaterales por 120 días.


      	Asistencia de emergencia al trabajo y la producción (ATP). El Estado cubrió hasta el 50% de los salarios de empleados activos o suspendidos por fuerza mayor consensuada con el trabajador o el sindicato, lo que implicó un gasto de 141.000 millones de pesos (0,54% del PBI) entre abril y junio.


      	Ingreso familiar de emergencia (IFE). Un pago único de 10.000 pesos dirigido a trabajadores informales y monotributistas sin ingresos. Fue recibido por más de 8,8 millones de personas y tuvo un costo fiscal de 176.781 millones de pesos (0,7% del PBI).


      	Créditos y moratorias. Se habilitaron líneas de crédito a tasa cero para trabajadores autónomos, préstamos con tasas subsidiadas, exenciones impositivas y moratorias fiscales.

    


     


    Con todo esto, el producto bruto interno de la Argentina cayó un 9,9% en 2020, marcando el tercer año consecutivo de contracción económica: –2% en 2018, –2,1% en 2019 y casi –10% en 2020. El consumo privado se contrajo un 13% interanual; la inversión cayó otro 13%, y las exportaciones se redujeron casi un 18%.


    En 2020, solo dos sectores lograron crecer: los servicios esenciales (electricidad, gas y agua), con un aumento del 0,9%, y la intermediación financiera, que alcanzó un 2,1%. Por el contrario, los quince sectores restantes redujeron su producción, con caídas especialmente pronunciadas en hotelería y gastronomía (–49%), servicios comunitarios, sociales y personales (–39%) y construcción (–23%), esta última clave por su capacidad de estimular otros sectores económicos.


    La economía sufrió su mayor caída en el segundo trimestre, cuando las restricciones a la circulación fueron más estrictas. Entre abril y junio, la producción se redujo un 16% en comparación con los primeros tres meses del año.


    Los números sociales reflejaron el impacto; según el Indec, la pobreza alcanzó al 40,9% de la población en el primer semestre de 2020, lo que implicó que 2,5 millones de personas ingresaron a esta condición entre 2019 y 2020.


    Un informe del Centro de Estudios para la Producción (CEP), dependiente del entonces Ministerio de Desarrollo Productivo de la Nación, señaló que, en diciembre de 2020, la economía argentina estaba un 3% por debajo de los niveles de febrero, justo antes de la llegada del COVID-19. Este desempeño fue peor que el de otros países de la región, como Ecuador (–0,2%), Brasil (–1,4%) y Chile (–2,8%).


    Como se señaló en el balance que la CEPAL realizó a fines de 2020,1 un aspecto destacado de la política económica de ese año fue el canje de deuda pública en moneda extranjera con acreedores privados. La elevada adhesión permitió reestructurar el 99% de esta deuda, reduciendo la tasa de interés del 7 al 3% y aliviando los vencimientos futuros en 42.500 millones de dólares en los primeros cinco años y en 37.700 millones en los siguientes diez. Además se logró una quita de capital del 1,9%. Sin embargo, la estructura de los nuevos títulos emitidos no alcanzó el objetivo central de toda reestructuración de deuda, retornar a los mercados voluntarios en un tiempo perentorio (dieciocho meses). La manera virtuosa de llevar adelante la política financiera es mantener la deuda constante e incrementar la producción.


    Al mismo tiempo que se canjeó la deuda privada, el gobierno comenzó a renegociar con el FMI las condiciones del préstamo otorgado en 2018, cuyo vencimiento de capital totalizaba 45.000 millones de dólares en los próximos cinco años. Antes del canje con privados, la deuda bruta de la administración central representaba el 95,4% del PBI.


    La política monetaria fue expansiva durante el primer año de la pandemia. Según lo expresa el informe de la CEPAL, por un lado se ampliaron las líneas de financiamiento al sector privado con condiciones más favorables que las del mercado, mientras que la tasa de interés (LELIC a 7 días) se redujo al 36% nominal anual en octubre de 2020. Por otro lado, el Banco Central financió al Tesoro nacional para cubrir el aumento del gasto originado en el paquete de medidas fiscales, en el marco de la caída de la recaudación y del proceso de reestructuración de la deuda pública.


    También se dispuso la postergación del pago de deudas que los beneficiarios tenían con la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y el congelamiento de créditos hipotecarios.


    El financiamiento mencionado se llevó a cabo mediante emisión monetaria por parte de un Banco Central carente de independencia de criterio, así como de profesionalismo. Estos dos instrumentos, en conjunto, fueron el factor principal de la expansión de la base monetaria que hasta octubre de 2020 acumuló un aumento del 10% interanual en términos reales.


    La política del Banco Central también intensificó los controles cambiarios, implementando una devaluación gradual del tipo de cambio oficial. Sus intervenciones en el mercado implicaron ventas de divisas, lo que contribuyó a una caída de las reservas internacionales.


    Según el informe de la CEPAL, en septiembre de 2020, ante una fuerte salida de capital del sector privado, el gobierno y el Banco Central introdujeron restricciones adicionales:


     


    
      	Un límite más estricto para el cupo mensual de 200 dólares para libre disponibilidad.


      	Una percepción del 35% sobre la compra de moneda extranjera, aplicada como adelanto de impuestos a las ganancias y bienes personales.

    


     


    En octubre, estas medidas se complementaron:


     


    
      	Incremento de la tasa mínima garantizada de plazos fijos a 30 días para personas físicas, alcanzando un 37% nominal anual en noviembre.


      	Reducción transitoria de derechos de exportación para soja y derivados en 3 puntos porcentuales, así como para productos industriales.


      	Incremento de reintegros a exportaciones según su valor agregado.


      	Estímulos y compensaciones para pequeños productores de soja y cooperativas.

    


     


    Sin embargo, estas acciones alimentaron la especulación en los mercados paralelos; la cotización del dólar superó en más del 100% al tipo de cambio oficial.


    La economía solo rebotó durante 2021, por la reapertura de las actividades y la eliminación más que tardía del libre movimiento de personas y bienes. Así se registró una recuperación del 10% —teniendo en cuenta la caída de 9,9% en 2020— y una suba del empleo del 11%.


    A pesar de esta mejora, el desequilibrio macroeconómico persistió. Los programas como Precios Cuidados no lograron contener una inflación anual que alcanzó el 50%. Además, las reservas netas cayeron a un nivel crítico de 2000 millones de dólares, cifra exigua ante el cronograma de vencimientos con el FMI, que preveía el pago de 19.000 millones de dólares en 2022.


    Siguiendo otro estudio realizado por la CEPAL:


     


    En los primeros meses de 2022, el estimador mensual de la actividad económica (EMAE) creció un 6,2% interanual en los primeros cinco meses del año y se ubicó un 2,2% por encima de los niveles previos a la pandemia (cinco primeros meses de 2019). No obstante, este dinamismo fue menor que el observado en los meses previos, luego de que perdiera peso el efecto positivo del levantamiento de las restricciones a la circulación por la pandemia. En ese mismo período, el gobierno argentino alcanzó un acuerdo de facilidades ampliadas con el Fondo Monetario Internacional (FMI) para el pago del crédito stand-by solicitado en 2018, en virtud del cual se alivian los vencimientos en moneda extranjera en los próximos años.2


     


    Sin embargo, desde el segundo trimestre de 2022, factores como la guerra en Ucrania y el aumento de precios internacionales de alimentos, energía y fertilizantes, sumados a una política macroeconómica descalibrada, deterioraron la situación económica. La inflación acumulada anual alcanzó un 94,8%, mientras que el déficit fiscal primario se amplió al 1% del PBI en el primer semestre, cerrando el año en 2,4%, dentro de las metas acordadas con el FMI.


    A su vez, el superávit comercial del año cayó un 54%. Esto contribuyó a que las reservas internacionales continuaran menguando, generando tensiones en el cada vez menos único mercado de cambios, y condujo a la aplicación de medidas para adelantar la liquidación de granos con tipos de cambios especiales, reducir los pagos de un conjunto de importaciones, a los efectos de lograr otra de las metas comprometidas con el FMI.


    Otro dato para resaltar de 2022 es que, por segundo año consecutivo, el agregado de gobiernos provinciales presentó resultado financiero positivo. Esto tiene que ver con el aumento de las transferencias nacionales automáticas.


    La necesidad de estabilizar y crecer


    Todo lo anterior demuestra que la Argentina necesita discutir una hoja de ruta que marque un sendero creíble y consistente para las principales variables económicas. Solo un programa económico integral que disipe incertidumbres de corto y mediano plazo permitirá cambiar esta realidad mediocre, con decisiones día a día, que nos aleja de un sendero de crecimiento sustentable e inclusivo. Los resultados son frustrantes, más inflación, menos crecimiento, menos empleo y, sobre todo, una sociedad más pobre y desigual.


    Dado este estado de situación, el gobierno que asumió el 10 de diciembre de 2023 tomó una decisión que puede ser bisagra en la historia argentina: la eliminación del déficit fiscal y del financiamiento monetario del Banco Central al Tesoro, junto con una devaluación del peso del 112%. La inflación en el primer mes de gobierno trepó al 25% mensual, para tomar un sendero descendente que se profundizó a partir del segundo trimestre del año. El compromiso presidencial con el equilibrio de las cuentas públicas y su explicación muy clara y directa a la población conduce a que la mayoría de los argentinos abrace la disciplina fiscal como una necesidad. Sin embargo, solo con superávit presupuestario y desregulación no se alcanza un desarrollo inclusivo y sostenible. La Argentina está para más.


    Es indispensable contar con un dispositivo de coordinación que identifique las tensiones y los espacios de cooperación necesarios para alinear la política fiscal, monetaria y de ingresos hacia un mismo objetivo nominal. Este esfuerzo se reflejará en la estabilización económica si estas tres variables muestran un sendero decreciente, simultáneo y compatible entre sí. Lograrlo requiere un compromiso efectivo de toda la administración pública, junto con un mecanismo legislativo de rendición de cuentas. Una vez establecido este esquema de trabajo, será necesario comprometer al sector privado, las empresas y los sindicatos para transitar el mismo sendero de nominalidad.


    Desde hace tiempo, la política económica ha dejado de ofrecer un horizonte de previsibilidad. Más allá de señalar las innumerables distorsiones que presenta nuestra economía, es preciso focalizar en soluciones que permitan iniciar un sendero de crecimiento sostenido. Este desafío es mucho más ambicioso y abarcativo que la mera negociación con el Fondo Monetario Internacional. Sobre todo porque ya hemos atravesado múltiples acuerdos con este organismo sin lograr la recuperación de la credibilidad perdida.


    La política económica de las últimas décadas nos muestra tres episodios que tuvieron como eje un programa de estabilización y crecimiento, los encabezados por Juan Sourrouille (1985), Domingo Cavallo (1991) y Roberto Lavagna (2002). Estos ministros compartieron características clave, asumieron tras crisis cambiarias, inflacionarias o financieras y enfrentaron las problemáticas con un enfoque integral basado en tres pilares:


     


    
      	Un plan de convergencia macroeconómica.


      	Un equipo de trabajo con capacidad de gestión y habilidad para operar de forma coordinada.


      	El respaldo de leyes del Congreso que avalaron las políticas económicas implementadas.

    


     


    De este modo, Sourrouille implementó el Plan Austral, respaldado por varias leyes; entre ellas, el cambio del signo monetario; Cavallo contó con la Ley de Convertibilidad, y Lavagna con la Ley de Emergencia Económica, lo que le permitió desarrollar un enfoque abarcativo, integrador y productivista.


    Las experiencias de Sourrouille, Cavallo y Lavagna nos dejan enseñanzas clave para enfrentar los desafíos económicos actuales. Hoy, más que nunca, resultan fundamentales:


     


    
      	Un programa diseñado localmente, desarrollado por economistas que comprendan en profundidad nuestra idiosincrasia y las particularidades de la economía argentina.


      	Un equipo económico cohesionado, que trabaje en función de objetivos comunes con capacidad técnica y operativa.


      	Un Congreso que proporcione el respaldo legal y político necesario para garantizar la implementación efectiva de las políticas propuestas.

    


     


    Es necesario establecer una hoja de ruta con seis leyes aprobadas por una mayoría especial de ambas cámaras, de manera que no haya marcha atrás.


    Estas deben ser focalizadas en los siguientes ejes:


     


    1. Ley de estabilización macroeconómica, con un sendero preciso de metas fiscales y monetarias. Como señalamos, resulta fundamental un dispositivo de coordinación para identificar tensiones y espacios de cooperación a fin de alcanzar un mismo objetivo nominal en política fiscal, monetaria y de ingresos. Se plasmará en estabilidad si los tres factores muestran un rumbo decreciente, simultáneo y compatible entre sí, lo que involucrará un compromiso efectivo y conjunto de la administración pública, así como un dispositivo legislativo de rendición de cuentas. Cuando se haya generado este concepto de trabajo, el compromiso del sector privado, las empresas y los sindicatos será indispensable para recorrer ese camino.


    La solución operativa pasa por establecer una ley que institucionalice un objetivo anual mediante un comité ad hoc compuesto por los responsables de Hacienda, Finanzas, Trabajo, Energía, Transporte y el Banco Central, bajo la coordinación de la Jefatura de Gabinete de Ministros. Sus representantes serán los responsables de fijar una tasa de inflación común. Cada ministerio deberá informar en forma trimestral acerca del cumplimiento de lo establecido y, si existieran desvíos, tendrá que plantear a la Comisión de Presupuesto y de Finanzas del Congreso Nacional las correcciones necesarias. De esta forma, el compromiso será efectivo por parte de todo el gobierno y, junto con un mecanismo legislativo de rendición de cuentas, permitirá plasmar la credibilidad de las metas y su permanencia en el tiempo.


    En definitiva, se trata de un programa que genere un sendero de nominalidad y convergencia decreciente en todas las variables macroeconómicas. Este es el primer paso para restablecer la confianza necesaria en la política económica.


    La Argentina necesita una ley de estabilidad macroeconómica para que todas las variables fiscales, financieras, monetarias y cambiarias vayan en la misma dirección. La discusión no es gradualismo o shock, sino convergencia o dispersión. Por eso es necesario pensar y ejecutar en un mismo esquema que revele las tensiones, las interacciones y los efectos cruzados que se producen entre aquellas.


    Por ejemplo, una situación de déficit fiscal persistente impone condiciones a la política monetaria, demanda recursos para su financiamiento, es decir, lleva a una “monetización del déficit” —como lo ocurrido durante la cuarentena y en los años subsiguientes—, pero también influye, de manera más indirecta, en el modo en que se definen variables claves para la autoridad monetaria, como la tasa de interés o el tipo de cambio.


     


    2. Ley de modernización impositiva federal, que simplifique y coordine los niveles de gobierno, reduzca la cantidad de tributos y sus alícuotas, para ampliar la base y la formalización de los trabajadores y la actividad económica. Este tema será ampliamente desarrollado en los capítulos 6 y 7.


     


    3. Ley de exportaciones, con una reducción a cero de las retenciones para el incremento de las ventas externas, estableciendo una política de negociaciones comerciales —véase el apartado siguiente— que facilite la integración productiva con países que complementen nuestras cadenas de valor globales. Con un marco de políticas macroeconómicas sólido se podrá aspirar a una revolución exportadora, posicionando en el mundo a nuestras empresas y productos con un potencial de exportaciones de hasta 150.000 millones de dólares.


     


    4. Ley de infraestructura nacional, que establezca las obras públicas clave para reducir los costos logísticos y potenciar las exportaciones de productos argentinos. Estas obras podrán financiarse mediante concesiones privadas y organismos multilaterales de crédito que ofrezcan financiamiento concesional a largo plazo.


    Reducir los costos de nuestros productos para hacerlos más competitivos requiere garantizar inversiones en infraestructura esencial, como puertos, trenes y rutas. Esto no solo acelerará el crecimiento, sino que también permitirá alcanzar una inflación de un dígito en un plazo de cinco años, sin recurrir a la emisión monetaria descontrolada.


    Los problemas de corto plazo deben abordarse dentro de un marco de cambios estructurales para consolidar un crecimiento sostenido. La meta es incrementar y mantener una tasa de inversión sólida. Esto implica:


     


    
      	Aumentar la inversión, tanto nacional como extranjera, en bienes y servicios transables e infraestructura.


      	Favorecer conductas innovadoras.


      	Propiciar una creciente interacción entre la economía del conocimiento y el resto de las actividades tradicionales.

    


     


    Reducir la brecha de infraestructura es uno de los principales desafíos de la próxima década en todas las regiones del país. Es necesario incrementar los niveles de inversión durante al menos diez años. Ante las restricciones fiscales y de acceso al crédito internacional, deben explorarse otras fuentes de financiamiento, tales como bancos regionales de desarrollo.


     


    5. Ley de incentivos a la innovación, que permita incrementar mediante estímulos efectivos el ratio de inversión en investigación y desarrollo respecto del producto. Las crisis demuestran que la clave no está en depender de dólares financieros, sino en generar dólares productivos provenientes de bienes y servicios. A pesar de que se empezó a trabajar con la Ley de Economía del Conocimiento hace más de quince años, el sector solo exporta 7500 millones de dólares anuales, cuando esa cifra se podría duplicar con políticas adecuadas.


    Para generar un nuevo horizonte, la Argentina debe comprometerse a emprender un camino de transformación y modernización de su estructura productiva. Esta estrategia debe sustentarse en la innovación como elemento diferenciador, priorizando la inversión en incentivos para programas en investigación y desarrollo (I+D) del sector privado. Esto significa impulsar una política permanente que priorice la inversión en conocimiento como eje central de nuestro desarrollo.


    Se debe incrementar el ratio de investigación y desarrollo en relación con el producto de manera procíclica (a partir de una regla de +0,05%/PBI anual en años de crecimiento de más del 3%). Esto debe complementarse con:


     


    
      	Estimulación de I+D privado, mediante desgravaciones impositivas y financiamiento específico.


      	Formación de recursos humanos para la innovación, generando capacidades técnicas adaptadas a las necesidades del sistema productivo.


      	Mejor articulación entre sectores, promoviendo la interacción entre el sistema científico-tecnológico y el sector productivo.


      	Fomento a proveedores innovadores, incentivando la innovación tanto en la empresa privada como en el sector público.


      	Inversión en infraestructura, mejorando la cantidad y calidad para reducir sobrecostos asociados al retraso logístico.


      	Desempeño logístico eficiente, diversificando modos de transporte y fomentando la multimodalidad para mejorar la competitividad.

    


     


    6. Ley de incentivos al empleo formal, crucial destrabar los cuellos de botella por motivos normativos y de capacitación en nuevas tecnologías. Este esfuerzo debe ser parte de un plan de acción integral para salir de la crisis actual, con el objetivo de repensar el futuro en términos de desarrollo económico, social y humano. Este programa debe involucrar a todos los sectores de la sociedad, orientándose hacia un destino común con metas cuantificables que sirvan para balizar nuestro camino y marcar nuestros pasos diarios.


     


    A todo lo mencionado es necesario agregarle otro eje de política macroeconómica, la política salarial. Aquí hay que manejar un delicado equilibrio; los salarios, como principal fuente de ingresos de la población, impulsan el consumo interno, pero también son determinantes clave en los precios del sector servicios. Lograr un equilibrio requiere revisar el tipo de paritarias que se llevan a cabo, la duración de los convenios y las cláusulas que se incorporan.


    Como señaló Agustín Salvia, director del Observatorio de la Deuda Social, hubo un brutal aumento de la pobreza y de la desigualdad social en la Argentina como consecuencia del escenario de la pandemia. Hubo más del 42% de la población sumergida en la pobreza —incluyendo 58% de niños o niñas—, así como más del 10% de personas en situación de pobreza extrema. El problema es estructural; más de la mitad de la población activa está fuera del mercado formal —desocupada, realizando trabajos de indigencia o con empleos precarios—. Todos atravesados por un estancamiento con alta inflación que degrada remuneraciones, ingresos por jubilaciones y la asistencia pública.


    Dice Salvia:


     


    El escenario describe un orden social dantesco: pobres más pobres, con menos oportunidades de trabajo, más dependientes de la asistencia pública; clases medias empobrecidas, desorientadas, con aspiraciones frustradas y sin expectativas de un mejor futuro, y, en la cúspide, ricos no menos ricos, pero atrincherados o con un plan de fuga.


    Consistencia macroeconómica


    Ya hemos insistido3 en la necesidad de crecer al menos 3% anual en un marco de consistencia macroeconómica que contemple los requerimientos necesarios para ingresar en un sendero de crecimiento sostenido. ¿Por qué 3%?


    Porque, al descontar la expansión poblacional, el crecimiento de la producción por habitante fue cercano a 2%. Aunque esta es una meta elevada para la Argentina, se alcanzaron registros similares a fines de los años sesenta y comienzos de los setenta, durante el último período de crecimiento sostenido del país. Desde entonces, lograr que el producto por habitante crezca de forma sostenida a esa tasa ha sido imposible.


    Para crecer a este ritmo se necesita una tasa de inversión cercana a 21% de la producción nacional. Aunque este porcentaje no es ambicioso en comparación con otros países latinoamericanos, sí lo es para el punto de partida de la Argentina. La acumulación de capital en relación con el producto debería incrementarse aproximadamente en cinco puntos respecto del promedio 2011-2019, y algo menos si se toma una medida de más largo plazo (2000-2019).


    Claro que, para que el sector privado aumente la inversión, también es imprescindible una mayor inversión pública. Sin embargo, aquí el desafío no radica tanto en el esfuerzo requerido como en la calidad de esos recursos; la acumulación de capital físico del gobierno no siempre logra estimular adecuadamente la participación privada. De nuevo, para la inversión pública no parece un tema de financiamiento y transparencia, que solo puede garantizarse a través de organismos multilaterales de crédito, sino una necesaria readecuación de los objetivos e instrumentos.


    En términos de divisas, se necesita una tasa de exportaciones de bienes cercana al 17% de lo que se produce. Aunque la Argentina ha registrado tasas superiores en promedio durante el siglo XXI, el punto de partida actual es más bajo que la media histórica. Esto se debe, en parte, al impacto del ascenso de China y, en general, a un contexto mundial más abierto que el actual. La influencia asiática generó una bonanza tanto en precios como en cantidades de las exportaciones argentinas. Sin embargo, esa región está transitando un rebalanceo de su estructura económica, agravado por la pandemia, lo cual implica tasas de crecimiento notablemente inferiores a las de principios del presente siglo.


    Por otro lado, el crecimiento del empleo dependerá crucialmente de la sensibilidad de la demanda laboral al nivel de actividad. Si se considera un escenario optimista, el empleo podría crecer al 1,5% anual; si se elige un valor promedio de largo plazo, el empleo crecería al 1% anual.


    Por supuesto, para analizar el mercado de trabajo hay que cotejar esta dinámica con la de la oferta de mano de obra. Al respecto, en tanto nuestra economía muestra una pirámide poblacional cada vez más envejecida, la población económicamente activa crecerá en el futuro a tasas menores que las del pasado; 0,9% anual en la década de 2020, 0,6% en la de 2030 y 0,3% en la de 2040. De esta forma, si la economía crece, será posible absorber el flujo de entrada al mercado de trabajo y reducir de manera consistente la tasa de desempleo.


    Las estimaciones sobre los requerimientos de inversión y exportaciones necesarios para que la economía argentina crezca de manera sostenida en la próxima década enfrentan un desafío fundamental, la volatilidad estructural del país, marcada por cambios dramáticos en nuestra trayectoria de crecimiento.


    Hay una corriente de pensamiento crítico, con autores como Chenery-Bruno4 (1962) y Bacha5 (1984), que procuró enfocarse en la realidad regional, analizando la dinámica de las estructuras productivas e institucionales, los contextos políticos y sociales y las restricciones específicas que afectan la estabilidad en el corto plazo y el crecimiento potencial en el largo. Estos modelos pretendían explicar las bajas tasas de inversión en América Latina, fenómenos que no podían atribuirse únicamente a bajos niveles de ahorro interno.


    En el contexto latinoamericano, la industrialización por sustitución de importaciones surgida en la posguerra limitó el crecimiento y la inversión debido a una insuficiencia de ahorro agregado. Pero existe una segunda brecha, de ahorro externo, en que los países consumen más divisas que las que producen, limitando las importaciones necesarias de bienes de capital. Esta escasez de divisas se constituye en una restricción operativa que limita tanto la inversión como el crecimiento potencial.


    Superar esta disyuntiva requiere un modelo de consistencia macroeconómica que combine crecimiento con inclusión a través del mercado laboral. Este enfoque debe integrar no solo objetivos económicos, sino también metas de bienestar social, basándose en cuatro conceptos centrales:


     


    1. Consolidar la estabilidad macroeconómica y su permanencia. Sabemos que la Argentina enfrenta severas dificultades para realizar apuestas colectivas a largo plazo. Iniciativas de este tipo requieren, como condición necesaria, que no haya cambios en las reglas de juego, y para eso es clave que las principales variables tengan un sendero previsible. En el largo plazo, hay una relación inversa entre la volatilidad y el crecimiento; los países más estables crecen más. La Argentina se encuentra lejos de ese conjunto de países; su volatilidad macroeconómica es alta, y su crecimiento, bajo.


    2. Alcanzar una integración productiva al mundo. Los países que lograron crecer sostenidamente no dejaron que las ventajas comparativas fueran el único criterio para determinar su lugar en el mundo. En cambio, promovieron una integración productiva basada en utilizar al mundo para incentivar cambios estructurales internos. Los datos muestran que una mayor integración para países medianos como el nuestro está asociada a mayores tasas de crecimiento. Nuevamente, la Argentina no se encuentra en este grupo, tiene una economía relativamente cerrada y, por fuera del impacto de China, no ha logrado mejorar su situación en las últimas décadas. En particular, es necesario evaluar la estructura productiva de los países y sectores con los que se busca una complementación. Esa es la clave para una integración que produzca resultados positivos.


    3. Obtener altos niveles de ahorro e inversión. Los países que sostuvieron su crecimiento alcanzaron altas tasas de inversión. El conocimiento —principal fuente del crecimiento— suele estar embebido en las máquinas; de allí que la acumulación de capital sea crucial. El contraste de datos internacionales confirma esta hipótesis; los países que más invierten son los que más crecen. Mientras tanto, en la Argentina, a partir de mediados de la década de 1970, la tasa de inversión comenzó a caer y no logró recuperarse. Desde hace más de tres décadas que no supera el 20%, cuando no hay casos de crecimiento sostenido e inclusivo con tasas de inversión menores al 25%. Más aún, en los términos empresariales de acumulación de capital juega un rol clave el sector privado, pero también el público, proveyendo las complementariedades que hacen falta, como la infraestructura necesaria para el impulso de las inversiones privadas. En ese sentido, los casos exitosos muestran que la inversión pública debe ser elevada, pero que no toda incentiva la privada. Es necesario buscar los espacios de complementariedad y evitar aquellas acciones que expulsan al sector privado.


    4. Obtener un sostenido crecimiento del empleo y mejoras en su calidad. Las experiencias de crecimiento sostenido fueron transformadoras no solo por la fenomenal expansión de la producción, sino porque lograron que una parte creciente de la población mejorase sus condiciones de empleo, en términos de productividad y beneficios, entre otros factores. El desarrollo económico y social ocurre con más y mejor calidad de trabajo. Nuestro país tampoco pudo destacarse en esta faceta. Aunque hubo mejoras en términos de salarios mínimos y ampliación de las paritarias, la informalidad se mantuvo elevada y, en los últimos años, se detuvo la creación de empleo genuino.


     


    Los países exitosos logran integrar estos cuatro elementos de manera simultánea. Esto implica que, para alcanzar el éxito, cualquier estrategia de crecimiento debe ser integral, abordando de manera coordinada y armónica todos estos frentes. En el pasado, los enfoques de equilibrio parcial fracasaron al no considerar los impactos y las restricciones asociados al equilibrio general.


    Por supuesto, este marco que combina estabilidad macroeconómica, integración productiva, mayor acumulación de capital y generación de empleos de calidad requiere un Estado ágil, que facilite el desarrollo de los sectores productivos, que sepa cuándo es necesario incentivar y cuándo permitir que la innovación privada tome la delantera. En este sentido, el rol del Estado debe ser activo pero estratégico, enfocado en impulsar la dinámica creativa del sector privado, que constituye el verdadero motor del crecimiento económico. Un Estado nacional que tenga la capacidad de coordinar sus esfuerzos con los estados provinciales y municipales.


    Una política exterior para crecer


    La globalización, tal como la conocíamos desde los años noventa, ha muerto. Los acontecimientos del último trienio, con dos potencias mundiales en creciente disputa, han incrementado la relevancia de nuevos vectores en la agenda internacional: la estrategia de desarrollo regional; la seguridad militar, alimentaria, energética, ambiental, sanitaria y cibernética; la inteligencia artificial (IA), y la resiliencia de las cadenas de aprovisionamiento. Ante esta nueva realidad, el desafío para nuestro país es transformar estas megatendencias en “megaoportunidades”. Para ello, la política exterior debe tener dos objetivos excluyentes: generar más y mejor calidad de empleo e incrementar las exportaciones, mediante una estrategia de inserción productiva internacional.


    Los problemas de abastecimiento y las disrupciones en los sistemas de producción globales, evidenciados en los últimos tres años, han llevado a que diversas empresas y gobiernos evalúen los riesgos de determinadas actividades estratégicas. Algunas de las principales potencias mundiales implementaron iniciativas orientadas a “traer de regreso a casa” los procesos productivos prioritarios. A su vez, el sector privado ha comenzado a reorientar tareas hacia países que, por las características de sus sociedades, sistemas políticos o ubicación geográfica, se perciben más confiables. Aquí, la relación estratégica entre la Argentina y Brasil adquiere nuevo vigor, con intereses concretos como el desarrollo energético y la infraestructura física y digital. Esta relación debe trascender las diferencias ideológicas entre gobiernos, basándose en intereses permanentes.


    En las últimas décadas, América Latina perdió relevancia frente a economías emergentes que ofrecían ventajas en crecimiento y costos, como Europa del Este o Asia Oriental. Sin embargo, el actual contexto político y económico global presenta nuevas oportunidades. Estas no se limitan a la dotación de recursos humanos y naturales ni a la radicación de inversiones, sino que incluyen la creación de comercio en una región de paz, sin conflictos militares ni religiosos.


    Este escenario demanda el ingreso a una etapa superadora. Es necesario avanzar hacia una inserción internacional más sólida y permanente en sectores productivos e implementar políticas agresivas para captar corrientes de inversión en áreas como servicios profesionales y del conocimiento, energía, alimentos naturales y orgánicos, minería sustentable e industria 4.0.


    Además debemos ampliar nuestra apuesta a actividades más recientes y con alto dinamismo, como las relativas a energías alternativas, electromovilidad, nueva minería, servicios ambientales, inteligencia artificial, biotecnología, comunicaciones e industria satelital, entre otras.


    Nuestro país requiere tener un mercado de valores dinámico, cuentas fiscales balanceadas —con menor gasto público y menores impuestos— y una moneda confiable —sin cepo ni tipos de cambio diferenciados—, respetando las instituciones, cuidando la educación y combatiendo la pobreza.


    En este marco, la Argentina necesita una política exterior cuyo norte sea el crecimiento mediante una integración productiva con el mundo. Es preciso un enfoque que genere estímulos a la inversión privada y al desarrollo de nuevos mercados, junto con un esquema de negociaciones internacionales ofensivo y acorde con nuestra oferta, en consonancia con la reconfiguración del mundo posglobalización. Resulta indispensable avanzar hacia acuerdos estratégicos entre nuestras empresas y sus respectivos proveedores o clientes, para lo cual deberá trabajarse en la eliminación de trabas al comercio en aquellos mercados que demanden nuestros productos y servicios. Cada negociación debe producir más dólares y mejores empleos para los argentinos.


    En síntesis, la Argentina necesita dar un salto de calidad en su política internacional respaldada por la mayoría de las fuerzas políticas, con el objetivo prioritario de lograr el desarrollo integral de nuestro país. Esto no es una cuestión de suerte, requiere un trabajo conjunto, público y privado, dentro de una estrategia productiva y de inserción que movilice los recursos y las capacidades necesarios para ello. Aun en un marco internacional complejo, hay oportunidades.


    Un Estado federal


    Es necesario realizar una revisión integral de las misiones y funciones de las reparticiones del gobierno nacional. También resulta imprescindible definir el rol de cada nivel gubernamental; aunque esta división ya existe, ha cambiado en las últimas décadas, se ha vuelto difusa, y no es posible distribuir recursos si no se clarifica previamente qué hará cada instancia.


    En este contexto conviene repasar la evolución del gasto público consolidado (nación, provincias y municipios) en las últimas décadas. Según los datos elaborados y difundidos por el Ministerio de Economía de la Nación,6 el gasto público ha mostrado una tendencia creciente, en especial desde mediados de la década de 2000 y hasta 2023. En términos del PBI, estas erogaciones pasaron del 29,65% en 2006 al 46,19% en 2020, con el gasto previsional (+6 puntos porcentuales) y el de salud (+2,95 puntos porcentuales) como principales responsables de este aumento. Cabe destacar que entre 1980 y 2006 el nivel de gasto se mantuvo constante, con un leve cambio en la composición hacia un mayor gasto social (principalmente en educación).


    Durante estos períodos, la participación en el gasto de los gobiernos subnacionales (provincias + CABA + municipios) creció del 34% en 1980 al 48% en 2006, aunque disminuyó posteriormente, alcanzando el 42% en 2020. Este aumento inicial respondió a una mayor responsabilidad de los gobiernos subnacionales en áreas como educación básica, salud, protección social, vivienda y urbanismo. Sin embargo, la caída a partir de 2006 se explica, en gran medida, por la pérdida de participación en asistencia social, salud, subsidios económicos y vivienda.


    En la actualidad, las funciones de servicios urbanos están casi exclusivamente a cargo de los gobiernos subnacionales (100%), al igual que la educación básica (99%), vivienda y urbanismo (90%), atención pública de la salud (79%), justicia (69%) y seguridad (66%). Por otro lado, el gobierno nacional asume un rol predominante en previsión social (80%), promoción y asistencia social (68%), subsidios a energía y transporte, ciencia y técnica (92%), educación superior (75%) y programas de empleo y seguro de desempleo (86%).


    Más allá del debate sobre el tamaño del sector público federal, es necesario acordar su composición funcional para determinar si la participación de los gobiernos subnacionales debería acercarse al 50%, como a mediados de la década de 2000, o mantenerse en el 42% actual.


    Desde otra perspectiva, al observar la clasificación económica del gasto público (el corriente versus el de capital), se nota que el más descentralizado es el de capital, con el 68% ejecutado por provincias y municipios. Esto implica que el gasto en infraestructura —según numerosos estudios, con un mayor efecto multiplicador— está mayoritariamente en manos de estos niveles de gobierno.


    Un análisis de las arbitrariedades en la distribución del gasto público federal se encuentra en el trabajo “Los diferentes tratamientos fiscales regionales en el proyecto de Presupuesto Nacional 2011”, elaborado por el Instituto de Estudios sobre la Realidad Argentina y Latinoamericana (IERAL), de la Fundación Mediterránea.7 Actualizando ese estudio con el Presupuesto 2023 y con los nuevos datos del Censo de Población 2022, se observa que, en miles de pesos per cápita, por gasto primario nacional y por coparticipación y leyes especiales, la ciudad de Buenos Aires recibe 2127; Santa Cruz, 1583; Tierra del Fuego, 1213; Catamarca, 1131; La Rioja, 1110; La Pampa, 1089; Formosa, 955; Río Negro, 890; San Juan, 843; San Luis, 841; Chubut, 790; Chaco, 778; Jujuy, 747; Santiago del Estero, 734; Entre Ríos, 673; Tucumán, 661; Neuquén, 659; Corrientes, 644; Salta, 638; Santa Fe, 595; Mendoza, 587; Misiones, 586; Córdoba, 535, y Buenos Aires, 500. La concentración del gasto en CABA tiene que ver con la ubicación de las oficinas federales, que en su mayoría podrían descentralizarse en las provincias, lo que tendría un impacto más equitativo de ese gasto.


    Una posibilidad para comenzar a revertir esta realidad consistiría en contemplar —según el artículo 75, inciso 8, de la Constitución— que el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la nación se fijara, año tras año, conforme a las pautas referidas a la ley de coparticipación impositiva, en cuanto a “objetividad, equidad y solidaridad”.


    Dos conceptos son clave para el desarrollo de un país, “programa” y “hoja de ruta”. Sin embargo, no parecen tener el peso adecuado a la hora de formular un proyecto que destine equitativamente el gasto público y el cálculo de recursos previstos.


    Como propuesta de alta política constitucional, el presupuesto debe vincular lo esencial de todo proyecto federal, la regionalización, la integración, la descentralización y el fortalecimiento de las autonomías provinciales, de la ciudad de Buenos Aires y de los municipios. Sin embargo, año a año se agudiza la situación de centralidad, impidiendo el desarrollo armónico de la Argentina.


    El último informe de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE)8 sobre federalismo fiscal ofrece diez lineamientos para la asignación efectiva de responsabilidades para que la descentralización funcione:


     


    
      	Clarificar las áreas de política asignadas a los distintos ámbitos gubernamentales, para evitar la duplicación, el desperdicio y la pérdida de responsabilidad.


      	Aclarar las funciones asignadas a los diferentes niveles de gobierno, tales como financiamiento, regulación, planificación estratégica, implementación o seguimiento.


      	Asegurar el equilibrio en la forma en que se descentralizan las diferentes áreas políticas y funciones. Esto permite la complementariedad y los paquetes de políticas integrados para el desarrollo territorial.


      	Alinear responsabilidades e ingresos al mismo tiempo que se mejora la capacidad de los gobiernos subnacionales para gestionar sus propios recursos.


      	Apoyar activamente el desarrollo de capacidades subnacionales. Es necesario complementar más responsabilidades a nivel subnacional con los recursos humanos necesarios para gestionarlas.


      	Construir mecanismos de coordinación adecuados entre los niveles de gobierno para gestionar las responsabilidades compartidas.


      	Sostener la cooperación entre jurisdicciones a través de arreglos organizacionales específicos o incentivos financieros para aumentar la eficiencia mediante economías de escala.


      	Permitir acuerdos asimétricos y experiencias piloto para garantizar la flexibilidad en la implementación.


      	Arbitrar reformas complementarias en gobernanza del uso de la tierra, participación ciudadana y prestación de servicios públicos.


      	Mejorar la recopilación de datos y fortalecer el seguimiento del desempeño a fin de brindar información útil para la toma de decisiones y el aprendizaje entre pares.

    


     


    Estos lineamientos son fundamentales y forman parte de lo que estamos proponiendo, un Estado federal coordinado, mejorar la capacidad de recaudación local, hacer efectiva la regionalización y un Indec federal.


    Una distribución clara entre niveles de gobierno de sus distintas funciones es central para encarar una nueva ley de coparticipación federal de impuestos, en lo que respecta a la distribución tanto primaria (nación versus provincias) como secundaria (entre provincias).


    La reingeniería del gasto público


    La política fiscal, tanto tributaria como de gastos, es el principal mecanismo de los Estados para cumplir sus funciones. Para equilibrar las cuentas fiscales del sector público argentino se requiere no solo una profunda reforma impositiva y una mayor coordinación tributaria federal, sino también, con mayor prioridad, una revisión del gasto público enfocada en tres aspectos: su reingeniería, su desindexación y la mejora de su calidad.


    Es esencial revisar las misiones y funciones de todas las reparticiones gubernamentales. Esto permitirá identificar organismos superpuestos, duplicidad de funciones y gastos innecesarios que no responden a la verdadera esencia del Estado, sin necesidad de modificar la planta permanente de trabajadores estatales. La pandemia facilitó que muchas instituciones públicas operaran en forma remota, lo que evidenció la existencia de numerosos edificios públicos sin utilidad práctica, susceptibles de ser transferidos al sector privado. Además es fundamental reglamentar las compras públicas para que se realicen exclusivamente a través de medios electrónicos, garantizando transparencia y acceso ciudadano. En este contexto se plantea también la implementación de un congelamiento de vacantes en los sectores públicos nacionales, provinciales y municipales. Con más de 3 millones de trabajadores en el sistema estatal, ya se dispone de una fuerza laboral suficiente para optimizar las tareas existentes. Esta medida podría derivar, de forma natural, en una reducción de medio millón de empleados en un lapso de cinco años.


    Un factor determinante que ha condicionado el resultado fiscal primario, más allá del impacto de la deuda, es el ajuste del gasto según la inflación pasada. Por ello se propone vincular todos los ítems del gasto público a la inflación futura, una estrategia que podría formalizarse mediante una ley de estabilidad macroeconómica que establezca un sendero plurianual para estas variables. A esto se suma la necesidad de reformar los sistemas de pensiones para abordar un fenómeno global emergente, el aumento de la esperanza de vida. Los avances en la industria de la salud han extendido la longevidad a nivel mundial, mientras que las tasas de natalidad han disminuido, generando una presión adicional sobre las finanzas públicas. En respuesta, varios países han implementado reformas estructurales para actualizar los parámetros clave del sistema, en particular las fórmulas de cálculo de beneficios.


    En la Argentina, el gasto en pensiones ha aumentado de manera considerable debido a la ampliación del número de beneficiarios y a la incorporación de una pensión básica no contributiva. Sin embargo, la estructura de beneficios no ha cambiado sustancialmente en décadas. Hoy, el sistema gasta más de lo que recauda y depende de asignaciones específicas provenientes de impuestos coparticipables. Este modelo no es nuevo; hasta 2015 se financiaba con un 15% de la masa coparticipable, pero esta práctica fue interrumpida tras un fallo de la Corte Suprema de Justicia. Es crucial definir, como parte del ordenamiento federal, qué porción del financiamiento corresponde a las provincias y cuál al gobierno nacional.


    Sin una modernización previsional en el mediano y largo plazo, el sistema jubilatorio enfrentará un déficit creciente o verá drásticamente reducidas las pensiones. Para evitarlo se deben implementar incentivos que promuevan un incremento del número de trabajadores activos, reduciendo la informalidad laboral y ampliando la base de contribuyentes. Además, resulta necesario introducir una fórmula de ajuste que apunte a la inflación futura y que diferencie entre jubilados aportantes y no aportantes.


    Finalmente, en relación con la calidad del gasto público, América Latina se destaca como una de las regiones más desiguales del mundo, mientras que Europa sobresale por su equidad. La diferencia radica en la efectividad del Estado como igualador del bienestar. Antes de impuestos y transferencias, es decir, antes de la acción del Estado, los países europeos presentan coeficientes de Gini9 similares a los que se pueden observar en América Latina.


    En teoría, todos los gobiernos buscan distribuir el gasto público para reducir desigualdades iniciales, aumentando las oportunidades de los sectores más pobres y reduciendo su vulnerabilidad. Sin embargo, no basta con incrementar el gasto público per se; la diferencia principal con los países desarrollados es la eficiencia en su aplicación. Se trata de determinar en quién recae el gasto y cuán efectivo es.


    La eficiencia es un aspecto esencial de la política fiscal y un elemento indispensable para alcanzar los objetivos de desarrollo económico, social e institucional de los países, tales como la aceleración del crecimiento, la reducción de la pobreza y el fortalecimiento de la legitimidad del Estado. La eficiencia del gasto público alude a los efectos que este tiene en las condiciones económicas y sociales de los países y en la vida cotidiana de las personas, en relación con los recursos utilizados.


    Por eso es importante no solo el nivel agregado de gasto público, sino la eficacia en su ejecución. Un ejemplo claro es el caso de la educación. En la Argentina la inversión en educación aumenta, pero no se alcanzan los resultados de desempeño educativo esperados. Aunque el gasto en este aspecto es mayormente progresivo, resulta socavado por las ineficiencias propias de su utilización.
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    CAPÍTULO 4


     


    Hacia una nueva ley de coparticipación federal


    Las fuertes asimetrías productivas, fiscales y sociales señaladas en el primer capítulo hacen indispensable un régimen de transferencia como el de coparticipación federal de impuestos. Tanto la experiencia local como la internacional indican que este debe ganar en automaticidad y fortalecer la correspondencia fiscal.


    Opciones como el retorno a una completa separación de fuentes han sido descartadas. De haberse implementado, las diferencias entre las provincias se habrían profundizado, haciendo más tortuosa aún la centralización del país.


    Atendiendo estrictamente la normativa constitucional, se advierte una transición de un federalismo dual, inspirado en la Décima Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos y expresado en el principio de distribución de competencias y recursos, a un federalismo de concertación, sustentado en el estatus constitucional que posee actualmente la ley-convenio sobre coparticipación federal de impuestos.


    Durante la Convención de 1994, el miembro informante del dictamen de la mayoría destacó:


     


    La inserción constitucional del régimen de coparticipación reconoce sucintamente varios fundamentos: ajustar el texto normativo constitucional a una práctica de distribución fiscal que desde hace aproximadamente seis décadas se ha consolidado en el país, eliminando de esta manera una situación de incertidumbre jurídica; conferir racionalidad a la administración y distribución de recursos financieros y fiscales entre las distintas jurisdicciones; estructurar un espacio institucional de concertación federal desde donde se diseñe, en un marco de participación igualitaria, la matriz tributaria y la pauta distributiva de los fondos que se recauden; superar los inconvenientes que genera un sistema rígido de separación de fuentes tributarias; beneficiar al contribuyente individual, disminuyendo la presión fiscal global y reduciendo los costos de percepción, fundamentalmente dando posibilidad a las provincias chicas de poder compartir la recaudación de otras provincias; favorecer a los estados provinciales más pobres, que permite su subsistencia en este momento.1


     


    A pesar de estos objetivos trazados para lograr una distribución federal de concertación efectiva, los resultados están lejos de alcanzarse. Mientras continúe la aplicación prorrogada de una ley que otorga gran discrecionalidad al Estado nacional, las provincias —o sus gobernadores— permanecerán como sus rehenes fiscales. Esto distorsiona parámetros constitucionales fundamentales, como los criterios objetivos de reparto, la equidad, la solidaridad, la prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, la calidad de vida y la igualdad de oportunidades, entre otros, en todo el territorio nacional.


    Pasadas cuatro décadas desde el fin de la dictadura, se puede reconocer como gran triunfo del país la consolidación de un Estado de derecho y de un sistema de constitucionalismo que somete el poder a la ley. Sin embargo, persisten arbitrariedades, tanto cuando no hay ley como cuando existe y no se cumple, como es el caso de la coparticipación federal de impuestos.


    La última reforma constitucional, realizada en 1994, se propuso fijar las pautas para vivir en democracia y preservarla, evitando cualquier interrupción. No obstante, las sucesivas autoridades no han logrado alcanzar un acuerdo para cumplir plenamente con la obligación de dictar una ley-convenio en materia de coparticipación federal de impuestos.


    Hasta el día de hoy, esta situación sigue generando postergaciones e insatisfacción en cuanto a las necesidades primordiales de toda la comunidad. La discusión, por más anacrónica que parezca, es la misma de entonces: ¿qué modelo de país queremos los argentinos? ¿Federal, como tantas veces se ha declamado? ¿O unitario, como muestra la realidad?


    Entre las asignaturas pendientes de la Argentina hay una fundamental, la de garantizar, más allá de los cambios electorales y de las políticas partidarias inestables, una verdadera equidad coparticipativa.


    Desde la escuela primaria nos enseñan que la Constitución establece que la Argentina adopta para su gobierno “la forma representativa, republicana y federal”. Esto implica una descentralización política con base territorial, en contraste con el Estado unitario que propugna la centralización del territorio, permitiendo la coexistencia de varios Estados miembros —las provincias— dentro de un único Estado federal. Sin embargo, aquella decisión histórica, que abriga el ideal de alcanzar la paz y la unidad nacional, ha sido en muchos aspectos una expresión de deseos más que una realidad concreta, un listado de buenas intenciones sin el respaldo de un entramado de normas obligatorias.


    Aunque la declaración de república federal zanjó la discusión, las diferencias que la Constitución permite entre el Estado federal y los Estados locales —acentuadas desde la reforma constitucional de 1994, que reconoció la autonomía municipal y otorgó un nuevo estatus jurídico a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— generan relaciones marcadas por tensiones constantes: participación, colaboración, subordinación, equilibrio, coordinación.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) ha precisado, conforme a la Constitución:


     


    Las potestades provinciales no pueden enervar el ejercicio razonable de los poderes delegados al gobierno federal, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos […] de procurar eficazmente el bien común de la nación toda.2


     


    Así, el federalismo argentino ha evolucionado desde modelos de imposición del poder central en los Estados locales hacia modelos de concertación, pero también conservó ciertos rasgos unitarios.


    Uno de ellos, fundamental, es la facultad otorgada al Congreso de la Nación para dictar los códigos de fondo, en particular los relativos al reparto de los ingresos públicos, aplicables a todo el territorio argentino.


    El debate institucional sobre ese reparto, eternamente prorrogado, sigue siendo una de las claves para el desarrollo nacional. Un modelo justo y equitativo de coparticipación, que posibilite la sustentabilidad en todo el país, cumpliría con el espíritu federal que los padres fundadores otorgaron a la Argentina. Esto permitiría reducir las asimetrías territoriales, afianzar las economías regionales y generar igualdad de oportunidades.


    La mala distribución de la riqueza generada en el país, tanto en su origen como en su destino, obstaculiza el crecimiento armónico y exacerba las diferencias. Mientras el 80% de los bienes exportados con valor agregado proviene de la región centro-pampeana —que concentra el 72% de los establecimientos industriales—, en el NOA se origina apenas el 2,8% de las exportaciones, a pesar de que esta región alberga el 12% de la población del país. De este modo, el sistema tributario nacional se constituye como mero instrumento recaudatorio, en lugar de ser una herramienta estratégica para fomentar el desarrollo equilibrado y establecer ritmos y prioridades regionales, conforme al conjunto del país. Algo explícitamente observado en el artículo 75 de la Constitución Nacional, que todos decimos conocer y respetar.


    Sin embargo, hay una enorme distancia entre la letra y la práctica. La reforma constitucional de 1994 buscaba atenuar el hiperpresidencialismo, racionalizándolo y controlándolo, al tiempo que otorgaba mayor poder de decisión a las autonomías provinciales y municipales, producto de la participación ciudadana. Asimismo, promovía el fortalecimiento del Congreso y del Poder Judicial como órganos de control frente a posibles excesos del Ejecutivo, como el abuso de decretos de necesidad y urgencia o los superpoderes en materia financiera. En esencia, el objetivo era desmantelar sistemas de privilegios corporativos.


    No obstante, los resultados fueron desiguales. Los principios federales y los intereses regionales quedaron subordinados a políticas de centralización del poder. Aunque la reforma introdujo cambios significativos en la Cámara de Senadores —modificando su forma de elección, integración, duración del mandato y competencias—, no logró cumplir plenamente su rol de defender las autonomías provinciales y promover el federalismo. Este cuerpo debía ser el origen de las leyes de coparticipación impositiva, diseñando políticas diferenciadas que equilibraran el desarrollo desigual entre provincias y regiones.


    Sin embargo, la realidad política argentina, caracterizada por un sistema en el que el presidente toma las decisiones con el apoyo de los gobernadores provinciales —quienes influyen en los diputados y senadores nacionales—, frustró estas aspiraciones. Un ejemplo paradigmático es el tratamiento de los temas de coparticipación impositiva y responsabilidad fiscal de las provincias, cuestiones esenciales para el federalismo. En lugar de un debate amplio, transparente y participativo, primaron las negociaciones bilaterales entre el Ejecutivo nacional y los Ejecutivos provinciales. Este enfoque debilitó las autonomías regionales y contravino los principios constitucionales. Así, los gobernadores, independientemente de sus posturas partidarias, terminaron respondiendo a las directivas políticas emanadas de la presidencia, muchas veces en detrimento de los intereses y poderes provinciales que debían representar.


    Una ley que no es


    Los artículos de la Constitución Nacional reformada en 1994 sobre la coparticipación federal de ingresos públicos son taxativos. Su cumplimiento representaba la única salida del intrincado laberinto de las finanzas federales. En este marco se exigió al Congreso de la Nación la sanción de una nueva ley de coparticipación federal de impuestos —en reemplazo de la normativa transitoria vigente desde el 1º de enero de 1988— en un plazo máximo de un año. Según este plazo, el régimen de coparticipación y la reglamentación del organismo fiscal federal debían estar definidos antes de finalizar 1996.


    Esta ley-convenio debía sancionarse sobre la base del federalismo de concertación, fundado en acuerdos entre la nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires, teniendo en cuenta competencias, servicios y funciones de cada jurisdicción. Además debía garantizar la remisión automática de fondos según criterios objetivos de reparto. La sanción requería la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podía modificarse unilateralmente ni ser objeto de reglamentación y necesitaba la aprobación de las provincias. Un organismo fiscal federal sería responsable de controlar y fiscalizar la ejecución, asegurando la representación equitativa de todas las provincias y de la ciudad de Buenos Aires.


    Estas disposiciones apuntaban a posicionar al Estado en su rol adecuado, en que cada obligación implicaba un derecho y una garantía. Fundamentalmente, el derecho del pueblo a exigir que sus autoridades cumplieran con el mandato constitucional en materia de distribución de recursos fiscales, acompañado de garantías para su efectiva implementación.


    La ley, igual que la Constitución en su conjunto, concebida como un sistema armónico, ofrecía una solución a los problemas estructurales. No obstante, el Estado de derecho alcanza su máxima expresión únicamente cuando el poder se somete a la ley, y las arbitrariedades se cometen tanto en la ausencia de leyes como en su incumplimiento.


    La falta de sanción de la ley-convenio de coparticipación federal de recursos fiscales ha perpetuado desigualdades, postergando necesidades esenciales de la comunidad. Esta omisión histórica refleja una tensión persistente entre el gobierno nacional y las provincias, un conflicto que ha atravesado dos siglos de historia argentina. Inicialmente, las disputas giraban en torno a culpas por el déficit fiscal consolidado; más tarde, se centraron en la distribución de la recaudación, quién retenía los ingresos provenientes del impuesto a los créditos y débitos bancarios, de las retenciones o del déficit del sistema de seguridad social.


    El diseño de una nueva ley requiere transitar dos carriles fundamentales. El primero, entre la nación y las provincias, debe respetar los servicios y las funciones que cada nivel de gobierno administra. El segundo, entre las provincias mismas, debe garantizar equidad y solidaridad, con el objetivo de promover un desarrollo equilibrado y brindar igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.


    Sin embargo, mantener la masa coparticipable actual mientras se reforma la coparticipación secundaria para equiparar los recursos per cápita entre las provincias resultaría políticamente inviable. Un ajuste de este tipo implicaría que dieciocho provincias cedieran recursos para compensar a las cuatro que actualmente reciben menos. Como señala el politólogo Luis Tonelli:


     


    Cuando las provincias menos desarrolladas piden en la Argentina por más federalismo, están pidiendo que el gobierno central les envíe más recursos; cuando las provincias más desarrolladas piden más federalismo, están pidiendo que el Estado central no les extraiga más recursos.3


     


    En este contexto parece inevitable que sea la nación la que deba ceder recursos para compensar a las provincias más perjudicadas por el sistema actual.


    Existen también soluciones progresivas, como la creación de un fondo gradual y de planificación comprobable para la coparticipación primaria, gestionado por un organismo fiscal federal con la capacidad de garantizar que ninguna provincia experimente pérdidas, tal como lo establece la Constitución Nacional.


    Es innegable que la transferencia de recursos federales resulta fundamental para el proceso de descentralización y constituye una pieza clave en los cuatro pilares que sostienen un federalismo fiscal genuino:


     


    
      	Determinar la base imponible y la tasa de cada impuesto.


      	Asumir la responsabilidad por la prestación de servicios específicos.


      	Nivelar los desequilibrios horizontales entre regiones.


      	Corregir los desequilibrios verticales mediante transferencias intergubernamentales.

    


     


    El análisis de Tonelli, basado en los fundamentos del trabajo Designing Federalism: A Theory of Self-Sustainable Federal Institutions, es concluyente:


     


    Entre los extremos de la solución neoliberal del “que cada uno viva con lo suyo” y el de la de la solución hiperpresidencialista, algunos países federales lograron consolidar un sistema de partidos centrípeto, que medió funcionalmente en el conflicto nación-unidades subnacionales, generando instancias de coordinación y cooperación, y sumando así elementos de estabilidad y gobernabilidad.4


     


    La ausencia de una ley de coparticipación federal no beneficia a nadie, ni al país ni a sus provincias, y mucho menos a los gobernantes de ambos niveles. Los conflictos registrados en 2021, provocados por la redistribución de porcentajes coparticipativos entre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Estado nacional, evidencian la persistente actualidad de esta problemática. Si bien en el siglo XIX las relaciones de poder entre los distintos niveles de gobierno se medían en términos militares:


     


    Hoy se mide casi exclusivamente en función de indicadores económicos: producto bruto, ingreso per cápita, recursos fiscales, gasto público, etc. […] la cantidad de población, porque esta determina la capacidad de influencia de cada comunidad desde el punto de vista político.5


     


    Han transcurrido más de dos décadas y media desde que se exigiera al Congreso de la Nación la sanción de una nueva ley de coparticipación federal de impuestos en un plazo no mayor a un año. Más de dos décadas y media durante las cuales las autoridades no han podido —o no han querido— alcanzar los consensos necesarios para cumplir con este mandato constitucional. Actualmente, esta violación de la Constitución continúa consumándose.


    Cumplir la Constitución: el recurso judicial


    Las críticas al régimen de coparticipación merecieron un consenso tan amplio que en 1994 se logró la reforma de la Constitución Nacional. Esta buscaba establecer una nueva distribución de responsabilidades entre los distintos niveles de gobierno, con el objetivo de garantizar una prestación de servicios públicos —educación, salud, seguridad y justicia— de igual calidad en todo el territorio nacional.


    La reforma dispuso la obligación de sancionar una ley-convenio antes del 31 de diciembre de 1996. Sin embargo, nunca se alcanzaron los acuerdos necesarios, generando una omisión constitucional por parte del Estado.


    Aunque es evidente que la falta de una ley-convenio es una responsabilidad del Congreso, se ha debatido extensamente la posibilidad de exigir su cumplimiento ante los tribunales. A un cuarto de siglo, las provincias continúan demandando un régimen de distribución fiscal que les permita brindar servicios adecuados a la ciudadanía, enfrentándose una y otra vez a la misma falta de voluntad política.


    El sistema judicial no puede actuar de oficio para controlar el incumplimiento general de las instituciones, ya que necesita un caso concreto para intervenir. Un ejemplo ilustrativo ocurrió en 2005, cuando la Corte Suprema de Justicia de la Nación aceptó su competencia en una acción de amparo presentada por la provincia de Salta contra el Estado nacional, para exigir la entrega de fondos estipulados en la ley 24.049. La Corte falló a favor de Salta y ordenó al gobierno federal liberar los fondos retenidos.6


    Y eso fue todo: la Corte Suprema no tiene competencia para expresarse en general sobre el incumplimiento grave de la Constitución que implica la demora de la ley-convenio. La única inconstitucionalidad que se podría haber rechazado en esas circunstancias habría sido la de alguna norma que se aplicara al caso concreto.


    Es cierto, sin embargo, que la justicia puede intervenir en causas en las cuales se pondera el derecho a la defensa o a la tutela judicial efectiva. Por ejemplo, la demanda que Santiago del Estero interpuso ante el Estado nacional y Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) en 1985, en la cual se realizó una acción preventiva.


    La Corte Suprema decide entonces que se encuentra “frente a una solicitud de declaración de certeza, porque no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa” en una situación que busca “precaver los efectos de un acto en ciernes al que se le atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal”.7


    Cabe destacar que el fallo también modificó la noción de causa judicial sostenida hasta entonces al aceptar la función preventiva para dar certeza sobre la legitimidad o ilegitimidad de un acto antes de que causara un daño. Sin embargo, como en el ejemplo de 2005, también había un caso.


    Por último, en lo que se refiere al Poder Judicial, la Corte Suprema posee la capacidad de manifestarse para dirimir controversias y componer situaciones de conflicto “aunque estrictamente no se trate de contiendas jurídicas, sino de decisiones políticas que puedan afectar los intereses provinciales”, como destaca María Angélica Gelli.8 Es una función alternativa a los acuerdos o las negociaciones cuando existen controversias entre las provincias, que potencialmente puedan resultar perjudiciales. La CSJN posee facultades para garantizar la paz y la unión nacional entre los Estados locales.


    A más de un cuarto de siglo de espera, la intervención dirimente de la CSJN podría ser relevante: no es conveniente que existan mandatos constitucionales incumplidos, en particular uno que, como la ausencia de la ley-convenio, impide el desarrollo equilibrado del país. Con cautela —los jueces no pueden sustituir al Poder Legislativo— es posible acudir a técnicas de interpretación constitucional que destraben el problema. El artículo 127 de la Constitución podría ser la herramienta: “Ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a otra provincia. Sus quejas deben ser sometidas a la Corte Suprema de Justicia y dirimidas por ella”, establece en su primer tramo.


    Considerando la incompetencia de la CSJN para emitir pronunciamientos abstractos, generales y erga omnes, sería conveniente que, en ejercicio de la jurisdicción dirimente y mediante acuerdos pacíficos, coadyuve y oriente a los Estados locales y al Estado nacional para coordinar acciones en miras a cumplimentar la Constitución de la Nación.


    Una interpretación viva de la Constitución Nacional invita a repensar instituciones ideadas antaño con otros fines, tales como la jurisdicción dirimente de la CSJN. Actualmente no son los enfrentamientos bélicos, sino los conflictos económicos fiscales los que requieren soluciones amistosas, que arbitren entre los Estados para alcanzar la paz, el desarrollo con justicia social y la unidad nacional. El sistema jurídico debe interpretarse armónicamente y tener la virtud de dar respuesta a todos los supuestos de la vida. No es concebible que exista un tribunal incapaz frente a un legislador negligente.


    Si pretendemos afianzar un país federal, es indispensable dar cumplimiento al mandato constitucional y, frente a la inacción de la clase política, la Corte Suprema deberá accionar para coadyuvar a encontrar una solución adecuada.


    La salida acordada


    Sin embargo, dado que el régimen de coparticipación federal de impuestos constituye el primer acuerdo entre la nación y las provincias que se plasma en la Constitución, es conveniente analizar en detalle el texto en busca de mejores caminos que el recurso judicial, cuya repetición ha demostrado una sola cosa: no es una solución definitiva. Hoy es el conflicto entre la ciudad de Buenos Aires y la nación; ayer, el de Córdoba, Santa Fe y San Luis; las tensiones entre el gobierno nacional y las provincias se suceden, sea por el déficit fiscal consolidado, sea por quién se queda con el superávit, las retenciones o lo recaudado por créditos y débitos bancarios.


    “Para reformar la Constitución fue necesario generar un consenso superior al que demanda una ley de coparticipación. Pero, si bien eso era más difícil, la verdad es que existía un clima de acuerdos importantes”, recuerda Alberto García Lema,9 conjuez de la Corte Suprema de Justicia y exprocurador del Tesoro de la Nación, quien además de ser un experto ha participado como convencional constituyente.


    En “Situación del federalismo luego de la reforma constitucional”, Daniel Alberto Sabsay10 coincide en que la parte más ardua de la negociación —alrededor del llamado “Núcleo de coincidencias básicas”— “se centró en aspectos relativos a la forma de gobierno. […] Las cuestiones atinentes al federalismo han sido las que han pasado más desapercibidas”, agrega, lo cual ha resultado una situación “por demás paradójica, ya que el federalismo argentino ha sido objeto de importantes retoques por parte del constituyente reformador”.


    En contenido, además, la modificación del antiguo artículo 67, hoy 75, reemplazó “el federalismo dual o confrontativo que llevaba al exclusivismo nacional en desmedro de las provincias y los municipios” por una idea de federalismo de concertación.


    Así, el texto sobre coparticipación que resultó del acuerdo estableció:


     


    La distribución entre la nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre estas se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.


     


    A continuación, en el artículo 75 se incluyen las palabras que en muchas ocasiones se han utilizado para explicar por qué han pasado ya veinticinco años desde el plazo final para contar con una ley-convenio, sin que se haya siquiera comenzado a debatir: “La ley-convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será aprobada por las provincias”.


    “El problema es que se interpreta este inciso como si hubiera que hacer un acuerdo federal unánime. Esta es la doctrina vigente, lo que opina la mayoría de los constitucionalistas”, plantea García Lema. “Pero lo que dice el texto es que la ley-convenio sale del Senado, que necesita mayoría absoluta en ambas cámaras y que las provincias tienen que aprobar. La unanimidad no se plantea específicamente, se habla de mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de las cámaras”.


    Interpretación dinámica y acuerdo con salvedades


    Hace unos años, García Lema participó en un debate en el Senado sobre las consideraciones legales que podrían resolver lo que ha funcionado como una traba. “Yo propuse que se intentara hacer una ley de coparticipación con una mayoría muy amplia y que se resguardara la situación de aquellos que no acordaran utilizando la cláusula transitoria sexta”, señaló el jurista. Ese texto indica que “la distribución de competencias, servicios y funciones vigentes a la sanción de esta reforma no podrá modificarse sin la aprobación de la provincia interesada”; el parámetro debe ser la distribución vigente en 1994.


    La interpretación que ha planteado García Lema es la llamada interpretación dinámica, “no de acuerdo con el texto ni a su origen, para permitir resolver el bloqueo”, especificó. “En el caso de que una o dos provincias no quieran votar un nuevo acuerdo de coparticipación, la solución sería que la nueva ley no modificase la distribución de los recursos que esa provincia tenía en el momento de la reforma constitucional”. Esto brindaría “una garantía para las provincias disidentes al eventual acuerdo”, añadió, asegurando que no quedaran en una situación peor a la que tenían al momento de sancionarse la Constitución. Según él, este enfoque haría difícil que alguna jurisdicción se opusiera.


    Es cierto que desde 1994 se han creado fuentes de recursos importantes, como el impuesto a los cheques, pero eso tampoco debería dificultar las negociaciones. García Lema propuso: “Todos los impuestos nuevos tendrían que discutirse, más allá de que se mantenga la situación original en los anteriores”.


    Recordó dos antecedentes importantes relacionados con el acuerdo federal de 1990; en primer lugar, el que incluyó a la ciudad de Buenos Aires, aunque en ese momento no era autónoma; en segundo lugar, que si bien el acuerdo fue unánime, contempló “un conjunto de salvedades hechas por las provincias que no estaban de acuerdo, sobre todo para proteger sus recursos naturales”.


    “Este precedente es importante porque permitiría llevar adelante acuerdos que no sean unánimes gracias a la adhesión con salvedades de las provincias que duden. Luego la Corte Suprema podrá decidir si las salvedades son válidas o no”, explicó. Reconoció que se trataba de una arquitectura jurídico-constitucional-política compleja, pero con una virtud significativa: “Permitiría destrabar un tema que está estancado hace años”.


    En su opinión, la ley-convenio podría iniciarse como cualquier otra, con la Cámara de Senadores como origen. “Habría que obtener la mayoría absoluta sobre el total de los miembros (no de los presentes) y se la pone en marcha, lo cual implica invitar a las provincias”, analizó. En ese punto surgiría el debate entre quienes demanden unanimidad y quienes acepten una mayoría muy amplia, una cuestión de realismo político. “Este es un tema de grandes negociaciones. Depende de qué poder tenga una presidencia para llevar adelante un proceso de este tipo”, resumió.


    Para cualquier presidencia, del signo político que sea, esto representaría una herramienta valiosa. Los acuerdos federales —la estrategia de la nación— son transitorios y, en ocasiones —como en el caso de Córdoba, Santa Fe y San Luis, en el cual García Lema ha participado—, terminan invalidados por el tribunal superior. Sin una ley-convenio, todos los acuerdos están condenados a ser temporales, ya que los recursos especiales que recibe la nación son de carácter transitorio.


    “Los gobiernos de Kirchner intentaron sacar leyes transitorias que cubrieran ese espacio entre los acuerdos, y la Corte lo rechazó; la inconstitucionalidad de esas leyes estuvo dada por su falta de respaldo mediante acuerdos con las provincias”, señaló. “En la práctica, cualquier gobierno necesita una ley de coparticipación”, concluyó.


    Si entre las provincias disidentes estuvieran las más grandes, como Córdoba, todo sería difícil. Sin embargo, García Lema considera que incluso la provincia de Buenos Aires tendría buenos motivos para acordar: “Es la que más perdió porcentualmente desde 1988 hasta hoy. Siempre fue compensada con transferencias y otras herramientas, pero en rigor le conviene una nueva ley de coparticipación”.


    Dado que CABA llevó a la Corte Suprema una cuestión mucho menor, es previsible que sea una de las jurisdicciones disidentes. Sin embargo, el texto constitucional presenta un matiz importante: la coparticipación primaria implica un acuerdo —no unanimidad— entre la nación y las provincias. El turno de CABA llega al discutir la coparticipación secundaria, lo cual reduciría, en potencia, las disconformidades con una ley-convenio.


    Un problema que subyace a la posibilidad de disidencia y, sobre todo, a la imposibilidad de gestar la ley es el temor de las provincias a perder en el reparto. Sin embargo, los porcentajes de aquel momento ya habían sido pensados para el largo plazo, recordó García Lema. Si desde entonces algunas provincias perdieron, analizó, fue por otras cuestiones: “La Rioja, San Juan y Catamarca, por ejemplo, fueron perdiendo sus regímenes de producción industrial”.


    En el fondo de esta problemática persiste la dialéctica amigo-enemigo, apunta el jurista: “Hay que terminar con esta perspectiva. Para tener desarrollo nacional hacen falta políticas de Estado basadas en acuerdos duraderos en el tiempo. No vamos a salir de la pobreza, agravada además por la pandemia, sin cambiar esa mentalidad y generar las bases de acuerdos nacionales”. Tanto el gobierno como la oposición sufren desgaste por lo que considera “una política de confrontación excesiva”. Por ello, apuntar a una estrategia de acuerdos sería también en beneficio de la propia dirigencia.


    Distribución primaria y secundaria


    En un informe sobre federalismo fiscal realizado por la Legislatura de Córdoba, en 2017, se señala que todos los habitantes del país, independientemente de la región donde vivan, deben tener acceso a la misma canasta de bienes y servicios públicos, con igualdad tanto en cantidad como en calidad. Teóricamente, este derecho se debería garantizar definiendo qué partes del gasto público corresponden a la nación, a las provincias y a otras instituciones, así como estableciendo qué impuestos recauda cada uno y cómo se reparten equitativamente.


    La confirmación constitucional expresa que los ingresos aduaneros corresponden a la nación; los impuestos indirectos, tanto a la nación como a las provincias, y los directos, a las provincias, salvo que existan razones para su uso por parte de la nación. Sin embargo, en la práctica, la mayoría de los tributos indirectos —como el impuesto al valor agregado (IVA)— y los directos —como el de ganancias— son instrumentados por la nación. Esto causa un desequilibrio; sobre el total de ingresos generados por el sector público, la nación recauda el 81%, frente al 17% de las provincias y el 2% de los municipios. En cuanto al gasto público, la nación ejecuta el 58%; las provincias, el 35%, y los municipios, tan solo el 7%. Este desbalance, en el que las provincias recaudan menos, pero gastan más, y la nación recauda más y gasta menos, genera incentivos perjudiciales dentro del federalismo.


    El artículo 75 de la Constitución establece que “la distribución entre la nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto”. Esto significa que debe ser equitativa, solidaria y priorizar el desarrollo, la calidad de vida y la igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.


    Sin embargo, esa objetividad teórica choca con la realidad; la ley vigente no define criterios claros para construir los coeficientes de distribución de cada provincia, limitándose a establecer porcentajes fijos y arbitrarios.


    La ley 23.548, sancionada en 1988 y aún vigente, establece que la distribución primaria de los recursos sería del 42% para la nación y el 54% para las provincias. No obstante, desde entonces, lo recibido por estas ha disminuido a favor de la nación, consolidando, de manera irónica en un país que se proclama federal, el unitarismo fiscal.


    Esto fue particularmente evidente entre 1993 y 2001, cuando las asignaciones específicas de tributos y las precoparticipaciones redujeron la participación de las provincias, del 48,6% de los recursos coparticipables en 1993 al 35,7% en 2001. Hasta 2015, estas asignaciones y precoparticipaciones se mantuvieron, y las provincias recibieron en promedio el 40%.


    El fallo de la Corte Suprema de 2015, que eliminó la precoparticipación del 15% destinada a ANSES, y el Consenso Federal de 2016, que modificó las asignaciones específicas —como la eliminación del Fondo del Conurbano y NBI—, permitieron un aumento en la participación de las provincias, alcanzando el 50%. Si bien esta cifra es alta en términos históricos, sigue por debajo de lo estipulado por la ley 23.548.


    Un primer paso para subsanar la desigualdad sería derogar o modificar de manera perentoria la casi totalidad de las asignaciones específicas. Esto permitiría establecer una distribución primaria y secundaria basada en los criterios constitucionales, enfatizando las modificaciones necesarias en las competencias, servicios y funciones entre la nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires, habida cuenta de su mayor responsabilidad al respecto.


    Reconocer la participación de las provincias y de la ciudad de Buenos Aires allanaría el camino para debatir la distribución secundaria, actualmente trabada por las disputas entre las provincias más grandes y desarrolladas y las más pequeñas y menos desarrolladas.


    Un tercer actor, que históricamente ha influido en las cuestiones federales, es el sistema previsional. Este concentra el 26% del gasto consolidado, equivalente al 12% del PBI, de los cuales el 80% es ejecutado por el gobierno nacional (9,6% del PBI). Tanto el sistema previsional nacional (ANSES) como los sistemas provinciales presentan déficits; el nacional tiene un déficit del 4% del PBI, mientras que el de las provincias asciende al 0,5%. En conjunto, el déficit previsional alcanza el 4,5% del PBI, y sigue aumentando.


    La relevancia del sistema previsional en las finanzas públicas ha llevado, en numerosas ocasiones, a su vinculación con cuestiones federales. Por ejemplo, la baja de contribuciones patronales en la década de 1980 y las reformas previsionales de 1992 —con las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP)— implicaron la reducción de recursos de la masa coparticipable (1980, 1992-2015).


    En el marco de la reforma de 1992 (AFJP), diez provincias transfirieron sus cajas previsionales a la nación, mientras que el resto no lo hizo. Esto generó un subsidio cruzado interjurisdiccional; las provincias que no transfirieron sus cajas financiaban tanto las suyas como las transferidas, a través del 11% del IVA destinado a la ANSES y de las transferencias realizadas por el gobierno nacional en nombre de todas las jurisdicciones.


    Aunque la reforma de parámetros como la edad jubilatoria y su indexación a la inflación futura es un paso necesario, resulta insuficiente. Aumentar los aportes patronales y las contribuciones personales para mejorar los ingresos del sistema no es viable debido al alto nivel de informalidad, que incluso demanda la reducción de estas cargas.


    Es necesario repensar el financiamiento de la seguridad social y preguntarse si este es únicamente un problema del gobierno nacional. Actualmente, la seguridad social recibe el 2,68% del PBI en recursos tributarios con asignación específica, además de los aportes y las contribuciones, que suman un 4,5% del PBI.


    En este esquema, las provincias aportan aproximadamente 1,5% del PBI, considerando su participación teórica del 56% en la masa coparticipable. No obstante, esta contribución se distribuye entre ellas según su coeficiente, sin tener en cuenta si han transferido sus cajas previsionales o no. Las provincias que no lo han hecho reciben una consideración adicional a través de afectaciones específicas, lo que afecta negativamente a un régimen federal equilibrado. Por ejemplo, del 11% del IVA destinado a la ANSES, el 6,27% se distribuye entre las provincias que no han transferido sus cajas. De manera similar, el 6,27% del impuesto sobre los bienes personales también va a dichas provincias.


    Por su parte, la nación aporta el resto del financiamiento tributario (1,23% del PBI), además de los aportes y las contribuciones (6,7% del PBI).


    Hacia una propuesta eficiente y transparente


    Una propuesta que apunta a mejorar la eficiencia y transparencia del sistema sería, en primer lugar, eliminar las asignaciones específicas. Esta medida no solo reduciría muchas de las distorsiones existentes entre jurisdicciones y en la estructura tributaria, sino que también incrementaría la masa coparticipable en un 2,68% del PBI.


    Para evitar desfinanciar la seguridad social, sería necesario establecer un aporte de las provincias basado en un indicador objetivo que permita controlar el gasto. Este aporte debería ser diferencial entre las provincias que han transferido sus cajas previsionales a la nación y aquellas que no lo han hecho.


    Por último, en el camino hacia una ley de coparticipación federal de impuestos, y una vez definido el rol de cada nivel de gobierno, es necesario profundizar en dos elementos clave, la masa coparticipable (estructura fiscal) y la coordinación tributaria federal.
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    CAPÍTULO 5


     


    La revolución impositiva


    La Argentina enfrenta una combinación de desafíos en su sistema tributario: una estructura productiva heterogénea, una débil capacidad de recaudación y altos niveles de informalidad. Estas condiciones generan una carga fiscal excesiva sobre el sector formal y una composición impositiva poco adecuada.


    Un factor adicional de distorsión proviene de los vaivenes de la distribución federal. Ante necesidades fiscales, el gobierno nacional tiende a proponer impuestos con asignaciones específicas que lo favorecen. Esto podría subsanarse explicitando que todo impuesto debe ser coparticipable, tal como establece la Constitución, y aplicando una distribución primaria que elimine estas distorsiones.


    En términos de presión tributaria, según datos oficiales,1 la Argentina alcanzó un 29,5% del PBI en 2020, situándose entre los países con mayor presión fiscal en América Latina y el Caribe, solo superada por Cuba, Barbados y Brasil. Aunque este nivel es inferior al promedio de los países de la OCDE (33,5%), si se considera la alta informalidad económica,2 la presión tributaria efectiva sobre el sector formal asciende al 37,4%. Reducir la informalidad se perfila, entonces, como la política tributaria más transformadora que la Argentina podría adoptar en los próximos años.


    Ahora bien, más allá del nivel tributario —discusión que conlleva asegurar la necesaria consolidación fiscal y la conformidad federal dado que los tributos forman la masa coparticipable—, es importante mejorar la composición, una cuestión que —como veremos— requiere participación de todos los niveles de gobierno.


    Composición inadecuada


    Siguiendo la clasificación internacional, los tributos se pueden agrupar de la siguiente manera:


     


    
      	Impuestos sobre ingresos, utilidades y ganancias de capital (los que pagan tanto los individuos como las sociedades comerciales).


      	Impuestos sobre la propiedad (los denominados patrimoniales).


      	Impuestos sobre bienes y servicios (incluidos comercio internacional e ingresos brutos provinciales).


      	Aportes y contribuciones a la seguridad social.

    


     


    Haciendo una caracterización simple de los efectos de los impuestos, hay consenso en la literatura en que los que gravan los ingresos de los individuos y los que recaen sobre la propiedad son los más adecuados para los objetivos de equidad y de dar progresividad al sistema tributario. Por su parte, los que recaen sobre bienes y servicios y en menor medida el impuesto a las ganancias a las sociedades comerciales —que pueden trasladarse—, al modificar sus precios, generan mayores distorsiones; aunque algunas de ellas son deseadas, como el caso de ciertos gravámenes selectivos (tabaco, bebidas alcohólicas) que intentan desestimular conductas inadecuadas. A su vez, estos tributos suelen ser regresivos, es decir, recaen en mayor proporción en los contribuyentes de menor capacidad contributiva.


    En la Argentina, dentro del primer grupo de tributos encontramos al impuesto a las ganancias que pagan los individuos (2,33% del PBI) y el que pagan las sociedades comerciales (2,78% del PBI). Todo este paquete de impuestos está en manos del gobierno federal y se coparticipa a las provincias por el régimen federal. Este aporte que se realiza en conjunto (5,08% del PBI) está por debajo del promedio de América Latina (5,89%) y de la OCDE (11,31%).


    En otras palabras, de cada 100 pesos que recauda el gobierno federal en su conjunto, solo 17,5 pesos aporta este grupo de tributos, cuando en los países de la OCDE su participación es del 37%. Además, la proporción entre lo recaudado por individuos y sociedades difiere significativamente. En la Argentina, los individuos aportan el 43% del total recaudado por ganancias, frente al 73% en promedio de la OCDE.


    Los impuestos sobre la propiedad —si están bien diseñados— tienen un alto potencial para mejorar la progresividad fiscal. En la Argentina, la recaudación de los gravámenes patrimoniales, compartida entre la nación —a través del impuesto sobre los bienes personales que se coparticipa— y las provincias —mediante los impuestos inmobiliario y automotor—, representa el 1,24% del producto. Este porcentaje es superior al promedio de los países de América Latina (0,7%), pero inferior al de los de la OCDE (1,8%).


    Cabe destacar que esta participación, superior a la observada en años anteriores —entre 2004 y 2019 promedió el 0,9% del producto—, se debe al incremento en la recaudación del impuesto sobre los bienes personales tras la reforma implementada a fines de 2019. Este cambio impactó negativamente en la participación de las provincias, que en 2021 aportaban apenas la mitad de lo recaudado por estos tributos, mientras que en 2019 habían alcanzado un 80%.


    Además, dentro de la estructura tributaria provincial, los impuestos patrimoniales también perdieron relevancia, pasando de representar el 20% en 2004 al 13% en 2021.


    Los tributos que recaen sobre bienes o servicios generan las mayores distorsiones en la economía, ya que modifican los precios de mercado y son los menos coparticipados con las provincias. En la Argentina representan el 17,4% del PBI, una proporción significativamente superior a la de América Latina (10,62%) y la OCDE (10,75%). Esto implica que de cada 100 pesos recaudados en el país, 60 provienen de estos impuestos, mientras que en América Latina esa cifra es del 49%, y en la OCDE, del 32,6%.


    En este grupo de tributos, la Argentina presenta características particularmente desfavorables. Entre ellos se destacan:


     


    
      	Impuestos sobre las exportaciones. Representan el 1,43% del PBI, no forman parte de la masa coparticipable y tienen un impacto negativo en el comercio exterior y la competitividad, aspectos cruciales para reducir la restricción externa del país.


      	Ingresos brutos provinciales. Alcanzan el 3,87% del PBI, un nivel prácticamente inexistente en la OCDE (0,1%) y mucho menor en América Latina (0,65%), y también afectan negativamente la competitividad.


      	Impuestos a las transacciones financieras. Incluyen los referidos a los débitos y créditos bancarios, cuya recaudación asciende al 2% del PBI, en contraste con el 0,3% en América Latina y el 0,4% en la OCDE. Y desalientan la bancarización y la formalización de la economía.


      	Tributos selectivos. Incluyen impuestos sobre cigarrillos, bebidas alcohólicas, cerveza y bebidas azucaradas, que aportan el 1,45% del PBI, por debajo del 3,7% en América Latina y del 3,1% en la OCDE. En su mayoría se coparticipan por el régimen general.

    


     


    Por otro lado, el IVA es el impuesto más relevante de la estructura tributaria argentina y se coparticipa parcialmente, dado que tiene una asignación específica a la ANSES. Este tributo está presente en la mayoría de los países del mundo y —si no tiene exenciones y tratamientos particulares— es, en general, neutral en los precios relativos, y su impacto distributivo suele ser regresivo. Su recaudación en la Argentina es del 7,01% del PBI, levemente superior al promedio de América Latina (5,9%) y de la OCDE (6,7%), sin embargo, se logra con una de las alícuotas más altas del mundo (21%), en comparación con Brasil (18%) y Chile (19%), que recaudan más (7 y 8% del PBI, respectivamente) con alícuotas menores.


    En cuanto a los tributos relacionados con la seguridad social, la Argentina recauda el 5,18% del PBI, un nivel superior al de América Latina (4,05%), pero inferior al de la OCDE (8,93%). La principal diferencia radica en el régimen de trabajadores autónomos y el monotributo, que aportan solo el 0,21% del PBI, menos de un cuarto del promedio de la OCDE (0,9%). La alta informalidad laboral en la Argentina explica gran parte de esta brecha y refuerza la importancia de reducirla para cerrar el déficit de financiamiento de la seguridad social, una de las principales causas del déficit fiscal estructural.


    En conclusión, no se trata de replicar las políticas de otros países, pero es fundamental abandonar prácticas que afectan estructural y permanentemente la competitividad de la economía.


    Un cóctel explosivo


    Resumiendo lo visto, queda claro que la estructura impositiva argentina combina tres ingredientes feroces:


     


    
      	Ineficiencia. La recaudación de la mayoría de los impuestos está muy por debajo de su potencial, generando grandes asimetrías entre quienes cumplen y quienes no.


      	Regresividad. Los tributos progresivos, como los ingresos individuales y patrimoniales, tienen una baja participación en el sistema.


      	Distorsión. El peso recae en tributos que afectan los precios de mercado de bienes, servicios y exportaciones.

    


     


    Sin duda, el principal problema de nuestro sistema tributario es la alta evasión, estrechamente vinculada con la persistente informalidad —ya mencionada en el primer capítulo—. Estudios recientes3 sobre el impuesto a las ganancias en la Argentina revelan una evasión cercana al 50%. En el caso del IVA, lo recaudado efectivamente representa solo el 47% del valor teórico, según investigaciones de la Universidad Nacional de La Plata.4 Asimismo, los aportes y las contribuciones a la seguridad social enfrentan una informalidad laboral del 47%, tanto entre asalariados como entre no asalariados. A nivel provincial, el impuesto sobre los ingresos brutos5 muestra porcentajes similares de evasión.


    En síntesis, si solo se logra captar la mitad de los ingresos esperados, resulta inviable cumplir con objetivos más ambiciosos relacionados con la eficiencia y la equidad fiscal. Es imperioso resolver las ineficiencias recaudatorias y, en menor medida, los gastos tributarios. Su persistencia habla de que no es una tarea sencilla, pero de ninguna manera puede obviarse.


    La mencionada dependencia de impuestos indirectos, distorsivos y de altas alícuotas para financiar el Estado es una respuesta pragmática de la política tributaria ante la extensa informalidad de nuestra economía. La Argentina presenta una presión fiscal comparable con la de países desarrollados, pero con niveles de empleo informal cuatro veces mayores, lo genera que la carga de impuestos sea más concentrada.


    Esto significa que la informalidad obliga a que las autoridades recauden utilizando mayores tasas legales sobre los contribuyentes cumplidores. A la mayor ineficiencia se suma una impresión de castigar a quien hace las cosas bien. Un ejemplo es el IVA, que está ligado al nivel de actividad económica y recae sobre todos los sectores. Este impuesto fomenta prácticas como la subfacturación, especialmente en el comercio minorista, para evitar su pago.


    En contextos de elevada informalidad, como el argentino, los objetivos de las reformas tributarias se ven seriamente afectados, lo que distorsiona los resultados esperados en términos de eficiencia y equidad. Reducir la informalidad y la evasión es una condición imprescindible para mejorar la estructura actual, disminuyendo la carga de impuestos indirectos y distorsivos e incrementando la participación de tributos progresivos como el de ganancias de personas.


    ¿Qué son los impuestos progresivos? Son aquellos que buscan aplicar una mayor carga fiscal a quienes tienen mayor capacidad económica, protegiendo a los que están en una situación más vulnerable. Un ejemplo es el impuesto a las ganancias o renta sobre los individuos, que aplica alícuotas crecientes en función del nivel de ingresos. Aunque bien diseñado en teoría, este gravamen obtiene resultados muy limitados en la práctica argentina debido a los bajos niveles de recaudación ocasionados por una alta evasión.


    El índice de Gini, que mide la desigualdad en la distribución del ingreso, muestra que el impuesto a la renta contribuye a reducir la inequidad en un promedio del 2% en diversos países. México logró disminuirla en un 6% tras implementar este tributo; Uruguay, en un 3,8%; mientras que la Argentina —junto con Brasil y Chile— alcanzó una reducción del 2,8%. Esto posiciona a nuestro país en términos medios dentro de Latinoamérica, pero lejos de los niveles de redistribución observados en los países de la OCDE.


    En contraste con los impuestos progresivos, los regresivos gravan con tasas proporcionales menores a medida que aumenta el ingreso. Tal es el caso del IVA, que afecta de manera desproporcionada a los sectores de menores ingresos, ya que estos consumen una mayor parte de sus ingresos, tributando más en términos relativos. Según Fernández, Guardarucci y Puig (2016),6 el decil más pobre, que recibe solo el 1,39% del total de ingresos, aporta el 2,21% de la recaudación del IVA —es decir, un 59% más de lo que le correspondería en proporción a sus ingresos—. Por el contrario, el decil más alto, que concentra el 36,19% de los ingresos, solo aporta el 30% de la recaudación del IVA (relación de 0,83).


    En general, para todo el sistema tributario, y siguiendo con el mismo estudio, las personas de más bajos ingresos (primer decil) pagan mucho más impuestos con relación a los deciles medios y altos. Aquellos del primer decil, que solo participan del 1,39% de la torta de ingresos, aportan el 1,45% del total de tributos analizados en dicho trabajo (relación de 1,05 entre ambas proporciones). El 40% de ingresos medios, que participa en el 16,76% de los ingresos, tributa una proporción menor, 15,58% (relación de 0,93). El 50% de más altos ingresos participa en el 81,86% de los ingresos y aporta 82,97% de la recaudación (relación de 1,01).


    Además de la falta de equidad, la elevada presión tributaria y la preponderancia de impuestos distorsivos han generado un impacto negativo en las inversiones. Durante la última década, el nivel de inversión bruta interna fija en la Argentina promedió apenas un 16,6% del PBI, comparado con el 19,42% en América Latina y el 22,13% en los países de la OCDE. En este período, nuestro país ocupó el puesto 169 entre 188 países, solo por encima de naciones marcadas por pobreza extrema, conflictos políticos o guerras (Sudán del Sur, Puerto Rico, Cuba, Zimbabwe, Guinea-Bissau, Burundi, Bermudas, Eswatini, Grecia, Djibouti, Comoras, Guatemala, Egipto, Pakistán, Sierra Leona, Ucrania, Barbados, Sudáfrica y Belice).


    En la región, Brasil invirtió un 18% de su PBI; Uruguay, un 18,5%, y Chile, un 25%. Así, la Argentina se ubicaba por debajo de la media de sus tres vecinos. Los países desarrollados la superaban, en promedio, por seis puntos (Australia invertía 27%; Canadá, 23; Corea, 29; Dinamarca, 19; España y Estados Unidos, 20; Italia, 17).


    Como causa y efecto de ese síndrome antinversión llegó la estanflación. Entre 2011 y 2022, el PBI argentino creció solo un 1,3%, mientras que el PBI per cápita disminuyó un 7%, ubicando al país en el puesto 176 de 181 economías analizadas. De los diecisiete países que crecieron menos que la Argentina en ese año, seis estaban en guerra (Libia, República Centro Africana, Siria, Sudán del Sur, Ucrania y Yemen). Paralelamente, la inflación promedio anual fue del 40%, acelerándose al 94,8% en 2022.


    Más allá de sus evidentes defectos, estos impuestos tienen dos aspectos que llevan a su periódica reaparición, la relativa facilidad de recaudación y su naturaleza furtiva. Los dos factores son atractivos para los gobiernos, ya que les permiten hacerse de recursos sin que la población perciba el costo de pagarlos, afectando negativamente el crecimiento, la competitividad y la inversión.


    A su vez, lo anterior tiene claras implicancias federales. La debilidad para recaudar, que se da fundamentalmente en las provincias y en ciertas regiones, hace que los gobiernos provinciales sesguen su recaudación hacia impuestos distorsivos pero invisibles para el contribuyente y fáciles de aplicar, abandonando aquellos que aportarían progresividad, como los que recaen sobre la propiedad inmobiliaria, donde además tienen un importante rol.


    Claves superadoras


    Hasta aquí hemos observado la alta participación de los impuestos más distorsivos en la estructura tributaria. Pero, a la vez, estos son considerados fáciles de aplicar y veloces a la hora de recaudar. Esas características los convirtieron en herramientas útiles para los gobiernos; sin embargo, a lo largo de los años, las mutaciones del sistema tributario las mellaron.


    ¿Cómo ocurrió? Muy simple, la alta presión tributaria, conformada por estos gravámenes indirectos y distorsivos, generó que las tenazas impositivas se cerraran sobre los sectores formales. A ello se le sumaron dos lacras, la alta evasión y la informalidad.


    Es momento de romper esta trampa y reorganizar, de manera gradual pero sostenida, el sistema tributario. Para eso es imprescindible aumentar la formalización, fomentar la equidad y estimular la inversión y la competitividad. Las propuestas que se detallan a continuación toman de referencia las experiencias aplicadas en la región, como las de Uruguay en 2006, Colombia en 2012, México en 2013 y Chile en 2014.


     


    
      	Reducir la evasión y la informalidad aumentando la base imponible. 

      
        	Mejorar la composición de la recaudación tributaria.


        	Incrementar la equidad aumentando los impuestos progresivos (referentes a los ingresos y los patrimoniales) y disminuyendo los regresivos.


        	Reducir progresivamente la participación de los impuestos distorsivos (ingresos brutos, débitos y créditos, retenciones, entre otros) en el esquema tributario.


        	Aumentar la recaudación del impuesto a las ganancias de individuos (que debería denominarse impuesto a los ingresos personales, IIPP).


        	Incrementar los ingresos por impuesto inmobiliario.

      


    


    
      	En la medida que se recaude más del IIPP, reducir la alícuota del IVA en un plazo de diez años.


      	Disminuir el nivel de deuda de los contribuyentes con los agentes de percepción de impuestos.

    


     


    Para cumplir estas metas es necesario exponer los pilares fundamentales de la reforma con el fin de focalizarse en los principales objetivos. Dado el contexto actual de crisis económica, conviene separar las propuestas en un cronograma que considere las distintas temporalidades, es decir, aquellas que deban llevarse a cabo a corto, mediano y largo plazo. Al mismo tiempo se hace necesario en forma prioritaria una reingeniería del gasto público.


    AUMENTAR LA BASE


    Como primer pilar de esta reforma, es preciso aumentar la base; en lugar de mayor presión tributaria sobre unos pocos, una menor sobre un piso de imposición mucho más grande. Esto no solo es clave para la necesaria consolidación fiscal, sino también para que el sistema tributario cumpla sus objetivos con respecto a eficiencia y equidad.


    En el actual contexto de consolidación fiscal, cualquier reforma que intente bajar la presión tributaria requiere, a la vez, políticas que combatan la informalidad. Solo así se podrá generar un círculo virtuoso que permita que, al ser más los que aportan, paguen menos. La formalización de contribuyentes reduce la evasión tributaria y promueve el cumplimiento voluntario, lo que mejora la equidad horizontal y vertical entre individuos y disminuye la presión efectiva que hoy estrangula al sector formal, como una penalidad. Solo este tipo de políticas fortalecerá la legitimidad del Estado, aumentará la confianza de la ciudadanía en las instituciones públicas y revalorizará los beneficios de la inclusión social.


    Hay que reconocer que su solución no implica solo medidas de índole fiscal, sino también mejorar la educación y capacitación, establecer políticas crediticias para incrementar la productividad de los sectores informales, y aprovechar las aplicaciones financieras, entre otras cuestiones.


    Junto con lo anterior, la formalización mediante blanqueo fiscal, las moratorias tributarias y los regímenes especiales para sectores sensibles son tres herramientas que permitirán lograr este objetivo. En este sentido resalta la injerencia del blanqueo fiscal para atraer el ingreso de capitales que promuevan la inversión y la actividad. La implementación de moratorias regularizará aquellas obligaciones que se encuentren en curso de discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial.


    También aportará mayor eficiencia la simplificación de los trámites administrativos en los tres niveles de gobierno, lo que podrá lograrse con el uso de tecnologías de la información para disminuir los costos de incumplimiento.


    Con relación al pago de aportes y contribuciones a la seguridad social, será necesario crear regímenes laborales especiales para sectores industriales sensibles con baja productividad y altos niveles de informalidad, como los de confecciones, marroquinería, calzado, muebles y juguetes. Estos regímenes serían similares a los vigentes en la construcción y el empleo doméstico.


    Además, es fundamental formalizar el empleo que hoy se encuentra en forma de monotributo. Para ello se propone:


     


    
      	Implementar una contribución única que integre seguridad social, aseguradoras de riesgos de trabajo (ART), obra social y sindicatos.


      	Establecer un mínimo no imponible en las contribuciones patronales, actualizado según la remuneración imponible promedio de los trabajadores estables (RIPTE).


      	Promover acuerdos de colaboración para mejorar el pago de ganancias e impuestos patrimoniales sobre activos externos del sector privado.

    


     


    Se sugiere, además, introducir premios a la formalidad, como incentivos para contribuyentes cumplidores, la aplicación de “inteligencia tributaria” y retribuciones a comercios con impuestos al día.


    EQUIDAD TRIBUTARIA


    En segundo lugar, debe fomentarse la equidad. Para ello se requiere:


     


    
      	Aumentar la tributación de impuestos directos y reducir la de aquellos indirectos. Un paso clave, ya implementado parcialmente, pero que debe aumentarse, es la devolución automática del IVA por compras de bienes de la canasta básica a hogares de menores ingresos. Este reembolso electrónico, acreditado en cuentas de prestación social, es preferible a la reducción de alícuotas, que beneficia a sectores que no lo necesitan.


      	Incrementar (en la nación y en las provincias) la progresividad en el impuesto a las ganancias y al patrimonio: 

      
        	Ampliar la base imponible de ganancias, incluyendo rentas de capital por activos externos del sector privado no financiero. 

        



        	Eliminar exenciones de ganancias para asociaciones civiles, mutuales y cooperativas. 

        



        	En “personas físicas”, eliminar la exención para magistrados y jueces, ya que contradice los principios de equidad. 

        


      



      	Unificar bienes personales y el impuesto inmobiliario en las provincias, lo que mejoraría el cálculo de las bases imponibles (se ampliará en el próximo capítulo).

    


     


    Además es crucial equilibrar las cargas tributarias entre el régimen general y el simplificado, previa modificación de ambos.


    A largo plazo, se propone integrar el impuesto a las ganancias de la cuarta categoría con los aportes personales a la seguridad social, reduciendo así la carga sobre el factor trabajo.


    Asimismo se debe disminuir el mínimo no imponible del impuesto a las ganancias para personas físicas, aplicando alícuotas progresivas desde 1 o 2,5% en las escalas más bajas, con incrementos proporcionales al ingreso. Conforme aumente la recaudación de impuestos progresivos, como ganancias e inmobiliario, deberá reducirse la alícuota del IVA.


    INVERSIÓN Y COMPETITIVIDAD


    En tercer lugar, para estimular la inversión y la competitividad, se plantean las siguientes medidas con el fin de otorgar beneficios y eliminar gradualmente impuestos distorsivos:


     


    
      	Amortización acelerada de bienes de capital en impuesto a las ganancias para nuevas inversiones.


      	Devolución anticipada del IVA, permitiendo imputar hasta 4% como pago a cuenta de ganancias.


      	Uso parcial del gasto en investigación y desarrollo (I+D) como pago a cuenta de ganancias.


      	Exención de derechos de exportación para exportaciones incrementales.


      	Asimismo, es necesario reducir distorsiones impositivas relacionadas con: 

      
        	El IVA y el impuesto a los créditos y débitos (en jurisdicción nacional).

     


        	Ingresos brutos (en jurisdicción provincial).

 

      


    


     


    Se sugiere que los Estados, en todos sus niveles, se comprometan a realizar devoluciones automáticas de estos tributos en el caso de exportaciones.


    Además, sería clave fijar un cronograma para que el impuesto a los débitos y créditos bancarios sea completamente utilizable como pago a cuenta de ganancias de sociedades para todas las actividades económicas. Sería la ocasión de simplificar el régimen tributario en general.


    Los niveles de eficiencia del Estado mejorarían con una coordinación eficaz entre diferentes ámbitos gubernamentales y, sobre todo, evitaría la doble o triple imposición, reduciendo los costos económicos y administrativos. Todos estos temas serán desarrollados en el próximo capítulo.


    A continuación, una síntesis de propuestas sobre los tributos de jurisdicción nacional.


    Medidas específicas sobre impuestos de jurisdicción nacional


    PERFECCIONAMIENTO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA)


    El IVA, aunque distorsivo por su impacto en los precios, es un impuesto general a la venta utilizado en más de cien países, incluida toda América Latina. En la Argentina, este tributo presenta problemas adicionales:


     


    
      	Exenciones y alícuotas diferenciales por sectores.


      	Percepciones, retenciones y pagos a cuenta que complican su administración.


      	Demoras en las devoluciones a exportaciones y acumulación de saldos técnicos incobrables.


      	Una alícuota elevada en comparación con otros países.

    


     


    Por esto, se sugiere en el corto plazo “sanear el IVA” de las prácticas que distorsionan su neutralidad competitiva e intersectorial:


     


    
      	Diseñar un sistema de devoluciones automáticas para exportaciones.


      	Implementar un procedimiento que permita la devolución de saldos técnicos e impida su acumulación futura.

    


     


    En otras palabras, una reducción progresiva de la alícuota general en paralelo al aumento en la recaudación de ganancias de las personas.


    CAMBIOS EN EL IMPUESTO A LAS GANANCIAS DE PERSONAS


    Para dotar de mayor progresividad a este tributo y aumentar su equidad, se sugieren las siguientes medidas:


     


    
      	Incrementar la cantidad de contribuyentes mediante la aplicación de alícuotas reducidas (1 a 2,5%) en las escalas de menores ingresos.


      	Incorporar en el esquema tributario a los magistrados y empleados del Poder Judicial nombrados antes de 2017, quienes actualmente están exentos.

    


    IMPUESTO A LAS GANANCIAS DE EMPRESAS COMO MECANISMO PARA AUMENTAR LA INVERSIÓN


    El tributo en análisis se transformó en uno de baja calidad, ya que el desarrollo del mercado de capitales global implicó una mayor movilidad de flujos financieros entre países. Este impuesto genera un alto costo en términos de eficiencia por cada peso recaudado; si es alto, desalienta la inversión, y los capitales migran hacia otros países.


    Otras naciones tomaron nota de esta tendencia y redujeron sus alícuotas al impuesto a las ganancias corporativas, manteniendo, o incluso aumentando, la presión impositiva en las ganancias de las personas —beneficiarios últimos de las ganancias de las empresas—. La tendencia a disminuir la alícuota de los impuestos a las personas jurídicas con la finalidad de atraer inversión directa lleva varias décadas de historia y, como consecuencia de las modificaciones recientes aplicadas en los Estados Unidos a partir de 2018, no parece haber encontrado su piso.


    Mientras la Argentina mantuvo la alícuota de este impuesto constante en los últimos veinte años, los países de América Latina redujeron las suyas a niveles menores del 35%. En efecto, el promedio de la alícuota del gravamen que recae sobre las utilidades corporativas no distribuidas se sitúa en la actualidad en el orden del 28%. Para revertir esta situación se proponen las siguientes acciones:


     


    
      	Reducir la presión fiscal del impuesto, tanto cuantitativa como cualitativamente: 

      
        	Pasar de una carga equivalente al 8,7% del PBI a la mitad en cinco años y a un tercio en diez años.


        	Reducir alícuotas, gravar menos las ganancias reinvertidas y beneficiar a las pymes.

      



      	Aplicar herramientas que incentiven la inversión: 

      
        	Amortización acelerada para nuevas inversiones.


        	Devolución anticipada del IVA.


        	Alícuotas diferenciales, del 35 al 15%, según se hayan distribuido o no utilidades.


        	Permitir que el 4% de la inversión real se tome como pago a cuenta del impuesto, de manera transitoria y sujeta a las condiciones fiscales.

      



      	Introducir en los estados contables un ajuste por inflación, para eliminar las distorsiones generadas por el aumento de precios en la tributación.

    


    MEJORAR LA PROGRESIVIDAD DE APORTES Y CONTRIBUCIONES A LA SEGURIDAD SOCIAL


    La Argentina cuenta con un sistema de reparto a nivel nacional, el Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), financiado principalmente por aportes patronales y contribuciones obligatorias de trabajadores en relación de dependencia y no dependientes (autónomos y monotributistas).


    Las contribuciones a la seguridad social son cargas que los empleadores deben pagar mensualmente al Estado en concepto de impuesto al trabajo. Los aportes, en cambio, son retenciones realizadas al salario del empleado mediante el recibo de haberes. Las alícuotas actuales son las siguientes: 16 y 11% para jubilación y pensión; 6 y 3% para obra social; 2 y 3% para el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI), y 1,5 y 0,03% para el Fondo Nacional de Empleo y seguro de vida; respectivamente, para empleadores y trabajadores.


    Estas cargas sociales impactan significativamente en el costo laboral y explican en parte los altos niveles de informalidad, ya sea a través de la subdeclaración de remuneraciones o la falta de registro de empleados. Este escenario, sumado a la baja productividad en ciertos sectores, afecta la rentabilidad empresarial, lo que perpetúa un círculo vicioso de informalidad y escasa creación de empleo registrado.


    Para abordar esta problemática se propone:


     


    
      	Diseñar un régimen especial para sectores sensibles con alta informalidad y problemas de competitividad.


      	Unificar los aportes y las contribuciones al impuesto a las ganancias de cuarta categoría, reduciendo la carga total sobre el trabajo.

    


    RETENCIONES A LAS EXPORTACIONES


    Es fundamental transitar de una lógica fiscalista hacia una productiva. Los derechos de exportación, recaudados por la Aduana al liquidar ingresos por bienes y servicios exportados, tienen efectos económicos variados. Por un lado, se reduce el precio percibido por los exportadores, disminuyendo su rentabilidad, lo que desincentiva la producción, la inversión y las exportaciones del bien gravado, en especial cuando las alícuotas aplicadas son elevadas.


    Por otro lado, las retenciones trasladan parte de las ganancias de las empresas al Estado y contribuyen a disminuir el precio doméstico del bien, lo que beneficia a los consumidores locales. Si se da el caso de que los bienes en los que recaen las retenciones representan una porción significativa de la canasta de consumo, la reducción del precio contribuirá a mejorar la distribución del ingreso hacia los sectores de menores recursos.


    También es necesario mencionar que subsiste una evasión muy alta en la producción y comercialización interna de bienes agroindustriales, lo que dificulta la inversión en esta cadena de producción. En especial, en la manufactura y el comercio.


    Para este gravamen se propone:


     


    
      	Establecer alícuotas ad valorem del 7,5 al 10%, según el grado de elaboración del producto o servicio.


      	Permitir que el tributo sea utilizado como pago a cuenta del impuesto a las ganancias.


      	Eximir de retenciones a las nuevas exportaciones y a las ventas incrementales de pymes que exporten menos de 50 millones de dólares. Con esta reforma quedarían fuera del pago del impuesto a las exportaciones incrementales.

    


     


    Pero como las retenciones son un impuesto que “penaliza” las exportaciones, y estas deben ser uno de los principales motores de la economía, la vigencia de las retenciones debe estar sujeta al tiempo que lleve estabilizar la situación fiscal del país; en particular, luego de los desvíos producidos por la pandemia. En este sentido, cuando la economía converja en un nuevo sendero de equilibrio, se podrán plantear medidas de reducción en estas alícuotas.


    EL IMPUESTO AL CHEQUE


    Este tributo, presente en pocos países, tiene en la Argentina una recaudación excepcionalmente alta, a pesar de ser distorsivo. Desincentiva la bancarización y fomenta las operaciones en efectivo y la evasión.


    En ese sentido se sugiere:


     


    
      	Convertir progresivamente el impuesto en un pago a cuenta del impuesto a las ganancias.


      	Eliminarlo para pagos de particulares a empresas, incentivando el uso de medios electrónicos de pago.

    


     


    La reforma debería realizarse progresivamente para llegar a imputar el 100% de este tributo a cuenta del impuesto a las ganancias.


    EL RÉGIMEN DE MONOTRIBUTO


    Se trata de un régimen opcional y simplificado para pequeños contribuyentes. Consiste en un tributo de cuota fija con dos componentes, el impuesto integrado (establecido por las categorías determinadas) y la cotización previsional fija (aportes de jubilación y obra social). El objetivo de este régimen es simplificar el pago de impuestos (ganancias e IVA), jubilación y obra social para los pequeños contribuyentes.


    El problema que presenta, en la práctica, es que no resulta equitativo que las categorías más altas de monotributistas sigan como tales en vez de pagar impuestos a las ganancias (IIPP). Además existe un creciente consenso en que este instrumento no ha funcionado acorde con lo pensado al momento de su creación, ya que no ha logrado captar los ingresos fiscales correspondientes a la realidad económica de los contribuyentes, generando así inequidades con los que pagan IIPP.


    Hay un abismo entre el régimen simplificado (con alícuota promedio del 5% de los ingresos) y el régimen general (que entre IVA y ganancias superan el 40%).


    Los datos de creación de empleo son claros. Entre 2012 y 2022, mientras el trabajo en relación de dependencia en el sector privado solo creció 2,4%, el empleo bajo el régimen de monotributo aumentó 22,3% y el de los trabajadores autónomos (régimen general) disminuyó 4,63%.


    Sin duda es necesario disminuir ese salto. En ese sentido, el Congreso Nacional aprobó en 2021 una ley (denominada “Puente al Régimen General”) estableciendo beneficios para que los monotributistas pasaran al régimen general, con cuestiones interesantes. Sin embargo, sin haber revisado la situación de los dos regímenes, ese puente no resulta suficiente para solucionar el problema.
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    CAPÍTULO 6


     


    La innovación como vector de la modernización impositiva


    Países con las características sociales, geográficas y políticas de la Argentina no pueden orientar sus procesos de desarrollo únicamente a partir de sus ventajas naturales, costos salariales o localización. Por el contrario, y sin desmerecer la relevancia de tales atributos, las experiencias de algunas naciones con características similares a las nuestras muestran que su desarrollo se basó en una combinación entre reglas previsibles, marcos regulatorios estables e incentivos a la inversión —directos e indirectos— por parte del sector privado. Al mismo tiempo resulta relevante la concentración de esfuerzos estatales en la mejora de la infraestructura básica, la calidad del sistema educativo, la apertura de mercados externos y la modernización de las relaciones entre el Estado, las empresas y los trabajadores.


    Tomando nota de dichos fenómenos, corresponde a la política económica generar las condiciones para lograr un importante y sostenido incremento en la inversión fija por parte de las empresas que operan en el país. Es necesario favorecer y estimular la implementación de enfoques innovadores, tanto en los productos como en la gestión de recursos humanos y de procesos.


    Así las cosas, el desempeño del gasto en inversión reciente se ha ubicado en niveles inferiores a los necesarios para posibilitar un proceso sostenido de crecimiento a mediano plazo. Este fenómeno se ha agudizado en los últimos años, ya que en ciclos recesivos la contracción del gasto en inversión suele ser notoriamente mayor que la correspondiente al producto y al resto de los componentes de la demanda agregada (consumo y exportaciones netas).1 Una comparación con economías de características diversas, pero con un comportamiento favorable en los últimos treinta años, muestra que la tasa de formación bruta de capital fijo, es decir, la inversión, en la Argentina se ubica sensiblemente por debajo de otras, con una tendencia divergente en las últimas décadas.


    Por ejemplo, en México esa tasa de inversión pasó del 19,4% de la producción nacional en los años ochenta al 23,1% en la segunda década de este siglo; en Uruguay trepó del 14,1 al 18,6% en ese período, y en Colombia aumentó del 17,6 al 21,9%. Más aún, países como Corea del Sur o Australia mostraron ratios de inversión superiores al 25% en la última década. En cambio, la Argentina exhibió un retroceso, pasando del 19,9% del producto nacional al 17% en el período en cuestión.


    Uno de los factores que impulsan el crecimiento está relacionado con el aporte que, en este aspecto, realizan empresas y capitalistas no residentes. Estos recursos no se vinculan —salvo algunos casos excepcionales— con el cumplimiento de compromisos políticos entre países, sino con el aprovechamiento de oportunidades de negocios, para cuya obtención hay que asumir algún tipo de riesgo.


    En este sentido, y más allá de los vaivenes de la cambiante coyuntura nacional y global, los flujos internacionales de inversión extranjera directa (IED) orientados a países en desarrollo se han incrementado fuertemente en relación con los existentes a principios de los años noventa. En el último bienio han pasado de unos 35.000 millones de dólares a más de 700.000 millones de dólares. Así, cuando el país atraviesa un ciclo ascendente, resulta natural que surja —al mismo tiempo que las firmas de origen nacional incrementan de manera paulatina sus inversiones en diferentes tipos de proyectos productivos— un conjunto de empresas no residentes interesadas en desarrollar nuevos negocios aquí, o bien en adquirir porciones totales o parciales de compañías nacionales ya existentes.


    De este modo, el volumen de capitales en concepto de inversión extranjera directa recibido por la Argentina durante la década de 1990 guardaba cierta relación con el tamaño relativo de nuestro país en el contexto regional (inferior al de países como Brasil y México, pero por encima de economías de menor tamaño relativo, como las de Chile, Perú o Colombia).


    No obstante, en lo que va de este siglo, el balance en relación con esta cuestión muestra resultados notablemente diferentes. Así como las tasas de inversión se han mantenido —en promedio— en niveles relativamente bajos, no resulta sorprendente que la performance del país como receptor también haya sido desfavorable, tanto en términos absolutos como relativos, si se compara con los restantes países de la región.


    De este modo, de haber sido el tercer receptor de inversión de América Latina,2 durante los primeros diecisiete años del siglo en curso, la entrada de capitales ha sufrido un fuerte retroceso; la Argentina pasó a ubicarse por debajo de economías no solo de menor tamaño, sino también, al mismo tiempo, con menor experiencia en este tipo de actividades.


    Como resultado de ello, el stock de inversiones extranjeras radicadas en el país ha evidenciado una importante contracción en comparación con lo observado en nuestra región. La Argentina ocupa el sexto puesto en términos de stock de inversión extranjera y el séptimo si se considera la cifra por habitante, con menos de la mitad que Perú, que ocupa el sexto puesto.


    En un escenario internacional turbulento surgen oportunidades para las economías en desarrollo. Los conflictos entre los Estados Unidos y China —agudizados en el período pospandemia—, en un contexto en que las cadenas globales de valor explican la mayor parte del comercio mundial, pueden generar cambios en las estrategias empresariales de mediano y largo plazo. Esta posible reconfiguración de las redes de proveedores mundiales en los próximos años representa una gran oportunidad para los países que pretendan ser parte de este proceso, en especial frente al presente escenario.


    Para la teoría económica tradicional, los países en desarrollo son normalmente receptores netos de capitales en materia de inversión extranjera directa. Estos suelen tener restricciones intrínsecas, tanto en materia de capital financiero como de animal spirits, es decir, el espíritu emprendedor que busca generar fuentes de producción y empleo.


    Aun así, en las últimas décadas y por diferentes razones, algunos países emergentes se han transformado en importantes exportadores de capital productivo, como reflejo tanto de las limitaciones existentes en sus mercados locales en términos de tamaño (por ejemplo, Corea del Sur) como de la necesidad de asegurarse la provisión de algunos recursos naturales o materias primas (por ejemplo, China o la India). Más allá de situaciones específicas, el motor central de la exportación de capital productivo está vinculado con el objetivo de algunas empresas de aprovechar y poner en valor capacidades, aptitudes y activos intangibles generados en el país de origen.


    Luego de haber sido pionera en la región en materia de internacionalización de empresas nacionales en los años sesenta y setenta, en las últimas décadas el stock de inversiones argentinas en el exterior creció solo un 150%, hasta llegar a casi 41.000 millones de dólares, mientras que las chilenas lo hicieron nada menos que un 2300%, hasta alcanzar un valor que más que triplica el de nuestro país, al tiempo que las brasileñas se multiplicaron por ocho.


    De igual modo, países con escasa tradición en este tipo de actividades, tal el caso de Colombia, muestran en la actualidad un stock total de inversiones en el exterior bastante superior al de la Argentina. Mientras que hace dos décadas nuestras inversiones representaban más del 20% del total de las empresas de la región fuera de sus fronteras, en la actualidad esa participación es solo del 6%.


    En una perspectiva más global, se observa que el peso económico de las salidas de capitales por inversiones de empresas argentinas en el exterior se ubica en niveles muy lejanos a los correspondientes a países de ingresos medios y altos.


    La inversión en investigación y desarrollo como factor determinante del crecimiento sustentable


    En las sociedades antiguas, el conocimiento era una herramienta orientada a resolver desafíos relacionados con el clima, la geografía, la guerra o las necesidades de alimentos, entre otros retos. Con el tiempo, la ciencia adquirió una relevancia creciente para abordar problemáticas como el cuidado de la salud, el manejo de las finanzas, las comunicaciones, el cambio climático, el acceso a la energía, el transporte, el envejecimiento poblacional, la preservación ambiental y las pandemias, entre otros fenómenos.


    En este contexto, los avances científicos y tecnológicos desarrollados en los años sesenta y setenta del siglo pasado, masificados en la actividad productiva desde fines de los ochenta, transformaron profundamente la lógica de funcionamiento de la economía mundial. Estos avances han incrementado significativamente la productividad, los patrones de consumo y la forma en que las personas se relacionan.


    Vivimos en un mundo cada vez más exigente que demanda productos y servicios innovadores, con más prestaciones y menor consumo de recursos. En este entorno, para prosperar, las empresas y los gobiernos deben apostar a reforzar el volumen y la calidad de sus recursos orientados a la investigación y desarrollo (I+D).


    En este sentido cobra particular relevancia tanto la experiencia de las últimas tres décadas de algunos países —Corea, Israel, Noruega, y más incipientemente China—, que han dado un fuerte impulso a sus economías mediante este tipo de estrategias, como la de los principales países desarrollados —destacándose, entre ellos, Estados Unidos, Japón, Alemania y Francia—, que han apostado a defender su histórico liderazgo internacional en la producción y el comercio a partir de importantes inversiones públicas y privadas en sectores de punta. En definitiva, la inversión en investigación y desarrollo es considerada uno de los principales factores del crecimiento a mediano plazo de los países, a la vez que un componente fundamental para la generación de talento e innovación.


    En América Latina, Brasil lidera en inversión en I+D, ocupando el puesto global 48 con un 1,13% de su producto nacional, seguido por la Argentina en el puesto 89 con un 0,51%. Solo veintitrés países en el mundo superan el 2% de inversión en este rubro.


    No obstante, más allá de esta radiografía, es necesario ver la tendencia. Los países desarrollados vienen aumentando en los últimos veinte años su inversión en I+D de manera lineal, con tasas de crecimiento real de 0,04 del producto nacional por año —Estados Unidos y Alemania—. Por su parte, en Corea del Sur el incremento en los últimos veinte años viene siendo del 0,13 del PBI por año; en Israel, del 0,07, y en China, del 0,08%.


    En cambio, los países rezagados lo hacen a tasas considerablemente inferiores —el índice de crecimiento promedio de la Argentina de 2001 a 2021 fue del 0,005 de la producción nacional por año—. En otras palabras, a un ritmo entre dos y cuatro veces más lento. En un mundo en el que la innovación es uno de los motores del progreso, el statu quo no nos dejará en el mismo lugar, sino que nos alejará cada vez más del desarrollo.


    Si se toma como un dato la diferencia existente entre la inversión en I+D de los diversos grupos de países, hacia “adentro” de estas erogaciones también surgen diferencias importantes. En el caso de los países de América Latina, el gasto en investigación y desarrollo está explicado fundamentalmente por los gobiernos nacionales, mientras que en otros países y regiones corre alrededor de un tercio del gasto por cuenta de instituciones de educación superior y organizaciones privadas sin fines de lucro, otro tercio por los gobiernos, en tanto que las empresas privadas explican aproximadamente otro tercio del total.


    La mayor participación empresarial en I+D en los países desarrollados se debe tanto a la mayor sofisticación de su estructura industrial y a las inversiones que deben realizar las empresas para sostener su competitividad —en ambientes en que los costos de los recursos naturales y humanos son mayores— como al rol de las instituciones estatales o paraestatales a efectos de achicar la brecha y facilitar el “tránsito” entre investigación básica y llegada al mercado (Stefani, 2018).3


    Este fenómeno es notorio sobre todo en las actividades productivas con alto contenido tecnológico, en las que por sus características se requieren importantes inversiones, sostenidas durante períodos relativamente largos. En definitiva, las inversiones privadas en I+D tienen mayores posibilidades de ocurrir cuando las condiciones de rentabilidad presentan un horizonte en el tiempo.


    Entre las principales herramientas utilizadas por los países que lideran en investigación y desarrollo se destacan:


     


    
      	Impulso al sistema científico y universitario, dotándolo de capacidad competitiva a nivel internacional.


      	Programas de investigación científica de excelencia.


      	Regímenes de compra pública estratégica en sectores como defensa, transporte, salud, alimentos y energía.


      	Instituciones intermedias de innovación industrial, con estándares competitivos a nivel global.


      	Incentivos fiscales y mecanismos de financiación, como cofinanciación de proyectos científicos de alto riesgo en etapas tempranas de madurez tecnológica, créditos reembolsables con regalías y apoyo a nuevos emprendimientos.

    


     


    En contraste, los países con menor actividad en esta área muestran políticas de fomento débiles o inestables, acompañadas de lazos casi inexistentes entre la investigación y el sector empresarial. Esto genera una dependencia casi exclusiva de las inversiones estatales, que resultan insuficientes para dinamizar la economía.


    Un caso excepcional en el paso de la pobreza al desarrollo es Corea del Sur, que ha transitado de un esquema de inversión estatal en I+D a otro en que el sector privado ha asumido un rol relevante. Sin embargo, este cambio fue gradual y resultado de políticas estatales estables que promovieron la investigación y la vinculación con la industria (Stefani, 2018).


    A lo largo de la historia, el desarrollo del sector científico-tecnológico ha sido obstaculizado por períodos de fuerte desfinanciamiento en todas las instituciones del sistema. Esto ha quebrado el proceso acumulativo de transmisión de conocimiento y ha imposibilitado su expansión acorde con las exigencias de la innovación industrial contemporánea. En igual sentido, la inexistencia o debilidad de entidades intermedias mantiene a la investigación científica alejada del mundo industrial y comercial.


    Si bien nuestro país nunca se destacó a nivel global por la relevancia de sus desarrollos tecnológicos o la inversión de sus empresas en actividades innovadoras, en el pasado hubo algunos segmentos de actividad —muchas veces influenciados por las acciones de empresas públicas o parapúblicas— en los que alcanzó un rol de cierta preponderancia a escala regional. Mientras algunos de esos avances han sobrevivido el paso de los años —en particular INVAP, empresa dedicada al diseño y la construcción de sistemas tecnológicos complejos—, la brecha con los países de mayor desarrollo se ha ampliado de manera sensible, especialmente en las últimas tres décadas.


    Así, urge que nuestro país reencauce sus instituciones y agencias del sistema científico. Nuestro ecosistema cuenta con organismos como el Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI), el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), INVAP y el Conicet,4 que poseen gran potencial para generar aumentos en la productividad de nuestras industrias. En los últimos años, estas instituciones han caído en la lógica de los compartimentos estancos: desarrollos científicos de escasa vinculación con el mundo productivo.


    En este sentido vale remarcar el gran rol de las agencias en los países desarrollados, siendo el foco de las políticas productivas. Estados Unidos ha creado grandes redes de agencias distribuidas en todos los Estados, como las nucleadas en el Programa Federal de Asociación para la Manufactura (MEP, por sus siglas en inglés), para asistir a las empresas en el desafío de mejorar la competitividad.5


    Siguiendo este criterio, la Argentina debe coordinar y optimizar las instituciones con las que ya cuenta, incluyendo en el direccionamiento de la inversión en I+D la vinculación con el entramado productivo. Un claro caso de este viraje debe ser la reorientación de los esfuerzos de los investigadores del Conicet. Actualmente, no obtienen ningún tipo de beneficio en sus evaluaciones por vincularse con proyectos productivos. Permitirles un rol para esta vinculación y el fomento del cambio tecnológico, sumado a generar puestos técnicos específicos destinados a ello, sería un primer paso para mejorar el ecosistema y la competitividad de las empresas argentinas.


    Mejorar la infraestructura: una precondición para el crecimiento sustentable y la innovación


    La inversión en infraestructura es esencial para promover un crecimiento económico sustentable en el mediano plazo. Disponer de una red adecuada de caminos, rutas, energía, telecomunicaciones y obras de saneamiento es condición sine qua non para lograr una mayor cohesión social y calidad de vida de la población, y además incrementa la productividad en el conjunto de una nación.


    En los países desarrollados, la inversión anual en infraestructura representa cerca del 4% de su producto nacional, mientras que las principales economías emergentes, como India (5%) y China (8,5%), destinan porcentajes aun mayores. En contraste, América Latina mantiene un promedio de entre el 3 y el 3,8% anual, con importantes oscilaciones vinculadas a los ciclos económicos.


    A pesar de su importancia, este tipo de inversión en relación con la producción nacional se ha mantenido en niveles inferiores a los necesarios para posibilitar una estrategia de desarrollo. Mientras que en los años noventa estas erogaciones alcanzaron un promedio de casi el 6% del producto,6 ese porcentaje se contrajo fuertemente en la década siguiente7 —en particular, la de origen privado—, para luego mantener un comportamiento errático y espasmódico en los años recientes, siendo finalmente la principal variable de ajuste en los diferentes procesos de restricción de gastos del Estado nacional.


    Los resultados son claros:


     


    
      	Más del 40% de la población carece de acceso a servicios cloacales.


      	Un 16% de los hogares no está conectado a una red de agua potable.


      	Si bien se ha revertido el desbalance comercial energético, persisten interrupciones en el suministro eléctrico durante picos de demanda, y los subsidios estatales a las tarifas de transporte y energía siguen demandando importantes recursos fiscales.

    


     


    Esta situación se refleja en el desempeño de la Argentina en los rankings internacionales de calidad y costos logísticos, en los que ocupa posiciones desfavorables, sin mejoras significativas en la última década. Estas deficiencias afectan especialmente a regiones y sectores productivos donde los costos logísticos son críticos.


    Por su parte, más allá de algunos importantes avances alcanzados en los años recientes en materia de energías renovables y de bajo impacto ambiental,8 la oferta energética nacional continúa siendo excesivamente dependiente de los recursos fósiles —más del 80%—, al tiempo que la oferta de cargas está muy concentrada en el transporte carretero —caro y con efectos secundarios fuertemente perniciosos en materia de siniestralidad, congestión y contaminación—, en detrimento de medios alternativos como el ferrocarril o el cabotaje fluvial y marítimo.


    En paralelo a ello, la participación del sector privado en la inversión en infraestructura sigue siendo notablemente baja. En la última década cayó un 50% en comparación con los años noventa, en contraste con países como Brasil y Chile, donde representa más del 50% del gasto total, o México y Perú, con cifras cercanas al 40%. Así, no resulta sorprendente que las cadenas de suministro en transporte terrestre de contenedores para importaciones y exportaciones sean bastante más costosas que en el promedio de países de desarrollo intermedio.


    Una infraestructura adecuada a las necesidades productivas y sociales de un país es la columna vertebral de una economía pujante y ambientalmente responsable. Para cerrar la brecha actual, la Argentina necesita un aumento sostenido en la inversión en capital fijo, un cambio en los marcos regulatorios y las capacidades institucionales del Estado nacional y de las provincias y el desarrollo de las capacidades y el capital humano del sector privado involucrado en estas actividades.


    Para tratar este tema dentro de un enfoque integral, si una de las claves para encauzar la economía nacional por el camino del crecimiento sustentable está vinculada con el aumento de las ventas al exterior, el mayor movimiento de cargas a ser transportadas hacia los puertos de exportación y la explotación de los recursos energéticos no convencionales —por ejemplo, Vaca Muerta— implicarán fuertes demandas sobre la red de transporte nacional.


    La Argentina requerirá una inversión anual promedio en infraestructura de alrededor de 42.000 millones de dólares en los próximos veinte años para alcanzar niveles de inversión que le permitan crecer a una tasa sostenida, como lo que planteamos con nuestro enfoque. La brecha más importante está en la infraestructura de autovías, energía y ferrocarriles (Global Infrastructure Hub, GIH, del G20).9


    Los estímulos necesarios para generar innovación


    La agenda económica de la próxima década estará dominada por temas relacionados con la estabilización macroeconómica, la recuperación del crecimiento y la atención a las urgencias sociales, dentro de un programa de desarrollo integral. No obstante, la posibilidad de que este ciclo sea realmente sustentable y no se diluya tras una fase inicial de “rebote” desde el fondo del pozo dependerá en gran medida de la relevancia otorgada a la inversión, la innovación y los mercados externos.


    En este sentido —y sin repetir los errores del pasado vinculados a regímenes promocionales con altos costos fiscales y para los consumidores, pero sin compromisos empresariales explícitos en la reducción de brechas frente a las mejores prácticas internacionales o en la generación de exportaciones—, una estrategia de desarrollo debe incluir sectores como los de productos agroalimentarios diferenciados, manufacturas intensivas en mano de obra calificada y diseño, energías renovables y servicios basados en el conocimiento, entre otros.


    Como parte de este proceso, los avances alcanzados por un conjunto significativo de empresas nacionales e internacionales que operan en el país en áreas, por ejemplo, de tecnologías de la información y comunicación (TIC) y economía del conocimiento (EC) son un claro ejemplo de cómo, al combinar marcos regulatorios favorables y estables con metas cuantificables y ventajas comparativas objetivas —como disponibilidad de mano de obra calificada—, los resultados no tardan en aparecer. En este contexto, la nueva fase del esquema normativo aprobado en 2020 por el Congreso abre oportunidades para ampliar y potenciar los logros alcanzados en los servicios del conocimiento hacia sectores como la biotecnología, los servicios audiovisuales, la ingeniería, la robótica y la industria 4.0.


    En términos generales, la Argentina no es, ni puede ser, un líder global en innovación y desarrollo de soluciones tecnológicas. Sin embargo, tampoco puede basar su competitividad únicamente en los bajos costos laborales. De este modo, una estrategia factible consiste en buscar una especialización sustentable en un conjunto de actividades en las que la competitividad derive del uso intensivo de mano de obra calificada media/alta, tanto en el plano productivo como comercial.


    El desarrollo de actividades relacionadas con los recursos naturales, en particular los de la agricultura templada, debería ser un eje vertebral para consolidar tanto sectores de larga tradición en el país (carnes, frutas de estación o cereales y sus derivados) como otros altamente innovadores vinculados a esos complejos; por ejemplo, genética bovina o semillas adaptadas al clima y al suelo, por citar solo algunos. En esta línea, los sistemas que garantizan la trazabilidad de los productos agropecuarios representan una oportunidad para diferenciarse en el mercado internacional.


    Por otro lado, los fondos destinados a capital emprendedor han crecido significativamente en la última década. Aunque la Argentina ha generado cinco de los principales unicornios de América Latina (MercadoLibre, Globant, Despegar, OLX y Auth0, sin mencionar LetGo y Etermax), nuestra participación en esta nueva industria es aún limitada.


    Dado que el punto de partida del país es considerablemente más bajo que el de otras naciones latinoamericanas, como Brasil, México, Chile o Colombia, resulta imprescindible impulsar el crecimiento y la consolidación del mercado de capitales emprendedor. Esto permitirá que nuevos proyectos de base tecnológica y con perspectivas de alto dinamismo accedan al financiamiento necesario para desarrollarse.


    Con el objetivo de contribuir a una agenda de trabajo público-privada orientada a la innovación para la próxima década, se proponen los siguientes ejes de acción.


    INCREMENTO DE LA INVERSIÓN EN I+D


    Según el último dato oficial disponible (2021), el gasto consolidado en I+D en la Argentina alcanza el 0,52% del producto bruto interno. Aunque en los últimos veinte años diversas autoridades nacionales asumieron compromisos para aumentar esta inversión, las urgencias fiscales recurrentes han sido un obstáculo insalvable para cumplir estos objetivos.


    En este marco, y considerando la creciente relevancia de la tecnología y la innovación en el futuro, resulta fundamental incluir este tema en las agendas estratégicas de concertación política y social posteriores a la pandemia.


    Dado que la “carrera” de la innovación es una competencia global, en la que los países destinan crecientes esfuerzos, sería razonable alcanzar un consenso político y social sobre una regla presupuestaria para la inversión en I+D. Esta podría basarse en el compromiso de incrementar el gasto consolidado de la administración nacional cuando la producción crezca al menos un 2%, con el objetivo de alcanzar un 1,4% del producto bruto en un plazo máximo de quince años, equiparándonos al nivel actual de Brasil.


    En paralelo, las organizaciones empresariales relevantes, en especial aquellas en sectores con alto potencial innovador, deberían asumir compromisos complementarios para aumentar su participación en estas actividades. Por ejemplo, se podría incentivar que el sector privado represente al menos un 30% de la inversión total en I+D hacia mediados de la década de 2030. Para ello, las empresas podrían destinar una parte de sus contribuciones por impuesto a las ganancias a esta inversión. Este mecanismo debe incluir requisitos anuales crecientes en materia de exportaciones para los bienes y servicios que se deriven de manera directa o indirecta de dichas actividades.


    IMPULSO A EMPRENDIMIENTOS PÚBLICOS-PRIVADOS


    Es fundamental que tanto el sector público como las empresas con participación estatal —YPF Tecnología (Y-TEC), Empresa Argentina de Soluciones Satelitales (ARSAT), INVAP, entre otras— y el sector privado refuercen su compromiso con proyectos innovadores que han logrado avances significativos en los últimos años. Esto permitirá ampliar su escala productiva o acercarlos a la fase comercial en los casos en que aún no se haya logrado. Este esfuerzo es especialmente relevante en sectores como ciencias de la vida, farmacéutica, industria aeronáutica, medicina personalizada, energías renovables y tecnología nuclear, entre otros.


    Para maximizar los recursos disponibles, lo más razonable es concentrar los esfuerzos de los organismos públicos nacionales y provinciales en proyectos estratégicos, priorizando aquellos con posibilidades de cooperación con el sector privado.


    La creación de una institución pública que centralice recursos y evite la fragmentación permitiría generar una masa crítica que incentive cualitativa y cuantitativamente la inversión en estas áreas.


    FORTALECIMIENTO DE UNIDADES DE VINCULACIÓN TECNOLÓGICA


    Para facilitar la interacción entre empresas innovadoras, universidades y entidades no gubernamentales, es necesario fortalecer las capacidades de gestión de las unidades de vinculación tecnológica (UVT). Esto implica implementar políticas específicas, acompañadas de asignaciones presupuestarias adecuadas, que amplifiquen su alcance y eficacia en todo el territorio nacional.


    LAS COMPRAS PÚBLICAS AL SERVICIO DE LA INNOVACIÓN


    Si bien la participación de organizaciones vinculadas al sector público en las actividades productivas de bienes y servicios ha disminuido con respecto a décadas anteriores, sigue siendo significativa en nichos específicos de fuerte dinamismo.


    Tomando ejemplos de países como Estados Unidos, Francia, España, Israel, Japón y México, entre otros, se debe favorecer la inclusión de cláusulas específicas en los programas de compras públicas de ministerios, gobiernos provinciales y municipales y demás dependencias estatales y paraestatales, orientadas a fomentar el desarrollo de empresas nacionales.


    Estas cláusulas permitirían a las empresas nacionales aprovechar la escala derivada de las compras públicas para desarrollar nuevos productos y servicios, promover inversiones en innovación y fortalecer su presencia en mercados externos.


    LA NECESIDAD DE REINVENTARNOS


    Desde hace un par de décadas, muchas empresas industriales que operan en nuestro país enfrentan un panorama especialmente complejo en cuanto a su capacidad de competir en el mercado. La supervivencia, tanto en el mercado interno como en el externo, cada vez más abiertos a la competencia externa —particularmente la asiática—, depende en gran medida de su capacidad para incorporar mejoras tecnológicas. Estas mejoras, tanto de procesos como de productos, están estrechamente ligadas a la digitalización y a la incorporación de tecnologías como el procesamiento de datos, software inteligente y sensores.


    En este sentido, el desarrollo de estas capacidades requiere una interacción cooperativa entre proveedores y demandantes en las diferentes cadenas de valor. Sin embargo, el dinamismo del cambio tecnológico y el corto ciclo de vida de los productos y servicios hacen que la efectividad comercial de los resultados sea cada vez más transitoria e incierta.


    En particular, la industria manufacturera y, en especial, las pymes representan uno de los principales motores de demanda de mano de obra con calificación media y media-baja. Por ello, su supervivencia no solo es relevante desde el punto de vista económico y productivo, sino también desde una perspectiva sociolaboral.


    Facilitar el acceso de las pymes a soluciones tecnológicas específicas, por medio de instrumentos de asistencia técnica y financiera, es una estrategia clave para promover el inevitable y necesario proceso de reinvención de nuestras empresas, especialmente en los sectores industriales tradicionales.


    DESARROLLO EMPRENDEDOR


    La economía global atraviesa una revolución tecnológica sin precedentes, impulsada por una explosión de nuevas empresas tecnológicas que están transformando las lógicas de las actividades productivas y de servicios. Esta tendencia se refleja en el crecimiento de los recursos destinados a proyectos de la “nueva economía”. Por ejemplo, mientras que en 2005 se destinaron 32.000 millones de dólares a nuevos emprendimientos en todo el mundo, en 2018 esa cifra se multiplicó hasta alcanzar los 254.000 millones de dólares. La crisis sanitaria reciente aceleró aun más esta tendencia.


    En este sentido, en la última década, América Latina experimentó una explosión de capital emprendedor, en la que el sector se multiplicó por 30, pasando de 67 millones de dólares en 2009 a 1980 millones de dólares en 2019. No obstante, en la Argentina, aunque el sector ha mostrado avances en los últimos años, las inversiones solo alcanzaron los 165 millones de dólares en ese mismo período.


    Este marcado atraso, tanto en términos absolutos como relativos, representa un desafío importante, pero también una oportunidad única. Ejemplos como los de Israel, Estonia y algunos países de Asia demuestran que, con políticas públicas adecuadas y un entorno macroeconómico estable, es posible multiplicar significativamente el impacto de este segmento empresarial, caracterizado por su perfil innovador y exportador, en un plazo inferior a una década.


    En este marco, dada la fuerte capacidad emprendedora existente en diferentes segmentos de nuestra población, resulta fundamental dar continuidad y fortalecer los instrumentos desarrollados en los últimos años. Esto implica fomentar la paulatina incorporación de nuevos actores locales e internacionales al ecosistema de asistencia técnica y financiera, con el objetivo de impulsar proyectos con alto potencial de crecimiento.


    CAPITAL HUMANO


    El sistema educativo actual en la Argentina refleja décadas de transición sin una visión integral que articule la educación con las políticas públicas. Una de sus principales deficiencias radica en la desconexión entre las competencias adquiridas por los estudiantes y las demandas reales del mundo productivo. En este marco es crucial enfocar los esfuerzos públicos y privados en mejorar la calidad del gasto educativo y en adecuar los saberes impartidos en las distintas instancias formales a los requerimientos cambiantes del mercado laboral.


    Resulta imperativo implementar un ambicioso programa liderado por el Ministerio de Educación de la Nación, que involucre a provincias, municipios, empresas, sindicatos y actores sociales. Este programa debe priorizar el desarrollo de habilidades críticas como la informática, la robótica, la programación y el trabajo en equipo, áreas esenciales para los sectores con mayor proyección de crecimiento en términos de demanda laboral. Además deben diseñarse incentivos específicos, como becas, para promover incrementos sustanciales en las matrículas de carreras relacionadas con estos sectores estratégicos.


    DESARROLLO REGIONAL


    Como parte del proceso de fragmentación de las actividades productivas, las regiones económicas deberán generar cambios para adaptarse a los avances tecnológicos. Este proceso de transformación conducirá a nuevas formas de organización empresarial y económica, tales como agrupamientos empresariales y clusters, orientados a generar ecosistemas innovadores para mejorar la competitividad de los bienes y servicios generados en los territorios en cuestión.


    La experiencia internacional demuestra que la cooperación entre empresas (grandes y pequeñas) ubicadas en diferentes tramos de las cadenas de valor, gobiernos locales, instituciones del conocimiento, cámaras empresariales, sindicatos y organizaciones de la sociedad civil, es una herramienta de especial importancia a los efectos de identificar, diseñar y desarrollar estrategias de especialización sustentables, en las que el territorio y las relaciones existentes entre los diferentes actores se articulen para generar un entorno competitivo y emprendedor.


    Debe apuntarse a desarrollar instrumentos orientados a facilitar e impulsar este tipo de estrategias en las distintas regiones del país, tomando como punto de partida las experiencias, inquietudes y expectativas “desde abajo”, focalizando las partidas para fomento existentes (financieras, de asistencia técnica, de formación de recursos humanos, de apoyo a la innovación), a los efectos de avanzar en acuerdos territoriales basados en la lógica de la especialización inteligente, que sea sustentable tanto desde el punto de vista económico como desde la perspectiva ambiental, social y regional.


    INGENIERÍA FINANCIERA PARA EMPRENDEDORES INNOVADORES


    La Argentina ocupa el anteúltimo lugar en América Latina en cuanto al tamaño de su sistema financiero. Este retraso se debe a factores históricos como la inestabilidad monetaria, la falta de cumplimiento de contratos, las alteraciones unilaterales en las reglas del juego y la volatilidad cambiaria, lo que ha llevado a que muchas empresas financien sus proyectos únicamente con capital propio. Este fenómeno genera ineficiencias significativas y limita la realización de proyectos de inversión habida cuenta de las dificultades para hacerse de los fondos necesarios.


    Dada esta situación es esperable que el ingreso del país en un camino de crecimiento sostenible requerirá redefinir el rol del sistema financiero, incluyendo tanto a la banca tradicional (pública y privada) como al mercado de capitales. Este proceso demandará inevitablemente esfuerzos sostenidos en el tiempo.


    Como parte de estos cambios, el desarrollo de un mercado de capitales orientado específicamente a financiar proyectos innovadores aparece como una precondición para la expansión de sectores en los que la Argentina tiene ventajas competitivas, como la biotecnología y el software. Asimismo, la incorporación y mejor uso de nuevas herramientas crediticias puede ser clave para fomentar el surgimiento, el desarrollo y la consolidación de proyectos de alto potencial.


    AUMENTAR Y MEJORAR LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA


    Para lograr un crecimiento económico sostenible, la Argentina necesita alcanzar y mantener niveles de inversión en infraestructura equivalentes al 5% del producto bruto. Este esfuerzo es fundamental para llegar a un crecimiento per cápita promedio del 3% anual.


    Dos condiciones esenciales son necesarias para conseguir este objetivo:


     


    
      	Espacio fiscal. Es imprescindible que el Estado pueda destinar recursos a la infraestructura en un contexto de múltiples demandas sociales.


      	Mercado de capitales de largo plazo. Es vital recrear un mercado de capitales doméstico que funcione en un entorno macroeconómico y regulatorio estable, capaz de atraer inversión privada.

    


     


    Dada la naturaleza a largo plazo y alto riesgo de la inversión en infraestructura, será necesario construir consensos políticos y sociales de gran envergadura. Esto permitirá diseñar y aplicar políticas permanentes que faciliten la inversión pública y estimulen la privada.


    Para avanzar en este sentido será imprescindible garantizar la seguridad jurídica, la transparencia, pero también exigirá progresos del Estado nacional en lo referido a fortalecer la lucha contra la corrupción y la administración de justicia. Para avanzar en este sentido, evitando las omisiones del pasado y los errores de diseño de años recientes, será necesario convocar a una mesa de trabajo que reúna al gobierno nacional, los gobiernos provinciales, el sector empresarial demandante de infraestructura y las firmas proveedoras de soluciones, para establecer una metodología de trabajo sostenible que trascienda los ciclos políticos.


    La prioridad de conectar a los desconectados


    La generación de un ecosistema que fomente la inversión en investigación y desarrollo depende, en gran medida, de considerar la conectividad una prioridad estratégica de política pública. La expansión de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) ofrece múltiples oportunidades en áreas como el comercio, la educación, el entretenimiento y las comunicaciones. Sin embargo, también plantea enormes desafíos. Los llamados “excluidos digitales” tendrán a futuro menores oportunidades de desarrollo, ya que no contarán con las herramientas necesarias para insertarse en el mundo digital. Así, en pleno siglo XXI, cerrar esa brecha se torna una necesidad.


    Este concepto representa la diferencia entre aquellas personas y organizaciones que acceden y se benefician de las TIC y aquellas que no. Dado el gran desarrollo de la sociedad del conocimiento, hoy en día esta brecha contempla el acceso no solo a dispositivos informáticos, sino a una adecuada conexión a internet y a la alfabetización digital. Es decir que ya no alcanza con tener una computadora o un celular, sino que cada vez es más necesario saber usarlo de manera inteligente.


    En la última década, la Argentina ha avanzado hacia una sociedad más conectada gracias a la democratización de los dispositivos celulares. Sin embargo, aproximadamente un 15% de la población sigue sin acceso a ningún tipo de conectividad. Según datos del Indec (2018), el 57,3% de las personas mayores de 4 años no tiene acceso a una computadora, aunque solo el 16,5% carece de dispositivos celulares.


    De esta forma, casi 8 de cada 10 personas mayores de 4 años tienen hoy acceso a internet a través de algún dispositivo, aunque solo en 65 de cada 100 hogares hay conexiones a internet fijas. Internet por banda ancha fija tiene una mayor capacidad de transmisión de datos y, si bien el desarrollo de la banda ancha móvil —del 2G inicial al 5G— permitió alcanzar velocidades cada vez más elevadas, estas son menores a las de las conexiones fijas.


    Además, aunque todas las provincias han avanzado en la última década en los niveles de penetración, aún hay ocho con una penetración inferior al 40% de los hogares. El acceso a internet fijo es muy dispar en términos regionales; mientras que en la ciudad de Buenos Aires hay 112 conexiones cada 100 hogares, en Formosa y Catamarca alcanza a solo 30 de cada 100.


    Aún queda gran espacio para ampliar la cobertura en redes. De igual modo, también hay espacio para mejorar el servicio en términos de capacidad y calidad. Así, la velocidad en la transmisión de datos se vuelve sumamente relevante. El país alcanzó una velocidad promedio de 24,18 megabits (Mbps) en el tercer trimestre de 2019 (según Enacom), un gran avance desde los 5 Mbps del último cuarto de 2015. Sin embargo, en la comparación internacional, aún se encuentra en el puesto 71 en velocidad de banda ancha fija, bien por debajo de países vecinos como Chile (puesto 31) y Brasil (puesto 57).


    Nuevamente resalta la gran disparidad que se presenta en la calidad del servicio, con la mitad de las conexiones del país con una velocidad menor a 20 Mbps. Esta calidad es muy heterogénea entre provincias. Mientras que CABA alcanza una velocidad de bajada promedio de 38,7 Mbps (según IIT-19), en la provincia de Buenos Aires (segunda en términos de velocidad) es de 25,7 Mbps, y en La Pampa y Santa Cruz solo supera levemente los 5 Mbps.


    La revolución de las tecnologías de información y comunicación ha generado nuevas oportunidades en la cadena de valor de la distribución de contenidos multimedia mediante el servicio de streaming (retransmisión de contenido en directo). El consumo de videos y contenidos multimedia tracciona el tráfico de datos, que se ha multiplicado nueve veces en los últimos cuatro años. Además, la suscripción a modelos de video por demanda ha crecido de manera significativa, principalmente de la mano de plataformas como Netflix, que por el momento mantiene una posición dominante en el mercado local e internacional.


    Cabe añadir que continúan desarrollándose nuevos espacios de información y comunicación, métodos de enseñanza a distancia y nuevas herramientas para la modalidad presencial y aplicabilidad de las nuevas tecnologías en el ámbito de la salud. Todas ellas han sido puestas a prueba durante la crisis sanitaria y será una tendencia en aumento en la etapa que amanece. En este marco, los modelos tradicionales se adaptan, incorporando estas novedades y complementándose para no ser reemplazados.


    Asimismo, la expansión de la conectividad permitió la consolidación del comercio en línea (e-commerce) como un complemento relevante en la facturación de los canales tradicionales, sobre todo en rubros como turismo, indumentaria, electrodomésticos y electrónica. En este sentido, los celulares se afianzan como dispositivos de búsqueda en detrimento de las computadoras, al tiempo que se consolida la búsqueda a través de aplicaciones (apps) frente a los sitios web.


    De la misma forma se destaca el sinfín de oportunidades en aplicaciones industriales que surgen con el desarrollo de la “internet de las cosas” (IoT, por sus siglas en inglés)10 y que impulsarán un fuerte crecimiento de la productividad. Es decir, la llamada industria 4.0, con la utilización intensiva de tecnología en la producción y logística. Por ejemplo, el almacenamiento inteligente, la utilización de sensores de monitoreo de suelos y sistemas de recolección de agua de lluvia, controles de calidad por sensores y cámaras, control en línea de la cadena de suministros, el transporte autónomo, entre otros.


    La necesidad de acelerar la transformación digital en la Argentina


    La economía argentina debe integrarse plenamente en la sociedad de la información y el conocimiento para alcanzar su máximo potencial y mejorar la inclusión social. Esto implica no solo conectar a los desconectados, sino también optimizar el acceso de quienes cuentan con una conectividad limitada.


    La creciente demanda de los usuarios por mayor velocidad, capacidad y conectividad en todas partes ha impulsado cambios significativos en los patrones de consumo. Al mismo tiempo, la transformación digital en la producción dependerá críticamente de la calidad y extensión de la infraestructura de la red.


    Es esencial invertir en infraestructura y promover la alfabetización digital para generar habilidades que permitan un uso inteligente de las tecnologías. Una administración eficiente del espectro radioeléctrico, junto con una regulación moderna y flexible, será clave para cumplir este objetivo.


    Las redes deben llegar a todas las regiones del país. En aquellas áreas donde las condiciones naturales no son las óptimas para la inversión privada, deben proveerse incentivos para invertir, o bien optar por generar asociaciones entre el sector público, el privado y los bancos de desarrollo. Llegar a zonas aisladas no solo implica conectar a la población más alejada, sino que además tendrá un fuerte impacto en la estructura productiva, con posibles aplicaciones en sectores como la minería o la agricultura de precisión.


    Por su parte, la diferencia en las habilidades para una utilización inteligente de la tecnología se vincula con la disparidad de capitales culturales y trayectorias educativas. Así, es relevante impulsar la alfabetización digital, es decir, la generación de estas destrezas.


    Un punto clave para conectar a los desconectados es el precio de acceso a internet. Siguiendo los lineamientos sobre el umbral de asequibilidad de la Organización de Naciones Unidas (ONU), se establece que la contratación representa una inversión económica elevada para alrededor de 1,5 millón de hogares argentinos (el 11% del total). Este factor frena el crecimiento de los servicios de banda ancha. Los precios son elevados en comparación con los ingresos, algo que se replica en toda la región. Por esto son fundamentales las políticas de gestión de espectro y la regulación, que permitan una reducción de costos e impulsen mejoras en la calidad del servicio.


    El espectro es el habilitador de la conectividad y, al ser un recurso escaso, el gobierno debe asignarlo eficientemente. La política de espectro debe reflejar un análisis integral de los objetivos que se persiguen para la estructura productiva del país y es importante que esté respaldada por un plan a largo plazo. A nivel internacional se verifica que menores precios y mayores plazos de licencias —y predictibilidad para renovarlas— se reflejan en más competencia en el interior de la industria, más inversiones y un despliegue más acelerado de las nuevas generaciones.


    Para desarrollar inversiones se requiere un marco regulatorio estable y previsible a mediano y largo plazo. Además, la Argentina precisa una regulación más moderna y flexible. Dado el acelerado cambio tecnológico, resulta cada vez más necesario regular los servicios y no las tecnologías.


    La seguridad, la privacidad y la protección de datos deben ser centrales en dicha regulación. Al ingresar en la mayoría de los sitios web o al descargar aplicaciones aceptamos políticas de cookies, es decir, ficheros para almacenar información sobre la navegación que el usuario realiza desde su dispositivo. Al realizar compras en línea e ingresar mediante un usuario, también dejamos información personal. La Ley de Protección de Datos (25.326) vigente hoy en día fue promulgada en el año 2000, en un estadio más joven de internet. En el marco del desarrollo de nuevas tecnologías 5G, internet de las cosas (IoT) o inteligencia artificial, que funcionan sobre la base de una cadena de valor de datos, se requiere proveer un marco de protección efectiva para los usuarios.


    La revolución de la inteligencia artificial


    El Go es uno de los juegos de estrategia más antiguos de Oriente. Similar al ajedrez, aunque con un grado de complejidad mucho mayor, posee posibilidades de movimientos casi infinitas y es considerado uno de los pasatiempos más difíciles de practicar. En 2016 sorprendió al mundo que el proyecto AlphaGo, un programa informático de inteligencia artificial desarrollado por Google, venciera al campeón mundial de Go, Lee Sedol.


    La inteligencia artificial (IA) es un conjunto de tecnologías que permiten que las máquinas realicen tareas cognitivas propias de los humanos e incluso que los superen. Los programas posibilitan que las computadoras aprendan, perciban, piensen y actúen en respuesta a lo que observan. Antes, la programación significaba preparar correctamente las computadoras para realizar tareas estipuladas por el programador. Las nuevas tecnologías se asemejan más a un “entrenamiento”.


    Hasta hace unos pocos años, los programadores eran incapaces de dotar a las máquinas de capacidades de aprendizaje, solo podían explicarles procesos conocidos por los humanos para que estas los reprodujeran. El proyecto AlphaGo logró que el programa comprendiera y desarrollara nuevas técnicas de juego del Go sobre la base de la simulación y observación de partidas, llevando sus capacidades a niveles sobrehumanos. Para ello, los científicos se han apoyado en la utilización de Deep Learning, algoritmos de aprendizaje automático (machine learning) que modelan abstracciones de alto nivel. La jugada ganadora realizada por el programa contra el campeón surcoreano en una de las partidas disputadas sorprendió a todos por no haber tenido precedentes, fue totalmente innovadora y arriesgada.


    La capacidad de realizar acciones más allá de la mente humana hace pensar que la inteligencia artificial es una tecnología rupturista. Así como el economista Karl Polanyi señaló el quiebre de “la gran transformación” con el cambio de foco de la tierra al capital, que dio lugar al traspaso del feudalismo al capitalismo, o la revolución de los servicios destacada por Alain Touraine en los años setenta con movimiento del capital hacia el conocimiento, podríamos estar en presencia de un tercer gran cambio en el capitalismo.


    Los factores que nos señalan que estamos observando una nueva transformación refieren a esta nueva capacidad cognitiva adquirida por los programas informáticos, que les confiere capacidades de realizar tareas imposibles hasta hace tan solo cinco años, lo que permite agilizar muchas actividades y automatizar otras.


    En paralelo, esto ocurre en un contexto de mayor interconexión, baja de costos y mejoras tecnológicas en el sector de las telecomunicaciones. En consecuencia, se presentan importantes oportunidades para países como la Argentina o India, con profesionales altamente capacitados, que podrán incrementar la venta de sus servicios al mundo a precios mayores que los que consiguen por su trabajo en el mercado local.


    En definitiva, está claro que se trata de una herramienta con mucho potencial. La inteligencia artificial es un motor de productividad y crecimiento económico. Su implementación permite mejorar la eficiencia en la manera en que se realizan muchas tareas en las empresas y en el Estado, al tiempo que procesar y recolectar información hasta hace poco imposible de registrar. Estas nuevas fuentes habilitan a desarrolladores y proveedores a generar nuevos productos y servicios, muchos de los cuales todavía no conocemos.


    Así, es posible separar dos posibles efectos:


     


    
      	Directo, por medio de la creación de firmas y sectores que desarrollen tecnologías y productos de IA.


      	Indirecto, mediante la adopción de estas tecnologías en diversos sectores, mejorando procesos y decisiones empresariales.

    


     


    Es importante señalar que la automatización —entendida como la realización de tareas de manera automática por robots o programas— no constituye el único canal de impacto de la inteligencia artificial. Paralelamente, la IA tiene el potencial de asistir y favorecer el desempeño de los trabajadores al incrementar su productividad. En una primera etapa es probable que predomine esta función de apoyo, aunque en las empresas con mayor desarrollo tecnológico convergerán ambos efectos. En síntesis, las ganancias de productividad abarcarán tanto el capital como el trabajo.


    En relación con las tendencias de consumo, el acceso a una mayor cantidad de información se ha convertido en un recurso invaluable para las empresas, facilitando una personalización más profunda de sus productos. El conocimiento de las preferencias reales de los consumidores, que hasta ahora resultaba difícil de obtener, es el eje central de la “customización” y una de las principales soluciones que aporta la IA. El uso de big data —la recopilación y el procesamiento de grandes volúmenes de datos provenientes de dispositivos móviles, redes sociales y otros medios— permitirá a las empresas acercarse aún más a sus clientes. Los algoritmos ofrecen un acceso eficiente y económico a mercados segmentados, lo que favorece una mayor heterogeneidad en los bienes disponibles y obliga a las empresas a adaptarse a esta transformación. Sectores como el retail, por ejemplo, verán su negocio profundamente modificado.


    Además, la IA promete reducir fallas de mercado, como las asimetrías de información, al optimizar contratos y procesos. En los servicios financieros, por ejemplo, la evaluación de datos antes no observables, como patrones de comportamiento, permitirá realizar análisis crediticios más precisos y tomar decisiones con menor incertidumbre sobre un potencial tomador de préstamo.


    Ante estos cambios, las empresas deben prepararse respondiendo preguntas estratégicas: ¿se están recopilando los datos adecuados sobre los consumidores? ¿Qué información no observable podría reducir costos o garantizar el éxito de un producto? ¿Es confiable la información utilizada en la toma de decisiones? ¿Se protege adecuadamente la información crítica de la empresa? Son algunos de los interrogantes importantes a plantearse en la etapa pospandemia.


    Según estimaciones, la contribución de la inteligencia artificial al crecimiento mundial podría alcanzar el 14% del producto mundial en 2030. Se proyecta que China será el mayor beneficiario, con un impacto del 26%, seguido por Estados Unidos (14,5%). En contraste, Latinoamérica podría registrar un impacto más modesto, con un aporte estimado de apenas 5,4% de ganancias derivadas de su utilización.


    Respecto de los sectores que muestran un mayor dinamismo, el automotriz se destaca como el que más patentes vinculadas a la IA ha presentado, debido a los estudios referidos a vehículos autónomos. Este sector es seguido por telecomunicaciones, seguridad, medicina, computación, finanzas y la industria manufacturera. Geográficamente, el país con mayor cantidad de patentes en la materia es Estados Unidos, seguido muy de cerca por China.


    Frente a estas proyecciones, surge una pregunta clave: ¿estamos ante el fin del empleo? Aunque es difícil pronosticar un impacto neto, dos fuerzas contrapuestas se encuentran en juego. Por un lado, la automatización podría eliminar empleos, especialmente en posiciones menos calificadas, pero también, aunque en menor cantidad, en algunas altamente calificadas. Por otro lado, la propia industria naciente de actividades directamente vinculadas a la inteligencia artificial y las ganancias de productividad en muchas otras generarán impactos positivos en términos de empleo y salarios.


    Es previsible que muchos de los trabajos asociados con las nuevas tecnologías sean de baja calificación. Un ejemplo claro de esta tendencia es la creciente gig economy, en la que empresas como Uber o Rappi dependen de labores que requieren poca formación para operar. En el caso de Uber, la inteligencia artificial se encarga de “matchear” a choferes y precios de viaje, aunque, al menos por ahora, la presencia del conductor sigue siendo indispensable. Por otro lado, en muchas organizaciones será necesario implementar proyectos de reentrenamiento corporativo para que los trabajadores actuales se adapten a las nuevas herramientas y a los cambios en sus tareas.


    No cabe duda de que esta revolución tecnológica está apenas comenzando y que su potencial de crecimiento es significativo. La difusión de estas tecnologías aún se encuentra en una fase inicial y, paradójicamente, la economía mundial no ha evidenciado plenamente sus efectos. Esto ofrece a economías emergentes, como la argentina, una oportunidad para prepararse ante esta transformación. Sin embargo, el principal riesgo de no adaptarse a tiempo es profundizar la brecha con países más avanzados. Asimismo, una gobernanza global inadecuada podría propiciar un escenario de concentración tecnológica, en que el aumento de las necesidades de capital y la apropiación de mercado por parte de empresas con ventajas diferenciales resulten en la formación de superempresas. Este fenómeno podría poner en riesgo la competencia y exacerbar la desigualdad en el mercado laboral, destruyendo empleos y ampliando la brecha entre trabajadores calificados y no calificados.


    En otra línea, también será fundamental que los gobiernos protejan los datos con fuertes inversiones en ciberseguridad y con una administración ética de la gran cantidad de información recolectada de los ciudadanos.


    De todas maneras, una red de seguridad correcta en la economía mundial debería despejar los riesgos que trae aparejados la tecnología y conducirnos por un camino virtuoso. Muchas organizaciones internacionales señalan que, además de revolucionar la producción, tienen el potencial para ser una solución a muchos desafíos globales. Un diseño de políticas cuidadoso beneficiará en buena medida la economía y a los ciudadanos. En particular en la Argentina, la gran versatilidad de sus profesionales, la amplia red de educación pública y la ventaja relativa de trabajadores calificados resultan una potente locomotora para subirse a esta nueva etapa.

  

  
    
      
        1. Cabe destacar que, si su medición se realiza a precios constantes de 2004, el nivel de la tasa de inversión de los años recientes se incrementa entre tres y cuatro puntos anuales, habida cuenta de la variabilidad de los precios relativos de la economía argentina. Esto es así, ya que, al tomar como base los precios de un año con un tipo de cambio real elevado, se incrementa el peso relativo de los bienes de capital y, consiguientemente, la participación de la inversión bruta en la demanda agregada.

      


      
        2. Debe tenerse en cuenta que los montos de ingresos por IED de la década de 1990 están parcialmente influenciados por los ingresos de capitales correspondientes a los procesos de privatizaciones, tanto en lo que hace a la compra de los activos existentes (takeovers) como al posterior proceso de inversiones (greenfields), que a ese respecto se establecían de manera explícita en los procesos licitatorios respectivos.

      


      
        3. Stefani, F. (2018): “Rol actual y futuro de la ciencia en la innovación industrial y el crecimiento económico en Argentina”, Centro de Investigaciones en Bionanociencias (CIBION), mimeo. En https://www.biologia.org.ar/wp-content/uploads/2018/10/Stefani-2018_Rol-actual-y-futuro-de-la-ciencia_en-la-innovacion-industrial-en-Argentina.pdf

      


      
        4. Organismo dedicado a la promoción de la ciencia y la tecnología en la Argentina.

      


      
        5. Véase https://www.nist.gov/mep

      


      
        6. Durante la década de 1990 la inversión pública en infraestructura fue baja (1,5% del PBI), compensada por la oleada de inversiones de las nuevas empresas privatizadas (en particular en energía, agua y telecomunicaciones).

      


      
        7. Después del colapso de 2002, los primeros años de la recuperación económica del kirchnerismo se caracterizaron por la primacía del Estado en la inversión en infraestructura, en el contexto del congelamiento de tarifas y la política de subsidios —que llegaron a representar el 5% del PBI—, que dejó a muchas empresas privatizadas al borde de la quiebra. De este modo, el gasto total de inversión en infraestructura promedió el 2% del PBI, con un techo del 4% del PBI en 2010. Aun con fuertes subsidios y fondos públicos para inversiones, la calidad de la infraestructura no mejoró en la primera década del siglo actual. El índice de competitividad global, publicado por el World Economic Forum, muestra que la Argentina ha pasado del puesto 68 en 2016 (de un total de 125 países) al 106 (de 140 países). El deterioro más fuerte se observa en la infraestructura de autovías y la oferta de electricidad.

      


      
        8. Un ejemplo de esto son las energías eólica, solar, de biocombustibles y fotovoltaica, que hoy explican el 5% del consumo —casi nulo en 2009—, un valor que, si bien es menor aún al 8% establecido en la ley 27.191 para 2018, tiene un horizonte del 20% del total para 2025.

      


      
        9. Véase https://www.gihub.org/

      


      
        10. Se refiere a la interconexión de objetos cotidianos con internet. Esta tecnología de quinta generación tendrá aplicaciones clave en la producción industrial, siendo su desarrollo fundamental para las industrias 4.0.

      

    

  

  
    CAPÍTULO 7


     


    Coordinación tributaria federal


    Como hemos visto, para que el diseño impositivo cumpla con los objetivos propuestos, es necesario el involucramiento de todos los niveles de gobierno, más aún en un país federal en el que las jurisdicciones subnacionales mantienen potestades tributarias y deben fortalecerlas para mejorar la correspondencia fiscal. Es importante destacar que existen tres niveles de gobierno con potestades tributarias, que recaen sobre el mismo contribuyente.


    En los hechos, si se analizan los impuestos a la propiedad, indicados para cumplir objetivos de equidad, las provincias participan en un 50% del producido, aunque su importancia ha disminuido en los últimos años. Por otro lado, en los distorsivos impuestos sobre bienes y servicios —excluidos los de comercio exterior—, las provincias participan en un 30%. Por eso, para mejorar la equidad —aumentando los gravámenes patrimoniales— y para reducir las distorsiones —disminuyendo tributos indirectos, como el de ingresos brutos—, las jurisdicciones provinciales y la ciudad de Buenos Aires tienen mucho por aportar y coordinar.


    En este contexto, una ley de coparticipación de impuestos no solo regula la distribución primaria y secundaria de una masa coparticipable específica, sino que también actúa como una norma de coordinación tributaria federal para garantizar que el sistema no pierda eficiencia y cumpla con su propósito. En ella se establecen las prohibiciones de cobrar impuestos análogos a los coparticipados, además de regular tributos locales con el mismo objetivo. Por ello, es crucial coordinar no solo los diseños tributarios, sino también su administración.


    En las provincias y los municipios también


    La Argentina siempre ha tenido una estructura atípica y negativa de impuestos subnacionales. Este tema es complejo. El problema es histórico.


    En esta realidad han influido tanto factores generales del federalismo fiscal local como cuestiones específicamente provinciales. Uno de los primeros factores a considerar es que, desde su origen y debido a las grandes desigualdades regionales, la mayoría de las provincias ha sido altamente dependiente de los recursos nacionales.


    Como señaló Juan José Llach,1 hay que admitir que, en paralelo, al menos desde la crisis de 1890, los gobiernos nacionales avanzaron sobre las potestades tributarias originalmente provinciales, que en 1927 la Corte Suprema de Justicia declaró “concurrentes”. Este avance de facto de la nación sobre las rentas de las provincias, mediante impuestos a la exportación, erosionó el valor de la propiedad del inmueble rural. Luego, sucesivas reformas trasladaron crecientes misiones y funciones al ámbito provincial y, más recientemente, también a los municipios. Así se combinaron desigualdades regionales, pérdida de potestades tributarias provinciales y aumento de responsabilidades en provincias y municipios, lo que generó una dependencia creciente de estas jurisdicciones respecto del gobierno nacional, que ya parece eterna. Desde el golpe de Estado de 1930 se ha manifestado el brutal enfrentamiento entre un alto nivel de aspiraciones sociales y la tendencia al retraso del país. Los sucesivos gobiernos intentaron mitigar este choque de modelos mediante un mayor gasto público, a menudo sin financiamiento adecuado.


    Esta problemática tributaria determinó que, entre todos los países federales, la Argentina, junto con México, sea el país con mayor brecha entre el gasto público y las recaudaciones subnacionales. Esta baja “correspondencia fiscal” ha derivado en una fuerte dependencia de los gobiernos provinciales y municipales respecto del gobierno central. Como señalan Llach y Melamud en su trabajo de 2018:


     


    A diferencia de lo que ocurre en otros países, en el imaginario culto y popular de la Argentina es muy frecuente la creencia “del Estado todo, al fisco nada”. Esto lleva a pedir infinitas tareas al Estado teniendo, al mismo tiempo, gran lenidad frente a la evasión. No existe en nuestro país el lazo vigente en democracias más maduras entre el ser ciudadano, elegir a los gobernantes, pagar los impuestos y exigir el buen uso de estos.2


     


    En el país, la relación entre la sociedad y los impuestos tiene límites muy difusos. Tanto es así que los gobiernos provinciales gravan sus producciones locales con un 4% del PBI en lugar de recaudar parte de esa suma mediante otro tipo de tributos. El impuesto sobre los ingresos brutos (IIBB) es visible únicamente por un pequeño número de empresas y por algunas dirigencias políticas provinciales.


    La gran mayoría de la ciudadanía consumidora no percibe el impuesto sobre los ingresos brutos y no tiene idea de pagarlo. Es un tributo invisible, anónimo, casi un “no impuesto”. De este modo, resulta un atractivo difícil de eludir para muchas dirigencias políticas subnacionales, ya que permite recaudar sin que la mayoría lo perciba, afianzando la equivocada creencia de que el Estado puede proveer bienes y servicios sin costo.


    A nivel municipal, la situación resulta aun más perjudicial para la producción. Un estudio realizado por Alberto Porto y equipo sobre los municipios de la provincia de Buenos Aires concluye:


     


    La clasificación de los distintos tributos municipales según el contribuyente legal (productores o consumidores) permite determinar, para el promedio de los 135 municipios, que el 64,5% de la recaudación es pagada por las empresas (mediante tasas como las de inspección e higiene), y el 35,5% restante, por las familias.3


    Claro que cualquier reforma impositiva subnacional que busque el desarrollo sostenible, sustentable e inclusivo enfrenta una complejidad significativa, pues sus beneficiarios directos suelen ser pocos, mientras que quienes perciben que podrían verse perjudicados —aunque no necesariamente lo sean— son muchos, con poder de voto y veto. Son, en definitiva, la dirigencia política y —mientras persista la informalidad— los consumidores.


    Consecuencias económicas de la presión tributaria provincial


    Al problema de una presión tributaria que supera en casi 7 puntos porcentuales el promedio de impuestos en otros países de América Latina y el Caribe se suma la extrema complejidad de la estructura impositiva argentina. Esta dificultad no solo la convierte en ineficiente e inequitativa, sino que está estrechamente relacionada con la desarmonización federal, en particular en lo que respecta al impuesto sobre los ingresos brutos.


    En el ranking Paying Taxes 2020, elaborado por Price Waterhouse & Co.,4 que analiza y compara regímenes fiscales en 190 economías del mundo, la Argentina ocupó el puesto 169 en términos del costo (monetario y de tiempo) de pagar impuestos.


    El estudio de Llach y Melamud —citado anteriormente— también aporta datos relevantes. Tomando como referencia las estructuras de costos de determinadas cadenas de valor, el informe evaluó la participación de cada insumo (mano de obra, compras intermedias y amortizaciones de bienes de capital) y cada gasto (logística, financiamiento, impuestos, servicios, seguros y publicidad) en el precio final de venta al consumidor. Luego calculó la incidencia del IIBB en cada componente del costo, según la alícuota de la provincia que concentra la mayor parte de la producción.


    La carga total del impuesto sobre los ingresos en el precio al consumidor resultó ser la suma, en cascada, de las cargas en cada componente y eslabón de la cadena.


    En el sector automotriz, por ejemplo, la carga fiscal total que recayó en una persona al comprar un automóvil producido en la Argentina llegó al 54,8% del precio final. De ese porcentaje, el IIBB representó el 9,1% del precio de venta de un vehículo; esto lo convirtió en el segundo tributo con mayor carga.


    En la industria láctea, un sector muy diferente al anterior, el cálculo ha sido más complejo, pero amerita citar el estudio por la importancia de sus productos en la canasta familiar. La producción primaria de leche está compuesta por alrededor de 11.000 tambos, localizados principalmente en las provincias de Santa Fe, Córdoba, Buenos Aires y Entre Ríos. Los principales costos de producción incluyen los insumos para la alimentación del ganado y el personal. A esto se suman las inversiones constantes para renovar el ganado, debido a la limitada vida útil de las vacas lecheras. Según el estudio, la carga del IIBB sobre el precio del productor de leche (neto de impuestos) asciende al 3,5%.


    En la etapa industrial de la cadena láctea —las usinas de procesamiento— se observa una concentración empresarial favorecida por las economías de escala y la alta productividad que se logra mediante el empleo de tecnología de punta. El principal componente de costos corresponde a la compra de leche cruda, que representa el 40,5%. A este le siguen los gastos de flete (17,4%) y mano de obra (15,6%), dado que tanto la industrialización de la leche para su consumo final como la elaboración de productos derivados son actividades intensivas en trabajo. Según estos porcentajes, la carga del impuesto sobre los ingresos brutos de las usinas de procesamiento asciende al 1,7%.


    En la última etapa de la cadena, que incluye la distribución y comercialización para el consumo final, el costo de compra de los supermercados representa el 74% del precio al consumidor (sin IVA). Al sumar el efecto en cascada del IIBB en los eslabones productores de la cadena, se calcula que este gravamen incrementa el precio final de la leche al consumidor en un 10,4%, sin considerar otros impuestos aplicados en el punto de venta.


    Por su parte, en la producción de manzanas, la mano de obra constituye el 38% del costo, reflejo de una baja tecnificación. Los insumos representan el 27%, seguidos por los gastos de maquinaria y logística. En esta etapa primaria, la carga del IIBB en el precio del productor de manzanas es del 0,7%, ya que esta actividad está exenta del impuesto en las principales provincias productoras, Río Negro y Neuquén.


    En la etapa industrial de la producción de manzanas, que abarca el empaque y la conservación, la mano de obra sigue siendo el principal componente del costo (33%), seguido por los gastos de enfriamiento (28%) e insumos (26%). En conjunto, la carga del IIBB en el precio industrial de las manzanas asciende al 1,8%.


    En la etapa final de distribución y comercialización de las manzanas, el costo de compra de los supermercados representa cerca del 50% del precio al consumidor (sin IVA). Otros componentes del precio incluyen salarios (13,4%), costos operativos como publicidad y servicios de recaudación (10%), e impuestos, incluidos aportes y contribuciones (también en torno al 10%). En este contexto, la carga total del IIBB en el precio de las manzanas en supermercados (sin otros impuestos) alcanza el 8,4%.


    Los casos analizados, al igual que otros abordados en el estudio, revelan el impacto significativo del sistema tributario en la producción. La ausencia de un programa sólido de desarrollo económico fomenta el uso de impuestos distorsivos, lo que desincentiva la inversión. Para impulsar la expansión económica resulta imprescindible reducir la presión fiscal, especialmente en los sectores exportadores, que enfrentan grandes desafíos para competir en los mercados internacionales debido a su incapacidad de trasladar impuestos a los precios finales.


    Medidas específicas en tributos de jurisdicción provincial


    El respeto por las potestades tributarias provinciales implica que los cambios necesarios en sus tributos deben realizarse mediante acuerdos interjurisdiccionales. Una nueva ley de coparticipación, con una distribución primaria y secundaria claramente definida, ofrece la oportunidad de establecer principios de coordinación federal que impulsen una mayor eficiencia tributaria.


    DISMINUCIÓN DEL EFECTO DISTORSIVO Y ARMONIZACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LOS INGRESOS BRUTOS


    Este impuesto es la principal fuente de recaudación provincial, representando en promedio el 77% del total. Sin embargo, genera las distorsiones típicas de cualquier tributo, pero lo hace de manera creciente, ya que el precio final de un producto acumula todos los gravámenes de la cadena productiva. El IIBB implica mayor presión tributaria en aquellos productos y servicios con cadenas de valor que requieren un gran número de procesos y actividades. Es decir, discrimina entre estructuras productivas diferentes y, por lo tanto, perjudica a las pequeñas empresas desintegradas, fomentando la concentración de mercado. También desalienta las exportaciones y alienta las importaciones, ya que grava transacciones en su origen.


    En efecto, se debe eliminar paulatinamente el IIBB en las actividades iniciales de las cadenas productivas, como en el agro, la industria, el transporte y el comercio mayorista.


    Hubo propuestas para reemplazarlo totalmente por mayor recaudación en el impuesto inmobiliario y por un nuevo tributo, el impuesto a las ventas de consumo final (IVCF), que gravaría la compra de este tipo de bienes con alícuotas iniciales de alrededor del 3%. Ahora bien, la definición de bienes de consumo es clara teóricamente, pero compleja en la práctica. En este sentido se sugiere adoptar un enfoque de listas negativas. Es decir, excluir del gravamen todas las compras de insumos y bienes de capital —aun cuando podrían ser de uso doméstico—, así también tipos de comercios excluidos, tales como corralones de materiales.


    Este nuevo tributo debe incluirse de forma paulatina, bajo una coexistencia con el IVA nacional, siendo ambos los principales impuestos de cada nivel de gobierno y generando una alícuota que no supere el 24%. Se recomienda una alícuota máxima del 3% durante los primeros cinco años; luego se les otorgaría libertad de acción a las provincias para fijar porcentajes superiores. Por último, se podría eximir de este gravamen, total o parcialmente, los alimentos y productos cruciales para el desarrollo infantil, la salud y la educación.


    Para avanzar con estas reformas es necesario que las provincias acuerden compromisos mutuos e individuales con sus respectivos municipios.


    Más allá de estas propuestas profundas es claro que, además de desgravar los primeros eslabones de las cadenas —los que más distorsiones provocan—, debe armonizarse su diseño, tales como las definiciones de bases imponibles, deducciones y exenciones, entre otras. Si no se lleva a cabo esta armonización —y de la administración tributaria, de la que hablamos más adelante—, ni siquiera su reemplazo terminará con los problemas que más afectan a los contribuyentes.


    MAYOR EQUIDAD MEDIANTE EL IMPUESTO INMOBILIARIO


    El impuesto inmobiliario (II) es subnacional y, más específicamente, provincial o municipal. Comparada con otros países, la recaudación en la Argentina es muy baja; en 2021 fue del 0,37% del producto, lo que equivale a un tercio de lo recaudado en países desarrollados (1,1%) y siete veces menor que el promedio de Australia, Canadá y los Estados Unidos (2,6%).


    A este bajo nivel se suma la ya mencionada caída significativa en la participación del gravamen inmobiliario dentro del total de los recursos tributarios de las provincias durante las últimas décadas. Esta disminución ha llevado a que, en una comparación con nueve países de América Latina, la Argentina se ubique en el penúltimo lugar, con una participación de solo el 7,3% del total de recursos subnacionales, muy por detrás de Uruguay, Chile, Costa Rica, Perú, Ecuador, México y Colombia, superando únicamente a Brasil.


    En cuanto a sus efectos económicos, desde los orígenes de la economía política, la literatura ha sido casi unánime al resaltar la doble faceta progresiva del impuesto a la tierra, modernamente conocido como impuesto inmobiliario o a la propiedad. En primer lugar, debido a la concentración de la posesión de la tierra, este gravamen contribuye a reducir la desigualdad en la distribución del ingreso. En segundo lugar, especialmente en el sector rural, tiene el potencial de incentivar la producción, ya que el impacto del inmobiliario en la rentabilidad puede mitigarse mediante un aumento en la producción, efecto que se intensifica al tratarse de un tributo de suma fija.


    Las provincias podrían compensar la caída en lo recaudado por el IIBB con un incremento en la recaudación del impuesto inmobiliario. Para ello sería necesario unificar la metodología de cálculo de la base imponible, a fin de reflejar las valuaciones de mercado y establecer alícuotas homogéneas entre las provincias. Este enfoque incrementaría la progresividad del sistema tributario provincial, mejorando simultáneamente la distribución del ingreso después de impuestos, reduciendo los costos de producción en todas las cadenas productivas y generando incentivos para aumentar la productividad del campo.


    Estas ventajas podrían potenciarse con dos elementos adicionales al impuesto inmobiliario:


     


    
      	Progresividad moderada en las alícuotas, con valores que oscilen entre el 0,5 y el 2% del valor fiscal.


      	“Descuentos ambientales” para los propietarios que implementen prácticas conservacionistas.

    


     


    A los efectos de incentivar a que todas las provincias jerarquicen este tributo mediante la actualización de las bases tributarias (revalúos), podría integrarse el impuesto inmobiliario con el relativo a bienes personales, tomando el inmobiliario como pago a cuenta.


    LA DISTORSIÓN DEL IMPUESTO A LOS SELLOS


    Este tipo de impuesto, junto con el de ingresos brutos, presenta dos características que explican su persistencia a pesar de su carácter distorsivo: su relativa facilidad de recaudación y su naturaleza furtiva. En este sentido, constituye un tributo simple tanto desde el punto de vista recaudatorio como administrativo, lo que reduce los incentivos de los gobiernos provinciales para eliminarlo. Aunque el monto a abonar por este concepto suele encontrarse claramente detallado, muchas veces pasa inadvertido para los ciudadanos, quienes no siempre perciben el impacto que tiene en las transacciones contractuales cotidianas.


    Sin embargo, presenta características nocivas que atentan contra la inversión y afectan ciertas operatorias realizadas por los ciudadanos. Es decir, incide directa e indirectamente —y con efectos acumulativos— en los costos de los procesos productivos.


    Por ello se recomienda eliminar este impuesto en todas las transacciones que no involucren inmuebles ni automotores. En cuanto a estos dos bienes en particular, se propone establecer una alícuota máxima para las transferencias.


    Administraciones tributarias fuertes y coordinadas


    Ya mencionamos que la debilidad para recaudar distorsiona la estructura contributiva. Por lo tanto, no será posible lograr los objetivos planteados respecto de los impuestos y el necesario incremento en la correspondencia fiscal si no se fortalecen las administraciones tributarias de cada una de las jurisdicciones.


    Además, y más allá de los efectos teóricos negativos que tiene el impuesto sobre los ingresos brutos —principal tributo subnacional— y la necesidad de mejora y/o reemplazo, es claro que el IIBB sufre un serio problema de desarmonización en su administración tributaria. Si este tema no se aborda, el reemplazo de gravámenes tampoco funcionará.


    Hemos visto que es necesario avanzar en la armonización de diseños tributarios subnacionales, en especial del impuesto sobre los ingresos brutos. Pero además, y tal vez con mayor prioridad, es imprescindible armonizar su administración.


    Estas cuestiones han sido abordadas por las provincias a través del Convenio Multilateral, un acuerdo interjurisdiccional cuyo objetivo es regular la distribución de la recaudación generada por los contribuyentes del IIBB.


    Así como la Comisión Federal de Impuestos tiene un rol primordial en la coordinación tributaria vertical —entre nación y provincias—, los aspectos de coordinación horizontal para el IIBB están a cargo de la Comisión Arbitral, que junto con la Plenaria son los organismos del Convenio Multilateral.


    Como señalan Capellano y Vernetti (2022):


     


    Con el advenimiento del siglo XXI se amplía el rol asumido por la Comisión Arbitral, la cual comienza a gestionar sistemas informáticos (mucho por sistemas de adhesión voluntaria) que permiten armonizar distintos aspectos de la gestión tributaria que antes se encontraban dispersos entre las distintas jurisdicciones, y pasan a estar concentrados en el seno de la Comisión Arbitral, simplificando la gestión de las administraciones tributarias y de los contribuyentes alcanzados por esas obligaciones.5


     


    Entre los sistemas implementados se destacan:


     


    
      	SIRCAR (Sistema de Recaudación y Control de Agentes de Recaudación, 2002). Permite a los agentes de retención y percepción de 21 jurisdicciones adheridas presentar de manera unificada sus declaraciones juradas.


      	SIRPEI (Sistema de Recaudación de Percepciones de Importaciones).


      	SIRCREB (Sistema de Recaudación y Control de Acreditaciones Bancarias). Con la adhesión de 22 jurisdicciones, gestiona regímenes de retenciones bancarias de forma coordinada.

    


     


    Además de estos sistemas, coordinados en el ámbito de la Comisión Arbitral y con la Agencia de Recaudación y Control Aduanero (ARCA) —antes Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)—, se encuentra el Padrón Federal, que permite que tanto los contribuyentes del Convenio Multilateral como los locales cumplan con sus obligaciones formales de inscripción en el gravamen y con la declaración de todas las modificaciones en sus datos. Sin embargo, las jurisdicciones también operan numerosos sistemas independientes de percepción, retención y recaudación que no están armonizados, lo que genera múltiples retenciones/percepciones sobre una misma operación. Esto ocasiona molestias a los contribuyentes y la acumulación de saldos a favor.


    En los diversos consensos fiscales firmados entre las provincias y el gobierno nacional entre 2017 y 2023 se establecieron compromisos en la dirección correcta. Además de fomentar la adhesión de las provincias a regímenes coordinados, estas se comprometieron a:


     


    
      	Profundizar la adecuación de los regímenes de retención, percepción y recaudación del impuesto sobre los ingresos brutos para respetar los límites territoriales de la potestad tributaria de las jurisdicciones y evitar la acumulación de saldos inadecuados o permanentes a favor de los contribuyentes.


      	Respetar las pautas generales fijadas por los organismos del Convenio Multilateral en materia de retención, percepción, recaudación e información.


      	Procurar las medidas necesarias en los procedimientos vigentes en cada jurisdicción a efectos de aplicar mecanismos de devolución automática, compensación o transferencia de crédito del IIBB a contribuyentes que tengan saldos a favor generados por retenciones, percepciones y/o recaudaciones, siempre que cumplan con los requisitos específicos del caso en cuestión.

    


     


    Sin embargo, la ausencia de una autoridad de aplicación para estos consensos dificulta la supervisión de su cumplimiento. Sin duda, una nueva ley de coparticipación es la oportunidad para jerarquizar estos compromisos y establecer mayor coordinación en la gestión de este tributo.
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    CAPÍTULO 8


     


    Más allá del federalismo fiscal


    Avanzar en el federalismo fiscal —abordado en capítulos anteriores— es crucial para alcanzar un verdadero federalismo, pero representa solo una parte del desafío. Las políticas de desarrollo productivo, educación y provisión de bienes públicos, funciones esencialmente provinciales, así como instituciones como el Banco Central y el Indec, deben incorporar criterios geográficos y garantizar la participación de los distintos niveles de gobierno, ya sea de forma individual o mediante agrupaciones regionales.


    Algunos casos particulares


    Un destacado estudio de 2014 sobre el crecimiento puntano, titulado “Política pública de desarrollo en San Luis”, realizado por Roxana Camiletti, Héctor Flores y Esteban Arias,1 analiza el programa Nuevas Empresas de Jóvenes Sanluiseños, creado mediante una ley de 2011, que ha otorgado a la Secretaría General de Estado, Legal y Técnica la facultad de diseñar y ejecutar políticas para dinamizar la relación entre el Ejecutivo provincial, las organizaciones no gubernamentales y los jóvenes emprendedores.


    El gobierno puntano ha partido de la premisa de que el gasto público desempeña un rol protagónico en la economía al generar empleo y dinamizar la actividad social a través de la adquisición de bienes y servicios, así como de inversiones en infraestructura, especialmente en momentos de recesión económica.


    Implementado en noviembre de 2012, el programa otorgó créditos blandos a jóvenes empresarios, fortaleciendo el tejido productivo provincial al promover el desarrollo humano y estimular la economía. Como señaló el estudio, esta iniciativa abordó problemas estructurales de las pequeñas y medianas empresas (pymes) locales, facilitando su nacimiento, crecimiento y consolidación, y además se alineó con el modelo de desarrollo definido por la provincia: consolidar un tejido industrial sustentable, agregar valor al sector agropecuario mediante la agroindustria y potenciar el turismo en crecimiento como parte del producto bruto geográfico.


    Rápidamente, el programa encontró un caldo de cultivo ideal para su desarrollo, ya que el sector pyme siempre se consideró de suma importancia en la provincia, y consolidó un cambio cultural a favor del emprendimiento y un dinamismo de alto impacto económico y social.


    El programa también buscó frenar la migración juvenil, fomentando la integración de las nuevas generaciones en el sistema productivo y su permanencia en la provincia. Históricamente, San Luis había enfrentado una distribución poblacional desequilibrada debido a la demanda laboral. Según el estudio de Camiletti, Arias y Flores, el proceso de industrialización iniciado en 1980 logró una “transformación acelerada de una sociedad con muy pocos emprendimientos industriales, asociados fundamentalmente a la industria primaria, a una sociedad industrial, con una producción con un alto desarrollo tecnológico”. Ese desarrollo fue acompañado por políticas públicas que facilitaron la instalación de la actividad privada, gracias a una infraestructura que apuntó a contener las inversiones que llegaran.


    Sin embargo, el dinamismo de las últimas décadas del siglo XX no se repitió, dificultando el acceso al empleo de las nuevas generaciones. En respuesta, el programa Nuevas Empresas buscó:


     


    
      	Integrar a los jóvenes en el sistema productivo.


      	Promover el arraigo de las nuevas generaciones a su terruño.


      	Reconocer y atender la falta de servicios frente a la explosión productiva.


      	Crear una red interconectada de bienes y servicios que le sirviera particularmente a la industria.


      	Ampliar la gama de prestaciones en los sectores de entretenimiento y turismo.


      	Estimular el espíritu emprendedor juvenil.


      	Fomentar la cohesión social a través del trabajo.

    


     


    El programa académico refiere:


     


    Por las características del programa y el modo en el que se fue desarrollando en el territorio provincial, además de generar conductas innovadoras y contribuir al tejido industrial provincial, sirvió, fundamentalmente, para disminuir las asimetrías intrarregionales, generando y utilizando factores productivos desempleados al interior provincial, con lo que se fue instando un modelo de desarrollo sustentable con equidad social y una mejor distribución geográfica de la renta provincial.


     


    No obstante, el desarrollo de una provincia no equivale al desarrollo total del país. Las políticas federales de crecimiento y coparticipación deben ser uniformes para todo el territorio. Por lo tanto, resulta fundamental establecer vínculos sólidos y efectivos entre el Ejecutivo nacional y los gobiernos provinciales.


    La hora de regionalizar


    La reforma constitucional, además, introdujo por primera vez la idea de región en el texto básico; recuerda García Lema que, cuando se habla de “gobiernos de provincia”, el artículo 124 permite que las provincias creen “regiones para el desarrollo económico social” y establezcan “órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines”. Hoy es el momento de darles entidad a las regiones, enfatiza el exprocurador, a la vez que se crea una ley-convenio: “El NOA (Catamarca, Jujuy, Tucumán, Salta y Santiago del Estero), el NEA (Chaco, Corrientes, Formosa y Misiones), Cuyo (La Rioja, Mendoza, San Juan y San Luis) tienen que cobrar un protagonismo económico y social importante”.


    Si bien casi todas las provincias han firmado tratados para la creación de regiones, pocas han aprovechado este marco normativo. El experto subraya que la creación de regiones es clave para transformar el federalismo competitivo en un federalismo de concertación.


    En su ya citado libro La reforma por dentro, García Lema analiza la evolución del federalismo durante el siglo XX. Según su perspectiva, el federalismo competitivo, “representado por las rivalidades, enemistades y enfrentamientos entre los estados provinciales”, ha transitado hacia un federalismo “de concertación, con el propósito de contribuir a proporcionar un mejor equilibrio entre las diferentes partes de un Estado”. No se concebía ya como un sistema para distribuir competencias o responsabilidades, sino también para asentar la convivencia y velar por la igualdad de oportunidades.


    “La comisión de juristas del justicialismo consideró que el concepto de región promovería un federalismo efectivo de integración y coordinación de esfuerzos en pos de intereses comunes, y optimizaría la economía de escala y la redistribución con justicia social”, explica el constituyente al referirse a los debates de 1994.


    Por su parte, Sabsay destaca que, si bien “la provincia sigue siendo el centro de redistribución territorial del poder”, la región tiene como finalidad el crecimiento, “el logro de objetivos de carácter económico y social”. Se trata de “una concepción jurídica en sentido particular, ya que se la reconoce solo para el cumplimiento de fines limitados”, que consisten principalmente en compatibilizar los intereses del todo nacional con las diversidades locales.


    En el Tratado elemental de derecho constitucional argentino, el jurista Germán Bidart Campos2 analiza también que el texto de la reforma establece “que la regionalización que acuerden crear las provincias para el desarrollo económico y social en ejercicio de sus competencias deberá coordinarse —y, mejor aún, concertarse— para que la regionalización guarde armonía y coherencia con las políticas federales diferenciadas”. Este principio sería similar al de las autorizaciones específicas para procesos de integración internacional, pero aplicado al interior del país.


    Sabsay cita al constitucionalista Humberto Quiroga Lavié: “La idea fuerza de la Constitución es que sean las propias provincias las que dispongan de su regionalización a través de acuerdos para el desarrollo”, lo que permitiría “la descentralización de potestades a favor de agencias independientes, como es habitual en los Estados Unidos”.


    En la práctica, ya se han creado numerosos entes interjurisdiccionales para la ejecución de obras de infraestructura, la gestión de ríos o la puesta en marcha de actividades comerciales, sin perjuicio de que “corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio”, como lo establece la Constitución.


    García Lema ofrece ejemplos: “Las regiones pueden acrecentar el poder de compra de las administraciones locales y disminuir los costos al permitir adquisiciones en mayor escala. También pueden promover la prestación de servicios públicos en el ámbito regional —o el control de los ya privatizados—, la creación de bancos interprovinciales con mayores posibilidades de captación de recursos”.


    Sumar la noción de regiones a la negociación de una ley-convenio conlleva también ventajas prácticas, señala García Lema: “Es más sencillo hacer acuerdos regionales que un gran acuerdo nacional. Si se arranca con acuerdos regionales que funcionen, cuyo contenido compatibilice los intereses de las provincias y priorice el crecimiento político, social y económico de las provincias chicas para que les lleguen inversiones e industrias, se sienta un precedente. Hay que dejar de pensar individualmente y transformar a las provincias en sujetos inmersos en regiones”.


    Por último, una gran concertación podría implementarse también a través de unidades menores, como los clusters o asociaciones de empresas con el sector público, universidades u otros organismos tecnológicos. Siguiendo a García Lema: “Los clusters tienen en común que las empresas y el sector público se coordinan entre sí, en una zona, provincia o región. Es decir, la competencia, usual en la realidad empresaria, se complementa con actividades en donde la cooperación es esencial”. Esto refleja el nuevo espíritu de un federalismo de concertación, alejándose del modelo basado en la competencia.


    Educar para el trabajo del futuro


    Toda propuesta económica que priorice la producción debe considerar un complemento imprescindible: cómo ha cambiado la educación para el trabajo en el siglo XXI. En el pasado industrial, la innovación avanzaba a un ritmo tan humano que las empresas podían reentrenar a sus trabajadores. Sin embargo, la aceleración que trae consigo la revolución tecnológica ha hecho esto prácticamente imposible. Las competencias necesarias cambian de un día para el otro, y las empresas, al igual que el mercado laboral, han dejado atrás las estructuras de los años sesenta.


    Desde la perspectiva de los trabajadores, ya no es viable aspirar a un empleo digno y estable con una educación mínima. Historias como la del joven que ingresaba en un banco a los 18 años y se jubilaba allí son cosa del pasado.


    Por un lado, la tradicional relación típica de empleo ha disminuido; en su lugar predominan formatos como el trabajo temporal, a tiempo parcial o por cuenta propia. Además, la pandemia aceleró la adopción del trabajo virtual y el empleo en plataformas digitales bajo demanda.


    Por otro lado, la convergencia de tecnologías disruptivas —como la nube, la inteligencia artificial, el aprendizaje automático, la nanotecnología, la impresión 3D, la internet de las cosas y la red 5G— redefine el paradigma productivo e impone nuevos requerimientos.


    El impacto ha generado, en el mundo desarrollado, una polarización del mercado laboral, con demanda para ocupaciones de alta y baja calificación, pero no para aquellas de calificación media. Tanto a nivel global como en la Argentina, la exclusión de personas sin conocimientos digitales es una constante.


    “Es necesario que los trabajadores desarrollen un nuevo perfil, al tiempo que se acelera la obsolescencia de muchos saberes adquiridos”, sintetiza la Confederación General del Trabajo (CGT) en su documento “La formación profesional, el trabajo del futuro y las crisis”.3 “Además del tratamiento de saberes técnicos propios de cada ocupación, se plantea la necesidad de desarrollar aquellos considerados transversales de aplicación en distintas ocupaciones”.


    Claire Cain Miller, especialista de The New York Times en el futuro del trabajo, señala: “Todos los trabajos que las máquinas pueden hacer ahora —tanto si se trata de cirugía, conducir un coche o servir comida— siguen careciendo de un rasgo marcadamente humano. No tienen aptitudes sociales. Y, sin embargo, destrezas como la cooperación, empatía y flexibilidad han cobrado cada vez más importancia en el lugar de trabajo actual”.4 Esos son los saberes transversales, además de la resolución de problemas, la capacidad de aprender a aprender, el trabajo en equipo, la comunicación, la resiliencia y la responsabilidad.


    “En un entorno sumamente volátil, incierto, complejo y ambiguo, con acelerados y profundos cambios tecnológicos, como también nuevas formas de organización empresarial, modificaciones sociales, laborales y productivas, se originan importantes transformaciones en las ocupaciones y a su vez la exigencia de adquirir nuevos saberes, tanto para las organizaciones como para las personas trabajadoras”, sintetiza la CGT en el documento citado.


    El advenimiento de la inteligencia artificial ha generado opiniones encontradas. Para los pesimistas, muchos empleos actuales desaparecerán, los salarios se estancarán y las personas pasarán de un oficio a otro obligadas por la necesidad, mientras que la educación permanecerá rezagada frente al progreso tecnológico.


    Para los optimistas, en cambio, habrá un salto extraordinario en la productividad, mejorará la calidad de vida y, aunque algunos empleos quedarán obsoletos, surgirán otros nuevos. La transición hacia una producción más sustentable ayudará a combatir el cambio climático, dejando atrás los combustibles fósiles y promoviendo el uso de energías limpias.


    Uno de estos optimistas, el economista James Bessen,5 de la Universidad de Boston, ha estudiado el impacto de la automatización en 317 ocupaciones a lo largo de tres décadas. Bessen señala la cuestión del cajero automático como “un caso paradigmático de tecnología que sustituye a trabajadores”. Sin embargo, destaca que, tras su despliegue, “el número de empleados de banco a tiempo completo se ha incrementado un 2% al año”.


    ¿Cómo fue posible? Todo el mundo esperaba que la aparición de los cajeros automáticos redujera el empleo bancario. Sin embargo, ocurrió lo contrario. “Los cajeros automáticos permitieron a los bancos explotar sucursales a un menor costo”, explica Bessen. “Esto los llevó a abrir más sucursales, compensando así la pérdida de trabajos de caja. Al mismo tiempo, las destrezas de los empleados cambiaron: el marketing no rutinario y las destrezas interpersonales cobraron mayor importancia”.


    Sin duda, los cambios han llegado para quedarse y para impulsar nuevas olas de cambios, por lo que el pesimismo resulta poco útil. La Organización de Estados Iberoamericanos (OEI), en su documento “Educación y trabajo”, resume esta realidad: “La globalización, las nuevas formas de organización del trabajo y los procesos productivos, los cambios demográficos, el cambio climático y las nuevas tecnologías abarcan un conjunto de cambios que impactan en el sistema productivo y, por lo tanto, en las exigencias y condiciones generales para el empleo”.6


    La producción y el empleo del futuro —ya un futuro cercano— requieren nuevos saberes, habilidades y capacidades. Una parte de la población ya lo sabe, como advierte la OEI: “Los cambios en las relaciones y dinámicas sociales impactan en las trayectorias educativas y laborales de los más jóvenes, que ya no se construyen de forma lineal. Por el contrario, buena parte de ellos alterna, o transita en paralelo, instancias de educación formal, no formal, laboral y de formación profesional”.


    Ese parece ser el camino; la educación debe ser flexible para integrar diferentes experiencias formativas y, además, debe prolongarse durante toda la vida. Dados los constantes impactos de la globalización y la renovación tecnológica en la organización del trabajo, la educación ya no puede limitarse a los años de juventud.


    En su libro Gracias por llegar tarde, Thomas Friedman reflexiona sobre las diferencias entre su generación y la de sus hijas: “Cuando me licencié en la universidad, pude encontrar un trabajo. Mis hijas deben inventarlo. Yo fui a la universidad para adquirir una formación de por vida y, para mí, la formación continua ha sido un pasatiempo. Mis hijas han ido a la universidad para adquirir formación que las ayude a obtener su primer empleo, y para ellas la formación continua es una necesidad para cada uno de los empleos posteriores”.7


    La educación continua es clave para el empleo del futuro, reconoce la OEI en su propuesta “La certificación y acreditación de competencias y saberes”, realizada junto con la Fundación UOCRA: “Las perspectivas futuras, ante este escenario mundial signado por la desigualdad, la exclusión y la polarización entre países y poblaciones, proyectan una profundización de estas tendencias. Esto hace necesaria la formación permanente de los individuos para afrontar, con mayores herramientas, los constantes cambios económicos y sociales”.8


    Aunque los robots y las máquinas están asumiendo más tareas, no pueden reemplazar completamente a los humanos en todas ellas. Y aun si existiera esa posibilidad teórica, no es un destino inevitable. Como señala Friedman: “Eso solo ocurrirá si lo permitimos, si no aceleramos la innovación en lo laboral, la educación y las startups, si no reimaginamos toda la cinta transportadora que va de la educación al trabajo, incluyendo la formación continua a lo largo de la vida”.


    En la Argentina del desempleo también


    Aun antes de la pandemia, la Argentina enfrentaba una profunda crisis social marcada por la agudización de las desigualdades y la precarización del trabajo. Un descenso del producto bruto interno en un contexto internacional desfavorable, el cierre de empresas y un índice de desempleo del 10,6% evidenciaban una economía herida, con la pobreza en crecimiento.


    Casi el 45% de la población económicamente activa tenía problemas de inserción laboral antes de que la llegada del COVID-19 agravara la situación. De ese porcentaje, más de 8 puntos correspondían a desempleados, 13 puntos a cuentapropistas con bajo nivel educativo y 22 puntos a trabajadores informales.


    Un análisis estadístico de la OEI sobre la educación de adultos vincula estos problemas al bajo capital educativo de los argentinos: “Las personas con niveles de primaria y secundaria incompleta se insertan mayormente en puestos de trabajo de índole operativa y no calificada”, que son los primeros en ser reemplazados por nuevas tecnologías.


    En el estado general de crisis, también es difícil “la situación de quienes han concluido la secundaria e incluso quienes tienen un nivel superior y/o universitario incompleto”. Según el mismo informe, más del 50% de este grupo se inserta en empleos operativos y más del 20% en trabajos de baja calificación. Esto demuestra que la educación formal tradicional —como un secundario completo— ya no es suficiente para enfrentar los desafíos laborales actuales.


    El de los jóvenes es uno de los segmentos más afectados. Como señalan, en “La juventud en el mercado de trabajo de la post pandemia”, Guillermina Laguzzi y Juan Pablo Aguad: “La Argentina es el país con mayor desempleo juvenil de la región. Los jóvenes enfrentan condiciones de mayor vulnerabilidad en un mercado laboral caracterizado por menores remuneraciones, precarización y transiciones laborales inciertas”.9


    Según el Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec) en el cuarto trimestre de 2020 el desempleo, que alcanzó al 11% de la población, afectó en particular a los jóvenes: “Entre ellos, la tasa de desocupación duplica a la de la población adulta en general”. A eso hay que sumarle que son los que más sufren la informalidad laboral, 51% contra 35% de la población general. Y cuanto más jóvenes, más grave; la cifra llega a 64% para los de 18 a 24 años.


    “Muchos jóvenes dejaron de buscar trabajo por el denominado efecto desaliento”, explican Laguzzi y Aguad, atribuyendo esta situación a la falta de credenciales educativas o al abandono del sistema escolar.


    Desde la perspectiva empresarial se identifica el mismo problema. Claudia Jacinto, en su trabajo “La valorización de la Formación Profesional”, para la OEI, cita un estudio entre pymes que ha encontrado una creciente “dificultad para reclutar recursos humanos con el adecuado nivel de calificación”, incluso en un contexto de crisis de empleo. “Las principales razones radican en la falta de experiencia de los postulantes (57%), así también en la escasez de habilidades duras (52%), como las competencias técnicas”.10


    Las pymes reciben de lleno el impacto de la aceleración tecnológica, lo que las convierte en pioneras en reconocer la interdependencia entre producción, trabajo y educación. Al incorporar cualquier nueva tecnología, la industria requiere nuevas habilidades. En principio, es menester que las personas trabajadoras puedan desempeñarse en entornos digitales básicos, como las redes sociales o los softwares de uso laboral. Pero para progresar en esta sociedad del conocimiento los saberes digitales requieren actualizaciones.


    Eso explica que en los últimos años se haya intensificado el debate sobre cómo articular educación, trabajo y ciencia. En el campo laboral es una conversación común: el problema de las competencias laborales es cotidiano. La educación ha comenzado, poco a poco, a incorporar la cuestión de las competencias como una respuesta a la necesidad de renovar el modelo de la escuela moderna ante los cambios en la organización del trabajo.


    “Esta articulación entre lo educativo y lo laboral es central”, concluye la Mesa Multidisciplinaria y Multisectorial de Educación y Trabajo de la OEI.11 Esta conexión va desde la formación a lo largo de la vida hasta la intermediación laboral, involucrando tanto a la esfera privada como a la pública en “proyectos de desarrollo social y productivo que tengan en cuenta automatizaciones, desarrollo sustentable, innovación permanente y otras características del empleo del futuro”.


    La educación en suspenso


    Para intentar frenar la expansión de COVID-19, la Argentina suspendió las clases presenciales, afectando a más de 10 millones de estudiantes. La transición a la educación virtual profundizó desigualdades sociales preexistentes, ya que la calidad del aprendizaje dependió directamente de los recursos digitales disponibles en los hogares.


    “El 18% de los adolescentes entre 13 y 17 años no cuenta con internet en el hogar, y el 37% no dispone de dispositivos electrónicos para realizar las tareas escolares”, resume Florencia Tuchin en el diario español El País.12 “Este valor aumenta al 44% entre quienes asisten a escuelas estatales”.


    Además, muchos jóvenes enfrentaron otras dificultades, como cuidar a hermanos menores mientras los padres trabajaban o perder el refrigerio que brindaban ocho de cada diez escuelas públicas, un soporte clave para la seguridad alimentaria de los menores más pobres.


    Sin embargo, la pandemia agravó un panorama educativo ya crítico. Según datos oficiales, el 11,1% de la población entre 15 y 64 años no completó la escuela primaria, lo que equivale a más de 2,8 millones de personas. Las desigualdades regionales son significativas; en provincias como Chaco, Santiago del Estero y Misiones, el porcentaje de personas sin primaria completa se duplica.


    En cuanto a la escuela secundaria, la tasa de formación incompleta alcanza el 23%, es decir, más de 5,8 millones de personas entre 15 y 64 años. Las disparidades también son notables, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe no supera el 9,5%. Desde 2006, el secundario es obligatorio, lo que ofrece cierta esperanza de mejora entre las generaciones más jóvenes.


    Sin embargo, la discontinuidad en los estudios es un problema estructural, como señalan Florencia Finnegan y Silvina Kurlat en “Los procesos de articulación de la educación permanente de jóvenes y adultos con la formación profesional”.13 Según las autoras, la coyuntura también puede representar una oportunidad; dado que el mercado laboral requiere competencias en constante renovación, ¿por qué no potenciar la obtención del título secundario con formación específica que apunte al empleo?


    La obligatoriedad del secundario establecida por la ley de 2006 tiene un objetivo claro: alinearse con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU, que plantean que, para 2030, “todas las niñas y todos los niños terminen la enseñanza primaria y secundaria, que ha de ser gratuita, equitativa y de calidad”, ya que “cuando las personas pueden acceder a una educación de calidad, pueden escapar del ciclo de la pobreza”. Sin embargo, en las actuales estructuras laborales, tan heterogéneas, un joven o un adulto se pregunta si completar el secundario realmente le servirá para trabajar.


    “Desde el establecimiento del nuevo marco normativo en la educación técnico-profesional y en la educación a mediados de la década pasada, el nivel secundario ha sido sujeto de debates y consensos acerca de sus vinculaciones con la formación para el trabajo y en particular con la formación profesional”, reconocen Jacinto y Claudia Brain en “Articulaciones entre educación secundaria orientada y formación profesional”.14


    Jacinto, además, advierte sobre la “devaluación de diplomas”, un fenómeno que refleja que, actualmente, un título de nivel secundario no asegura un empleo de calidad. “Ante la desocupación creciente y la persistencia del empleo informal, que abarca más de un tercio del mercado laboral, las desigualdades son multidimensionales y se potencian”, explica.


    Complementar la educación secundaria, especialmente la técnica, con formación profesional abre un debate más amplio sobre qué se estudia hoy y con qué propósito. Este diálogo se extiende también a la necesidad de una formación continua, indispensable para afrontar los desafíos del futuro.


    La formación para el trabajo


    La mayoría de las personas que retoman sus estudios ha enfrentado condicionamientos sociales, económicos y geográficos que han dificultado su trayectoria. A pesar de todos los logros de la educación pública, el conocimiento sigue distribuyéndose de manera desigual, lo que priva a muchos futuros trabajadores, de los sectores más desfavorecidos, de las herramientas necesarias para su desarrollo.


    “Precisamos un productivismo diferente, que funcione para la economía del conocimiento y para la democracia”, plantea Mario Oporto.15 “El conocimiento está presente en todos los sectores, pero no llega, muchas veces, igualitariamente a este sector social. La alternativa sería una forma inclusiva de la economía del conocimiento”.


    En la práctica, según Jacinto y Brain, la convergencia de los contenidos secundarios con los saberes del mundo laboral “genera amplia motivación e interés en los jóvenes, y una ampliación de su perspectiva”. Ayuda entonces a romper el ciclo de discontinuidad educativa, a la vez que ofrece al mercado laboral las competencias que se requieren aquí y ahora.


    “Los cursos de formación mejoran las probabilidades de acceder a un trabajo formal; la tasa de inserción laboral crece moderadamente entre 1 y 4 puntos porcentuales”, estima Jacinto. “En particular, este impacto se evidenció en los sectores metalurgia-metalmecánica, software, construcción y automotores”.


    Este enfoque también se alinea con otro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU: “De aquí a 2030, asegurar que todos los jóvenes y una proporción considerable de los adultos, tanto hombres como mujeres, estén alfabetizados y tengan nociones elementales de aritmética”. Hoy en día, las llamadas competencias STEM (ciencia, tecnología, ingeniería y matemática) son básicas, y por eso importa que alguien que termina el secundario tenga niveles mínimos de informática.


    Sin embargo, garantizar condiciones de igualdad en el acceso a estas habilidades requiere políticas públicas. Jacinto señala que, en cursos técnicos, administrativos y de computación dirigidos a adultos de 30 a 34 años, el 80% de los asistentes ha completado el secundario, lo que evidencia “una pauta inequitativa en el acceso a la formación continua: los más educados son también quienes tienen mayor probabilidad de seguir formándose y actualizándose”.


    La revolución educativa puede tomar muchas formas:


     


    
      	Incluir en los últimos años de la secundaria cursos o experiencias laborales específicas.


      	Diseñar un currículum integrado de educación secundaria y formación profesional que prepare a los jóvenes para el empleo en tres años.


      	Incorporar la formación profesional al currículum de la secundaria para adultos.


      	Crear unidades integrales que vinculen progresivamente el nivel primario, medio y la formación profesional.

    


     


    Lo que resulta indiscutible es la necesidad de implementar estas reformas. Según un estudio de la CGT, la formación profesional es “la oferta que más creció entre los años 2011 y 2018 con un 30,2%”. Además se advierte que estas iniciativas disminuyen la deserción y resignifican el regreso de quienes han abandonado sus estudios.


    La OEI observa que ciertas opciones, como la articulación entre el secundario y la formación profesional y técnico-profesional, son un factor estimulante para que los asistentes accedan a estudios superiores; un vínculo posible es la formación técnico-profesional y la educación terciaria y universitaria.


    Potenciar la secundaria con una formación específica permite saldar la deuda social con quienes no han logrado completar su educación básica, al tiempo que responde a las necesidades de la producción en una era de aceleración tecnológica. Si más de la mitad de los jóvenes que termina la escuela secundaria trabaja o busca hacerlo, los que no han podido completarla enfrentan una inserción laboral precaria, sin calificaciones y más lejos de un empleo de calidad.


    “La cuestión de oportunidades se vincula con la articulación, frecuentemente débil, entre producción y educación”, argumentan Laguzzi y Aguad. “Para facilitar el acceso de los jóvenes al mercado de trabajo resulta prioritario fortalecer la articulación del sistema educativo con los distintos entornos laborales, así como trabajar en el diseño e implementación de políticas públicas que atiendan las particularidades del segmento joven”.


    Equivalencias y certificaciones intermedias


    Uno de los elementos clave para adaptar el sistema educativo al futuro del trabajo es revisar la forma en que se expiden los títulos y cómo funcionan las certificaciones y acreditaciones en la práctica. Según el citado informe de la OEI y la Fundación UOCRA, los contenidos aprendidos en las competencias laborales “no están vinculados a los modos de acreditación de saberes del mundo educativo”. En otras palabras: “La certificación que un trabajador obtiene de sus competencias en el ámbito laboral no siempre es validada en el marco de la trayectoria educativa formal”.


    ¿A qué nos referimos con certificación y acreditación? La certificación identifica los conocimientos y las habilidades que una persona posee para desempeñarse en su trabajo; la acreditación, en cambio, vincula esos saberes con lo que enseña el sistema educativo. Sin embargo, en un ámbito laboral marcado por la constante aceleración tecnológica, esta fórmula no siempre resulta eficaz.


    “Resulta imprescindible un trabajo conjunto con las áreas de diseño curricular, de modo tal que el sistema educativo reconozca y valide los procesos de construcción de saberes en la acción”, subraya el informe. “Un trabajo de esta naturaleza implica la necesidad de reconocer, aceptar y legitimar que las personas construyen saberes de una naturaleza diferente al saber objetivado y transmitido en las aulas; saberes que se encuentran orientados por una finalidad distinta a la explicación: la intervención”.


    Según la citada investigación de Oporto, sería necesario crear un espacio común entre los ministerios de Economía, Trabajo, Producción, Desarrollo Social y Educación en “un trabajo de cooperación” que formalice los distintos tramos de las trayectorias educativas y laborales de los argentinos. También, agrega, se podría crear un “sistema federal de cualificaciones”. Se trataría de reconocer que el camino, que —según el sistema actual— es fluctuante o discontinuo, en realidad tiene un destino: los saberes para el trabajo. Esta articulación entre educación y trabajo, evidentemente, favorece también la inclusión social.


    La flexibilidad debe convertirse en una norma, no solo para las empresas y los trabajadores, sino también para el sistema educativo en tiempos tan cambiantes. Eso permitiría visibilizar la trama que se teje entre la escuela y el empleo para sistematizarla. Para hacerlo con resultados de crecimiento real, Jacinto destaca que resulta imprescindible “fortalecer la calidad institucional de la formación profesional para brindar experiencias formativas significativas”, en primer lugar, y allí tiene importancia el espacio intersectorial que señala Oporto, la convergencia de actores sociales de la educación, el trabajo, la investigación y la innovación tecnológica sería una garantía.


    Además, sigue Jacinto, hay que validar y certificar los saberes y las competencias “desarrollados en el trabajo y en otros ámbitos no escolares”, de modo tal que, por ejemplo, se pueda observar dónde hay puentes posibles entre niveles y modalidades, para impulsar la formación permanente. La creación de “un registro de las trayectorias educativas y laborales” de las personas simplificaría las acciones. Por ahora, existe la Agencia de Acreditación de Competencias Laborales, dependiente de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, que desde 2003 “certifica los saberes socialmente productivos de los trabajadores que lo soliciten, independientemente de la forma en que fueron adquiridos”.


    El modelo educativo tradicional es insuficiente. “Solo finaliza la escuela secundaria la mitad de los alumnos que ingresan”, recuerda Oporto. Además, la “formación de los que alcanzan la meta, muchas veces, ofrece instrumentos limitados para transitar el sistema universitario. Es prioridad pensar una oferta novedosa, que genere salidas mediante créditos o títulos intermedios”.


    En un modelo productivo en el que la innovación y la competencia internacional son constantes, las certificaciones parciales pueden ser clave. Estas mejorarían las posibilidades de empleo al tiempo que permitirían actualizar los contenidos educativos. La OEI destaca la utilidad de una oferta modular, semestral o anual, “con módulos asociados a los nuevos requerimientos tecnológicos del mercado laboral”. Según la CGT, esta “articulación cruzada” facilita el progreso formativo, “permitirá entradas y salidas, y la acreditación por niveles”.


    El arco que se podría cubrir es amplio, iría desde “acciones formativas que permitan que jóvenes y adultos excluidos del sistema formal de educación y del mercado laboral completen sus estudios de nivel primario y secundario”, en la perspectiva de la CGT, hasta “postítulos de la educación técnica de nivel medio y superior”, como ilustra la OEI.


    La pandemia ha mostrado que, cuando existen recursos digitales, internet es una plataforma que funciona en la enseñanza de adultos. En el caso de la educación para el trabajo, la convergencia de tecnologías como “5G, inteligencia artificial, realidad virtual, aumentada y mixta”, menciona la CGT, “permitirá replicar instalaciones industriales, equipos, máquinas, elementos constructivos”, un beneficio adicional.


    Competencia y formación permanente


    Otro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU plantea que, “de aquí a 2030, aumentar considerablemente el número de jóvenes y adultos que tienen las competencias necesarias, en particular técnicas y profesionales, para acceder al empleo, el trabajo decente y el emprendimiento”. Sin embargo, ¿qué entendemos exactamente por competencias?


    El concepto interpela la relación entre el sistema educativo y el productivo, explican la OEI y la Fundación UOCRA, ya que se encuentra en el núcleo de lo que se considera una formación adecuada para los trabajadores. Según sintetiza el informe, las competencias son “un conjunto de capacidades que permiten desempeños satisfactorios en situaciones reales de trabajo de acuerdo con los estándares históricos y tecnológicos vigentes”.


    A pesar de lo neutro que eso suena, el término también ha sido objeto de debate sobre la calidad del trabajo. Hablar de competencias implica un enfoque en la productividad individual, alejándose de esquemas colectivos como la estabilidad laboral. “Prosperar en el lugar de trabajo de hoy consiste en lo que el cofundador de LinkedIn, Reid Hoffman, llama ‘invertir en la startup de ti mismo’”, sintetiza Friedman en Gracias por llegar tarde. Esta perspectiva implica “saber más, actualizar lo que sabes más a menudo y hacer más cosas creativas con ello”, cita a Zach Sims, fundador de Codecademy. “Y por esta razón la automotivación resulta tanto más importante ahora”.


    Para la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que también habla de competencias para referirse a los conocimientos, las aptitudes y la experiencia que se movilizan en una tarea laboral, “el aprendizaje permanente engloba todas las actividades de aprendizaje realizadas a lo largo de la vida con el fin de desarrollar las competencias y cualificaciones”. Es decir que las competencias están sujetas a la misma innovación constante que marca el sistema productivo.


    La ONU ha sumado a su lista de objetivos que en 2030 se haya asentado “un aprendizaje de calidad a lo largo de la vida para todos”; para la CGT se trata de pensar la formación profesional de base y de especialización “como un servicio de integración, inclusión social y profesional y atendiendo a la mejora de los procedimientos de trabajo”. Implica el aprendizaje constante de cosas nuevas, la recualificación continua de trabajadores y trabajadoras para que no queden rezagados y la posibilidad de observar la aparición de nuevos nichos de mercado, en particular para las pymes.


    La formación permanente da especial valor práctico a las certificaciones intermedias, pues facilita trayectorias educativas y laborales flexibles y articuladas. Como señalan Jacinto y Brain, “para ello es preciso facilitar los puentes de un nivel educativo a otro”.


    La población ya percibe su importancia. Una encuesta sobre “La valorización de la formación profesional”16 revela que el 50% de los participantes ha asistido o asiste a cursos de educación no formal por razones laborales, “para acceder a un empleo o para mejorar sus posibilidades de desarrollo de su carrera laboral”. Este tipo de capacitación atrae especialmente a jóvenes y ha sido aceptada por el 21,3% de la población económicamente activa.


    Incluso la educación superior podría adaptarse a estas modalidades. Friedman refiere el caso de Olin College, una institución universitaria para ingenieros en la que “casi todo tiene fecha de vencimiento, y esto incluye los estatutos y el plan de estudios”. Cita a Richard Miller, su presidente: “El plan de estudios de Olin College evoluciona constantemente por designio. La encarnación actual ofrece una instantánea de los mejores esfuerzos de la comunidad de Olin por proporcionar un nuevo paradigma en formación de ingenieros. El plan de estudios caduca cada siete años y debe ser activamente reevaluado, o bien revisado o restablecido”.


    Las experiencias argentinas


    Pese a la gran heterogeneidad social entre regiones, la Argentina ha desarrollado diversas propuestas educativas flexibles que vinculan la educación con el trabajo. Desde 2015, los cursos de Capacitación Laboral de Alcance Nacional (CLAN) se ofrecen en catorce provincias, y en cada una de las orientaciones. Otros formatos reconocidos son la combinación de capacitación laboral con el secundario para adultos, pasantías en ámbitos laborales reales y la extensión educativa en los sindicatos, como el bachillerato con formación profesional impulsado por la Unión Obrera de la Construcción (UOCRA).


    Algunas jurisdicciones cuentan con normativas específicas. En CABA, Tucumán y Córdoba se reglamentaron las prácticas educativas en empresas para garantizar que no sustituyan a trabajadores por pasantes y que el contenido formativo sea prioritario. En CABA existe también el bachillerato con orientación profesional, y la provincia de Buenos Aires desarrolló modelos como “Secundaria con Oficios” y “Ciudadanía y Trabajo”.


    Santa Fe ha creado una Orientación en Contextos Laborales para estudiantes de quinto año del secundario, y La Pampa ofrece formación profesional optativa en varias escuelas, con certificación incluida. En CABA existe la posibilidad de doble titulación para estudiantes secundarios desde cuarto año, quienes realicen cursos en jornadas extendidas.


    Pero quizá sea Córdoba la provincia con mayor experiencia, ya que tiene planes para generar y fortalecer vínculos entre los saberes de la escuela y los del trabajo desde antes de la disposición nacional que ha creado la CLAN, cuentan Jacinto y Brain.


    La semilla fue el Proyecto de Actualización de la Educación Técnica, de 2003, que ha buscado revalorizar una orientación escolar que había resultado afectada negativamente por la Ley Federal de Educación de 1993. El arreglo del polimodal provocó “cambios sustanciales en la organización y la gestión institucional de las escuelas técnicas, hasta casi la extinción de la oferta formativa original”, explica Yanina Débora Maturo en “La educación técnica en Argentina”.17


    Desde su apertura en el siglo XIX, la educación técnica ha excedido la función “típicamente vocacional”, recuerda en 2017 un informe oficial,18 y ha preparado a los argentinos “para una ocupación manual calificada”. La primera fue la Escuela de Oficios en Santa Fe, creada en 1830, a la que le siguieron la Escuela de Enología en San Juan (1862) y la Escuela de Artes y Oficios en Entre Ríos (1868). De enorme importancia fue la creación, en 1897, del Departamento Industrial anexo a la Escuela de Comercio de la Nación, que se convertiría en la primera Escuela Industrial de la Nación, Otto Krause. Desde el Estado, la Comisión Nacional de Aprendizaje y Orientación Profesional (CNAOP), en 1946, y el Consejo Nacional de Educación Técnica (CONET), durante el gobierno de Arturo Frondizi, habían apoyado la formación para el trabajo. Sin embargo, las transformaciones de 1993 terminaron por desvalorizarla.


    Con su Proyecto de Actualización de la Educación Técnica, Córdoba avanzó hacia un formato institucional politécnico, con talleres, laboratorios o pequeños centros productivos donde aplicar los conocimientos y promover la transición de los estudiantes en beneficio del desarrollo local y regional.


    En 2013, Córdoba adoptó el programa Transición Escuela Trabajo, de la ONU, surgido ante “la escasa o nula consolidación de los aprendizajes teóricos con la práctica y la necesidad de fortalecimiento de competencias que contribuyeran a una formación más integral”, detalla Jacinto, a lo cual se sumaban “las tasas de abandono escolar, las dificultades de los egresados en el ingreso al mundo del trabajo y las necesidades planteadas por los sectores estratégicos productivos”, entre otros factores.


    En sexto año se implementaron cursos de capacitación, según las distintas orientaciones de la escuela media, vinculados al programa Formación para la Vida y el Trabajo, que abarcaba de tercero a sexto año. Comenzó en las áreas de economía, turismo e informática y luego se extendió progresivamente a las diez orientaciones totales.


    Los cursos más seleccionados en Economía —sigue Jacinto— fueron “Desarrollo de emprendimientos” y “Gestión administrativa y bancaria”; en Turismo, “Información y recepción en alojamientos turísticos” y “Juegos y técnicas recreativas”; en Informática, “Diseño de video digital” y “Diseño de página web”. Las prácticas de “Gestión administrativa y bancaria” se realizaron en la sede local de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), donde los estudiantes ejercitaron cómo realizar la liquidación de sueldos, entre otras actividades.


    Jacinto destaca el “alto impacto” de la iniciativa: “Asistió el 80% de quienes cursaban el último año de las treinta escuelas que participaron, aunque era una actividad voluntaria, y tuvo una baja tasa de abandono, por lo cual llegó a certificar casi el 100% de ellos”.


    Estado, privados y organizaciones civiles


    La educación para el trabajo del futuro va mucho más allá de las aulas, involucra a distintos protagonistas, desde los municipios hasta las empresas, desde diversas instancias del Poder Ejecutivo nacional hasta los sindicatos, desde organizaciones sociales hasta centros culturales.


    “En la ciudad de Buenos Aires, el 83% de la oferta pública de formación profesional son centros armados en convenio con organizaciones sindicales”, se destaca en el informe “La valorización de la formación profesional”, ya citado. Los programas de CABA combinan formación general y formación profesional, y ofrecen títulos cruzados y certificaciones al cabo de distintos trayectos.


    Muchos sindicatos, por medio de sus centros de formación o extensión educativa, generan también ofertas; el 91%, según el mismo trabajo, orienta cursos a sus afiliados. Desde las organizaciones de trabajadores, la formación profesional se concibe “como parte de la trayectoria postsecundaria” y causa un efecto de “potenciamiento del título secundario”, a la vez que consolida un espacio para la educación continua y permanente.


    En el caso de las escuelas secundarias, tanto las de educación de adultos como las técnicas, la oferta de prácticas en empresas, organismos estatales, organizaciones culturales o proyectos comunitarios de la sociedad civil, conocida como “aprendizaje situado”, tiene un efecto similar: “Favorece la integración de saberes teóricos, tecnológicos y habilidades técnicas y sociales”, resume Jacinto.


    Por último, la tarea conjunta de las autoridades —desde educación hasta desarrollo social, pasando por trabajo—, las organizaciones civiles y territoriales y el sector productivo también puede contribuir a “romper las barreras que suponen los estereotipos y los oficios masculinizados y feminizados, para que todos y todas puedan acceder en las mismas condiciones a la formación laboral”, señala la investigación de Oporto. La brecha de género es visible en el mundo laboral, recuerdan Laguzzi y Aguad: “Entre las mujeres menores de 29 años, el desempleo es del 28%, mientras que entre varones del mismo rango etario es del 22%. Además, los ingresos de las mujeres jóvenes son menores, y sus tasas de empleo, significativamente más bajas”.


    La formación profesional abre otro camino en la búsqueda de igualdad de género, a la vez que mejora las posibilidades de inserción en “los trabajos de mayor valor agregado y, por lo tanto, de mayor remuneración”.


    Por ahora, los jóvenes varones se benefician más: aquellos de hasta 24 años con secundaria finalizada aumentan en un 45% sus posibilidades de acceso a un trabajo de calidad gracias a cursos de educación permanente; para las mujeres en las mismas condiciones, el incremento es del 28%.


    Tanto para acortar la brecha de género como para crear un camino hacia los estudios superiores o mantener una actualización constante de las competencias laborales cambiantes en un mundo revolucionado por la tecnología, la educación es clave. Pocas veces en la historia ha sido tan visible su vínculo con la producción.


    Un Banco Central ¿y federal?


    El Banco Central de la República Argentina fue fundado en 1935 siguiendo los lineamientos de los bancos centrales del mundo, creados a partir de la segunda mitad del siglo XVII. Nació como una entidad mixta, con participación estatal y privada, y con la función primordial de ejercer el monopolio de la emisión de billetes y monedas, además de regular la cantidad de crédito y dinero circulante. Tenía a su cargo la acumulación de las reservas internacionales y el control del sistema bancario y actuaba como agente financiero del Estado, con capacidad para adoptar políticas anticíclicas que moderaran las posibles fluctuaciones económicas.


    En 1946, el Banco Central fue nacionalizado con el objetivo de reducir los préstamos para actividades especulativas y promover el desarrollo económico del país, orientando los recursos a actividades productivas. Durante los siguientes treinta años ocupó un rol fundamental en la regulación de las tasas de interés y en el otorgamiento de créditos selectivos, tendientes a una sustitución de importaciones y a la promoción de exportaciones para diversificar la matriz productiva y superar la etapa agroexportadora.


    El golpe de Estado de 1976 marcó un cambio en el rumbo de la economía, impulsando medidas de liberalización comercial y financiera. El Banco Central, entonces, se transformó en garante de una inserción irreflexiva de la Argentina en el proceso de globalización financiera, que culminó en una seguidilla de crisis: bancaria en 1980, de balanza de pagos en 1981 y de deuda externa a partir de 1982. Con el retorno de la democracia en 1983, retomó su función de restringir los movimientos especulativos de capitales. Sin embargo, a partir de 1992, con una oferta monetaria dependiente del flujo neto de divisas con el exterior, se modificó su Carta Orgánica para acompañar los lineamientos de la política económica y la convertibilidad del peso con el dólar estadounidense.


    La sucesión de crisis económicas externas, en especial la de Rusia en 1998, provocó que la Argentina, como mercado emergente, entrara en una profunda recesión. Esto culminó con la Ley de Emergencia Económica de 2002, cuando se abandonó la convertibilidad y el Banco Central recuperó la capacidad de efectuar políticas monetarias y cambiarias activas.


    La Convención Nacional Constituyente de 1994 reformuló el inciso 6 del artículo 75, estableciendo que correspondía al Congreso “establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir moneda”. El objetivo era adecuar el Banco Central a un Estado federal efectivo en la teoría y en la práctica, igualándolo a instituciones similares como los bancos centrales de Estados Unidos, Brasil, Suiza, España, Canadá, Australia, Italia y Alemania.


    Más allá de la exclusividad en la emisión monetaria, el Banco Central tiene un único cuentahabiente, el Estado. También está capacitado para funcionar como prestamista de última instancia cuando los bancos comerciales enfrentan problemas de liquidez. Y, además, debe ser custodio de las reservas de divisas extranjeras para lograr la estabilidad en el tipo de cambio.


    Otra de sus atribuciones es ocupar un rol clave frente a crisis económicas. Un ejemplo de ello es el plan de estímulo cuantitativo implementado por la Reserva Federal de Estados Unidos durante la crisis de 2010-2011, cuando compró bonos del gobierno por 600.000 millones de dólares para inyectar liquidez al sistema.


    Si bien el Banco Central es un ente independiente del poder político, con decisiones tomadas por un directorio, es común que sus miembros sean designados por el Ejecutivo o el Legislativo, lo que facilita la injerencia política.


    La reforma constitucional destacó la importancia de la participación provincial en la política bancaria, cambiaria y monetaria, y su incidencia en los aspectos económicos del federalismo argentino. De modo que ignorar la estructura actual del país —propia de un Estado unitario que únicamente observa la centralidad desconociendo las realidades regionales y provinciales— solo puede profundizar los errores cometidos hasta ahora.


    La necesidad de federalizar el Banco Central, en sus funciones y finalidades, es una asignatura primordial para el desarrollo del país. La Constitución Nacional, en particular desde su última reforma, profundiza esta urgencia al señalar la trascendencia institucional, política, financiera, económica, social y cultural de cada provincia, a la que se agrega la autonomía de la ciudad de Buenos Aires y las municipales.


    El debate sobre una política bancaria ejercida en un marco de verdadero federalismo debe confluir con la implementación de una ley de coparticipación impositiva superadora, que adecúe la política fiscal y presupuestaria vigente. Solo así se logrará sustituir el centralismo hiperpresidencialista por un diálogo equitativo entre las jurisdicciones estatales de todo el país.


    Un Banco Central federal es el organismo por excelencia al momento de resolver cuestiones de insoslayable trascendencia para la sociedad en su conjunto, como nivel y disponibilidad de reservas, cepos cambiarios, inflación, regeneración del crédito hipotecario, mayor asistencia crediticia a los sectores productivos y generadores de empleo, y el fomento de las economías regionales.


    El federalismo es la herramienta primordial para evitar que los organismos centralizados se apropien de las tareas que pueden y deben cumplir los organismos locales, más cercanos y conocedores de los problemas de cada municipio, provincia o región. De modo que federalizar el Banco Central lo posicionaría nuevamente como la columna vertebral del sistema financiero, monetario y cambiario, permitiéndole aplicar variables económicas adaptadas a cada jurisdicción.


    ¿Por qué pensar que hay una sola realidad (central) que se repite en cada provincia? ¿Por qué insistir en que una única solución económica es aplicable a todas las regiones?


    La Argentina tiene razones de sobra para comprender que un crecimiento sostenido y sustentable radica en la convergencia de los conceptos de “desarrollo” y “regionalización”. Reconocer el dominio originario de los recursos naturales de cada provincia y región, como establece el artículo 124 de la Constitución, y constituir un Banco Central que otorgue créditos y facilidades para su explotación sería un paso fundamental a fin de fortalecer el federalismo declamado. Sin embargo, el centralismo lo impide, negándose a ver que la exploración, explotación y aprovechamiento de los recursos naturales, bajo un concepto de desarrollo sustentable, abre un horizonte amplísimo para todo el país mediante la colaboración interjurisdiccional.


    La descentralización y federalización del Banco Central contribuirían a un mejor uso de sus facultades. El diálogo franco con los actores económicos regionales podría promover una mayor demanda de servicios financieros y dinamizar las economías locales. Las decisiones políticas serían más eficaces al considerar las distintas realidades económico-sociales de cada provincia y región. Y, fundamentalmente, aportaría esa cercanía insustituible a la hora de analizar las condiciones de cada región para lograr una adecuada provisión de servicios financieros que impulsen las diferentes economías locales.


    Aunque desde el retorno de la democracia se han celebrado tratados interprovinciales y creado consejos federales en diversas materias, estos no han logrado modernizar ni madurar las relaciones entre los diferentes órdenes gubernamentales. La falta de coordinación y concertación sigue debilitando el federalismo.


    El proceso de descentralización exige un crecimiento cultural y un reconocimiento del “otro” como piedra basal de toda decisión. Solo dejando de lado el individualismo se podrán proyectar y poner en marcha políticas que resuelvan los problemas estructurales de la sociedad y el Estado nacionales.


    Indec federal


    Contar con estadísticas confiables, oportunas y con la desagregación geográfica adecuada es imprescindible no solo para un adecuado diseño de una nueva ley de coparticipación federal, sino también para su control. El Indec actual tiene un sesgo en la producción de estadísticas a nivel nacional, sin considerar apropiadamente las necesidades de información geográfica acertada y comparable.


    Como lo expresa, en el libro 100 políticas para la Argentina del 2030, la investigadora Liliana Forzani: “La Argentina tiene una fuerte deuda con el federalismo, y para que este sea real es imprescindible que sea cada provincia quien contribuya al Indec con sus propias estadísticas. Sin embargo, de no menor importancia es el hecho de que para que haya compatibilidad entre los datos, cada provincia debe adherir a una estandarización en la toma de datos, así como los métodos de análisis y presentación de estos”.19


    Complementariamente a la serie de leyes macroeconómicas —y de coparticipación federal de impuestos— es interesante aprobar una ley sobre el sistema estadístico nacional, que reemplace la actual 17.622, que incluso tiene su origen en un gobierno dictatorial.


    En ese aspecto, en el Congreso existe un proyecto de ley, elaborado en la gestión de Jorge Todesca (2019), que se divide en tres partes:


     


    
      	Primera parte (título I): destinada a explicitar los principios estadísticos y la integración del Sistema Estadístico Nacional.


      	Segunda parte (título II): destinada al Indec como organismo central del Sistema Estadístico, transformándolo en una entidad autárquica y jerarquizando la figura de su director —quien sería nombrado por concurso—; a la formación de una Comisión Bicameral del Congreso de la Nación dedicada exclusivamente a tratar la remoción del director, y a la conformación de un Consejo del Sistema Estadístico de quince miembros —cinco de los ministerios, uno de ANSES, uno del BCRA, uno de universidades nacionales, uno de universidades privadas, uno de la Sociedad Argentina de Estadística, uno de la Academia Nacional de Ciencias Económicas y cuatro expertos propuestos por el director—, con tareas de asesoramiento y aprobación del Plan Estadístico.


      	Tercera parte: destinada a tratar el “contrato estadístico” con la sociedad, en la que se explicita la obligatoriedad de responder por parte de los informantes y la obligatoriedad de resguardar el secreto estadístico por parte del Indec.

    


     


    Respecto de los principios estadísticos (primera parte del título I) y sobre el contrato estadístico (título III), no hay comentarios para realizar, dado que se encuentra en línea con la experiencia internacional en la materia. Se considera muy adecuado.


    En relación con el Sistema Estadístico Nacional (SEN) y el Indec (título II), se proponen dos observaciones.


    En primer lugar, se debería jerarquizar al SEN por encima del Indec, de manera de dar mayor estabilidad a las políticas estadísticas. En este sentido, el SEN podría tener una conformación federal —con representantes de las provincias—, del que emane el Plan Estadístico, siendo el Indec el ejecutor de ese plan junto con las direcciones provinciales de Estadísticas. Este consejo, como órgano político del SEN, sería el encargado de designar al director mediante un concurso.


    En segundo lugar, dentro de los integrantes del SEN se deberían incluir explícitamente los servicios estadísticos de las universidades, a los efectos de regir bajo las normas del proyecto de ley las actividades estadísticas que llevan a cabo los diferentes institutos, centros de investigación y laboratorios universitarios.


    En cuanto al control de calidad de las estadísticas, este podría estar a cargo de otro consejo, con una conformación exclusiva de expertos y académicos.


    En definitiva, lo que se propone apunta a dividir el propuesto Consejo del SEN en dos:


     


    
      	Uno de tono político, encargado de definir la política estadística y de nombrar o remover al director.


      	Otro más académico, encargado de asegurar la calidad de las estadísticas del sistema.
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    CONCLUSIÓN


    Hemos buscado generar una reflexión sobre la necesidad de construir un federalismo funcional y equitativo, que permita aprovechar el potencial de todas las regiones del país y garantizar igualdad de oportunidades para todos los argentinos.


    El desequilibrio territorial en la Argentina impacta directamente en su desarrollo económico y social. La falta de un verdadero federalismo ha impedido reducir estas asimetrías entre las regiones, perpetuando la pobreza, la desigualdad y la informalidad laboral. La concentración de la actividad productiva en pocas jurisdicciones, junto con la desigualdad en el acceso a servicios básicos e infraestructura, ha generado una desarmonía entre las regiones, reflejada en disparidades de ingresos, consumos, costos de vida y oportunidades de desarrollo.


    Desde nuestra perspectiva, la Argentina necesita una transformación profunda, que vaya más allá de la estabilidad macroeconómica. Nuestras propuestas se articulan en torno a los siguientes ejes:


     


    
      	Reforma integral del sistema fiscal federal. Implementar una nueva ley de coparticipación que garantice una distribución más equitativa de los recursos entre la nación, las provincias y CABA, teniendo en cuenta las necesidades y funciones de cada nivel de gobierno. Esta reforma debe incluir la actualización de la coordinación tributaria federal, permitiendo una modernización del sistema impositivo que fortalezca la competitividad de los sectores productivos. Un primer paso para reducir la desigualdad territorial es la derogación de la mayoría de las asignaciones específicas.


      	Revolución impositiva. Ampliar la base de tributación y reducir impuestos para nuevos trabajadores que se incorporen a la vida laboral. Para que el superávit fiscal sea sustentable, es fundamental que más argentinos salgan de la informalidad y contribuyan a través de sus impuestos, lo que permitirá reducir la relación entre el gasto público y la presión tributaria. La modernización del sistema impositivo debe impulsar la inversión y la competitividad, otorgando beneficios y eliminando impuestos distorsivos mediante un cronograma preciso y cumplible.


      	Fortalecimiento de la coordinación intergubernamental. Establecer mecanismos institucionales de diálogo y concertación entre la nación, las provincias y CABA para coordinar políticas económicas, fiscales y sectoriales, evitando superposiciones y conflictos.


      	Promoción de la inversión en infraestructura. Priorizar la inversión en las regiones más desfavorecidas para mejorar la conectividad, reducir costos y atraer inversiones que generen empleo y desarrollo local. A su vez, una política de infraestructura eficiente debe disminuir los costos de transporte, permitiendo que los productos argentinos sean más competitivos en el mercado internacional.


      	Revolución exportadora. La Argentina debe convertirse en una máquina exportadora, generando dólares genuinos en lugar de recurrir al endeudamiento u otras operaciones financieras. Es imprescindible lograr una inserción productiva global que permita integrar al país en nuevas cadenas globales de valor y consolidarlo como un proveedor confiable. Para ello deben definirse objetivos claros, que se asuman como propósito colectivo y contribuyan a fortalecer la economía. En este sentido es fundamental diversificar las exportaciones y ampliar los destinos comerciales, incluyendo mercados como India, Vietnam, Malasia, Sudáfrica y Arabia Saudita, entre otros.


      	Diversificación productiva. Implementar políticas que fomenten la diversificación de la matriz productiva de las provincias, reduciendo la dependencia de los commodities y promoviendo el desarrollo de sectores con mayor valor agregado.


      	Apoyo a las economías regionales. Diseñar programas específicos que consideren las particularidades de cada territorio y fortalezcan las cadenas de valor locales.


      	Reducción de la informalidad laboral. Incentivar la formalización del empleo mediante la simplificación de trámites y la reducción de cargas impositivas, en paralelo con el desarrollo de mayor capacitación laboral.


      	Fortalecimiento de las instituciones. Garantizar la independencia y transparencia de organismos clave como el Banco Central y el Indec, federalizando su estructura para generar confianza y credibilidad en las políticas económicas.


      	Promoción de la innovación y la tecnología. Fomentar la inversión en investigación y desarrollo, así como la adopción de nuevas tecnologías en todos los sectores de la economía, para mejorar la productividad y la competitividad.


      	Políticas sociales focalizadas. Implementar estrategias dirigidas a las regiones y a los grupos más vulnerables, asegurando el acceso a educación, salud y vivienda, y promoviendo la inclusión social y económica para equilibrar el desarrollo territorial.

    


     


    La concreción de estos ejes requiere estabilidad macroeconómica, sustentada en dos pilares esenciales, la solvencia fiscal y un nivel óptimo de reservas internacionales. En cuanto al primer punto se debe establecer un porcentaje de gasto público consolidado (nación, provincias y municipios) con relación al PBI, con una composición eficiente del presupuesto. El Congreso Nacional, a través de la Ley de Presupuesto, es el ámbito adecuado para definir estos parámetros. Esto permitiría, a su vez, avanzar en la reducción de la presión tributaria, actualmente excesiva sobre el sector formal.


    Para lograr una economía competitiva, saludable y sin inflación, también es necesario mantener un nivel de reservas internacionales adecuado, considerando el comercio exterior, los vencimientos de deuda en moneda extranjera, el régimen cambiario y las comparaciones internacionales. Esta tarea debe ser responsabilidad de un Banco Central autónomo y altamente capacitado. Además, la acumulación de reservas internacionales debe provenir de fuentes sostenibles, evitando su volatilidad. En este sentido, la diversificación productiva y una estrategia activa de negociaciones comerciales resultan fundamentales para insertar a empresas y productos argentinos en el mercado global, asegurando un ingreso genuino de divisas y mejores oportunidades laborales.


    Asimismo, tras las recurrentes crisis locales, se vuelve imprescindible la creación de un fondo anticíclico, financiado con los recursos extraordinarios del Tesoro y los superávits fiscales obtenidos tras la reducción de la presión impositiva.


    Estos desafíos no solo son posibles, sino también necesarios. Se requiere un enfoque estratégico centrado en el desarrollo económico, social y humano del país. Para ello es fundamental una agenda que combine transformación y simplificación impositiva con modernización laboral y logística, fortalecimiento del mercado financiero y una política internacional que expanda los mercados para la producción nacional. Esto debe complementarse con la negociación de tratados de protección de inversiones de última generación con países estratégicamente compatibles con la Argentina.


    Para construir este nuevo horizonte, la innovación debe ser la base del desarrollo. Esto se logrará mediante incentivos a la inversión en investigación y desarrollo dentro del sector privado, impulsando una política que priorice el conocimiento como motor del crecimiento.


    La solución a los problemas de corto plazo debe alinearse con los cambios estructurales que la Argentina necesita para sostener un crecimiento del 3,5% anual como mínimo. La meta es alcanzar una tasa de crecimiento sólida y mantenerla en el tiempo.


    La Argentina debe avanzar hacia un modelo productivo, federal e innovador. Estos son los tres pilares para generar un cambio transformador: una revolución impositiva, una revolución exportadora y una revolución federal.


    Solo con una agenda de esta magnitud y una capacidad probada de implementación podremos dejar atrás un pasado de frustración colectiva. El equilibrio presupuestario es una condición necesaria, pero no suficiente, para lograr un desarrollo sostenido e inclusivo. Nos corresponde a todos pensar y construir una Argentina superadora, respetada e inclusiva.
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    Sin verdadero federalismo no hay desarrollo real. A lo largo de la historia argentina, la concentración de recursos, infraestructura y oportunidades en unas pocas regiones fue profundizando desigualdades territoriales. Como resultado, gran parte del país se vio privado de un crecimiento sostenido. La postergación de provincias enteras no solo impacta en la calidad de vida de sus habitantes, también frena el potencial de la nación en su conjunto. Este libro plantea la urgencia de un equilibrio territorial que permita a cada región desplegar su capacidad productiva y social, promoviendo un modelo de desarrollo más justo y eficiente.


    Con un enfoque integral, Redrado y Urtubey plantean la necesidad de sancionar la pendiente ley de coparticipación, analizan las asimetrías en infraestructura y señalan la necesidad de una reforma tributaria que elimine distorsiones y garantice una distribución equitativa de los recursos. Basado en experiencias internacionales y en el marco de nuestra historia institucional, Argentina federal propone un camino concreto para fortalecer el federalismo y reducir las brechas estructurales. La construcción de un país más equilibrado no es solo una aspiración, sino una condición indispensable para el progreso económico y social de las próximas generaciones.
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